Boletín N° 1510-07-3.

Informe de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia recaído en el proyecto de ley, en tercer trámite constitucional,  sobre probidad administrativa de los órganos de la Administración del Estado.�

____________________________________________________________

Honorable Cámara:

	Vuestra Comisión de Constitución, Legislación y Justicia pasa a informaros, en tercer trámite constitucional, sobre el proyecto de ley individualizado en el epígrafe, iniciado en mensaje de S.E. el Presidente de la República.

Antecedentes.

	— Envío a la Comisión.

	La decisión de enviar este proyecto en informe a esta Comisión fue adoptada por la Corporación en su sesión 19ª ordinaria, del 21 de julio de 1998.

	— Contenido reglamentario de este informe.

	De acuerdo con lo preceptuado en el artículo 116 del Reglamento, en su informe la Comisión debe pronunciarse sobre el alcance de las modificaciones introducidas por el Senado, que fluye de su análisis comparativo con el proyecto aprobado por la Cámara y de los diversos antecedentes que conforman la historia fidedigna de su establecimiento. 

	Además, si la Comisión lo estimare conveniente, su informe debe contener una recomendación sobre la aprobación o el rechazo de las enmiendas propuestas. 

	Sin perjuicio de las menciones reglamentarias, con el objeto de facilitar la comprensión de la materia a que se refiere este informe, se incluye en el texto mismo de él un comparado respecto de cada una de las disposiciones aprobadas por la Cámara de Diputados y el Senado, junto con los fundamentos que sirven de base a cada una de ellas.

	— Quórum especiales de votación.

	Se hace constar que la Cámara de Diputados, en el primer trámite constitucional, aprobó, en el carácter de normas de carácter orgánico constitucional los artículos 1°, 2° y 3° del proyecto.

	El H. Senado ha aprobado, en el carácter de orgánicos constitucionales, los artículos 1°, 2°, 3°, 4°, 7°, 8° y 9° del proyecto.

	El artículo 10 lo ha aprobado como ley de quórum calificado, en virtud de lo dispuesto en el artículo 19, N° 21, párrafo segundo, de la Carta Fundamental, por referirse a actividades empresariales del Estado y sus organismos.





	— Personas invitadas.�tc "— Personas invitadas." \f C \l 2�

	Durante el estudio de esta iniciativa legal, vuestra Comisión contó con la asistencia y colaboración de los asesores del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señores Rolando Pantoja Bauzá y Rodrigo Medina Jara. 

	Asistieron también, especialmente invitados, el Fiscal del Banco Central, señor Miguel Ángel Nacrur; el abogado de la misma entidad, señor Matías Ovalle; el profesor de Derecho Administrativo, señor Pedro Pierry Arrau, y el consultor del Instituto Libertad y Desarrollo, señor Pablo Kangiser.

	— Ideas matrices o fundamentales.�tc "— Ideas matrices o fundamentales." \f C \l 2� 

	La idea matriz o fundamental del proyecto es desarrollar el principio de la probidad administrativa en un cuerpo normativo  que regule los diferentes aspectos vinculados con ella, inherentes al desempeño de funciones en la Administración del Estado.

	El proyecto original contemplaba el principio de la probidad administrativa en forma independiente, en un marco regulador ajeno al de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado �, lo que, desde ya,  generaba dudas en cuanto a la naturaleza jurídica de las normas propuestas �, a la luz de lo prevenido en el artículo 38 de la Carta Fundamental.

	Vuestra Comisión consideró — y el Gobierno aceptó — que las normas relativas a la  probidad debían ser incluidas en la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, en adelante y para los efectos de este informe, la Ley de Bases,  y no en  una ley especial, lo que  llevó al Ejecutivo  a  presentar una indicación sustitutiva con fecha 24 de enero de 1996, que es, precisamente, la que se informó en su oportunidad, acogiéndola en sus aspectos más relevantes.

	— Antecedentes generales.�tc "— Antecedentes generales." \f C \l 2�

	El artículo 38 de la Constitución Política de la República establece que una ley orgánica constitucional determinará la organización básica de la Administración Pública, garantizará la carrera funcionaria y los principios de carácter técnico y profesional en que deba fundarse, y asegurará tanto la igualdad de oportunidades de ingreso a ella como la capacitación y el perfeccionamiento de sus integrantes.

	En cumplimiento de ese mandato constitucional se ha dictado la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, la que en su artículo 7° impone a los funcionarios que la integran el deber de observar estrictamente el “principio de probidad administrativa, que implica una conducta funcionaria moralmente intachable y una entrega honesta y leal al desempeño de su cargo, con preeminencia del interés público sobre el privado” �.

	— Relación descriptiva del proyecto aprobado por la Cámara de Diputados.�tc "— Relación descriptiva del proyecto aprobado por la Cámara de Diputados." \f C \l 2� 

	La Cámara de Diputados aprobó, en el primer trámite constitucional, un proyecto de ley que consta de cinco artículos permanentes y cuatro disposiciones transitorias cuyos objetivos son los siguientes:

	— Modificar, en aspectos puntuales, la Ley de Bases, para incorporar entre los órganos de la Administración a los gobiernos regionales; señala los principios que debe observar la Administración, y excluye las actuales disposiciones relativas a la probidad.

	— Incorporar, a la referida ley, un título III,  nuevo,  relativo a la probidad administrativa, con el fin de dar sustento legal a este principio y desarrollarlo en forma sistemática y coherente.

	— Incorporar en el ámbito administrativo las figuras de tráfico de influencias y uso indebido de información privilegiada.

	— Perfeccionar el régimen de incompatibilidades por conflicto de intereses, entre la función pública y la actividad privada.

	— Establecer la obligatoriedad para determinadas autoridades y funcionarios de hacer declaraciones juradas de patrimonio y de intereses.

	— Regular la incorporación de ex funcionarios públicos al sector privado.

	— Modificar la Ley Orgánica Constitucional sobre Municipalidades, el Estatuto Administrativo y el Estatuto Administrativo de los Empleados Municipales, para incorporar en esos textos legales, los principios relativos a la probidad administrativa.

	— Sancionar al funcionario público que revelare los secretos de que tenga conocimiento en razón de su oficio o entregare indebidamente papeles o copias de papeles que tenga a su cargo y que no deban ser publicados, así como a los que han dejado de tener esa calidad e incurran en las mismas conductas o  develen un secreto recibido en razón de sus funciones.

Resumen de los acuerdos adoptados por la Comisión. 

	Vuestra Comisión ha acordado recomendaros que tengáis a bien aprobar las siguientes adiciones o enmiendas introducidas por el Senado al proyecto aprobado por la Corporación:

	— Artículo 1°:

Nos. 2, 4, 6,  y 7 nuevo.

La supresión del N° 8 del proyecto de la Corporación.

N° 10, que corresponde al N° 9 del proyecto de la Corporación.

N° 12, que corresponde al N° 10 del proyecto de la Corporación.

La supresión del N° 11 del proyecto de la Corporación.

N°s 13 y 14 nuevos,  del Senado.

N° 15, que corresponde al N° 12 del proyecto de la Corporación.

	

	

	— Artículo 2°:

Artículo 54; 55; 56 (57);� 57 (58); 58 (59); 63 (64); 65 y 66.

La supresión de los artículos 70 a 74.

— Artículo 3° nuevo, del Senado.

	— Artículo 4° (3° en el texto de la Corporación).

	Todo el artículo, con la salvedad de la letra c) del N° 1 y de la letra b) del N° 5, que se proponen rechazar.

	— Artículo 5° (4° en el texto de la Corporación).

	— Artículo 6° (5° en el texto de la Corporación).

	— Artículo 6°, de la Cámara:

 Su supresión.

	— Artículo 7°, nuevo del Senado:

 Todo el artículo, con la salvedad del nuevo artículo 5° C.

	— Disposiciones transitorias primera y cuarta.

-------- 

	A la inversa, vuestra Comisión ha acordado recomendaros el rechazo de las siguientes adiciones y enmiendas introducidas por el Senado al proyecto, con el fin de provocar de esta forma el trámite de la comisión mixta previsto en el artículo 68 de la Constitución Política de la República e instar al restablecimiento de la normativa suprimida o modificada.

	— Artículo 1°:

Nos. 3,  y  8 y 11 nuevos.

	— Artículo 2°:

La sustitución del epígrafe del párrafo 3°.

Artículos 59 (60), 60 (61), 61 (62), 62 (63), 64 (69), 67, 68, y 69 y 70 nuevos. 

	— Artículo 4° (3° en el texto aprobado por la Corporación):

 La letra c) del N° 1 y la letra b) del N° 5.

	— Artículo 7°, nuevo, del Senado:

 El artículo 5° C, nuevo.

	— Artículos 8°, 9° y 10 nuevos, del Senado.

	— Disposiciones transitorias segunda y tercera.

Texto del proyecto aprobado por la Cámara de Diputados; adiciones o enmiendas introducidas por el Senado y su alcance, y acuerdos adoptados por la Comisión

	En esta parte del informe se consignará el texto comparado entre las disposiciones aprobadas por la Cámara y las adiciones o enmiendas introducidas por el H. Senado. Luego, se hará una breve síntesis de dichos preceptos y sus fundamentos, el sentido y alcance de las adiciones o enmiendas, seguido del debate habido en la Comisión, cuando corresponda, para terminar con los acuerdos adoptados en orden a recomendar la aprobación o el rechazo de tales adiciones o enmiendas.

Artículo 1° del proyecto.

	Contiene las modificaciones puntuales a la Ley de Bases.

N° 1

Cámara de Diputados

	1. Intercálase, en el inciso segundo del artículo 1°, entre las frases “Fuerzas de Orden y Seguridad Pública” y “las Municipalidades”, la expresión “los Gobiernos Regionales,”.�Senado

Aprobado en los mismos términos.��	Incluye entre los órganos de la Administración a los consejos regionales.

	Su inclusión en este artículo, como en el inciso segundo del artículo 18, salva la omisión en que incurrió el legislador al crear los gobiernos regionales, ya que su ley orgánica constitucional, que lleva el N° 19.175, omitió incorporarlos en la ley 18.575.

	Fue aprobado por el Senado en los mismos términos.

N° 2

Cámara de Diputados

2. Reemplázase el artículo 3°, por el siguiente:





	“Artículo 3°. La Administración del Estado está al servicio de la persona humana; su finalidad es promover el bien común, fundamentalmente a través de la elaboración, aprobación, ejecución y control de planes, programas y acciones de desarrollo nacional, regional y local.











	La Administración deberá observar los principios de la probidad administrativa, de la transparencia, de la eficiencia y de la eficacia, de la responsabilidad, de la coordinación, de la impugnabilidad y del control, y garantizará la adecuada autonomía de los grupos intermedios de la sociedad para cumplir sus propios fines específicos, respetando el derecho de las personas para realizar cualquier actividad económica, en conformidad con la Constitución Política y las leyes.





	El principio de la probidad administrativa se regirá por las normas del título III de esta ley.”.�Senado

	Ha reemplazado los dos primeros incisos del artículo 3º contenido en este número, por los siguientes:

	"Artículo 3°. La Administración del Estado está al servicio de la persona humana; su finalidad es promover el bien común atendiendo las necesidades públicas en forma continua y permanente y fomentando el desarrollo del país a través del ejercicio de las atribuciones que le confiere la Constitución y la ley, y de la aprobación, ejecución y control de políticas, planes, programas y acciones de alcance nacional, regional y comunal.



	La Administración del Estado deberá observar los principios de responsabilidad, eficiencia, eficacia, coordinación, impulsión de oficio del procedimiento, impugnabilidad de los actos administrativos, control, probidad, transparencia y publicidad administrativas, y garantizará la debida autonomía de los grupos intermedios de la sociedad para cumplir sus propios fines específicos, respetando el derecho de las personas para realizar cualquier actividad económica, en conformidad con la Constitución Política y las leyes.”. 

	Ha suprimido el inciso tercero.

��	Sustituye el artículo 3° de la ley 18.575.

	La disposición vigente establece que “La Administración del Estado estará al servicio de la comunidad, atendiendo  las necesidades públicas en forma continua y permanente.

	“La Administración deberá desarrollar su acción garantizando la adecuada autonomía de los grupos intermedios de la sociedad para cumplir sus propios fines específicos y respetando el derecho de las personas para realizar cualquier actividad económica, en conformidad con la Constitución y las leyes”.

	La Cámara de Diputados reformuló este artículo con el fin de reforzar aquellos conceptos que de mejor manera expresan las responsabilidades de la Administración del Estado.

	Al señalar el precepto actual  que la Administración del Estado estará al servicio de la comunidad, no se ajusta exactamente a la Constitución Política, que en su artículo 1º, inciso cuarto, dispone que el Estado está al servicio de la persona humana. 

	A la vez, al decir  “atendiendo a las necesidades públicas en forma continua y permanente”,  emplea una expresión que traduce  la doctrina francesa del servicio público, pese a que la Carta Fundamental en parte alguna prescribe que el fin de la Administración sea atender necesidades públicas en la forma que señala el precepto que se reemplaza. 

	Por todos esos motivos, se aprobó  un precepto en virtud del cual la Administración del Estado está al servicio de la persona humana; su finalidad es promover el bien común, fundamentalmente, a través de la elaboración, aprobación, ejecución y control de planes, programas y acciones de desarrollo nacional, regional y local.

	El nuevo inciso primero recoge las ideas de que la Administración del Estado está al servicio de la persona humana y  que, como tal, ella se orienta hacia el desarrollo.

	El inciso segundo nuevo  respeta lo que decía el inciso anterior, pero le da una sistemática, al anteponerle los principios administrativos que en los artículos siguientes se regulan.  Éste dice: La administración deberá observar los principios de la probidad administrativa (artículo 3º, inciso segundo, que luego se desarrolla en el Título III), de la eficiencia y eficacia (regulado en los artículos 10 y 11), de la responsabilidad (artículo 4º), todos ellos debidamente desarrollados y a los cuales se agrega el principio de la transparencia, que se desarrolla en el nuevo artículo 56.

--------

El Senado aprobó un artículo que  reordena y refunde el proyecto con la norma vigente, el cual:

— Mantiene el principio de una Administración del Estado consagrada al servicio de la persona humana y cuya finalidad es promover el bien común. 

— Enuncia las actividades encaminadas a alcanzar tales propósitos, como son la atención de las necesidades públicas en forma continua y permanente y el fomento del desarrollo del país, mediante el ejercicio de sus atribuciones constitucionales y legales, especialmente a través de la aprobación, ejecución y control de políticas, planes, programas y acciones de alcance nacional, regional y local; con ello se hace referencia, por una parte, a las formas de actuar y, por otra parte, a los tres niveles en que está organizado el ejercicio de la función administrativa en la Constitución Política de la República.

	— Elimina del texto la palabra "fundamentalmente", porque puede inducir a error, en el sentido de que permitiría entender que hay ciertos medios para promover el bien común que la ley coloca en un primer plano, al calificarlos de fundamentales, en desmedro de otros, que quedarían situados en un segundo plano, distingo que la Constitución no hace.

	— Complementa los principios que debe observar la Administración, al agregar los de responsabilidad, coordinación, impulsión de oficio del procedimiento, impugnabilidad de los actos administrativos, control y publicidad administrativa.

	— Elimina el inciso tercero, que dispone que el principio de probidad se regirá por las normas del Título III de la Ley de Bases, por estimar que dicho principio también está desarrollado en otras normas, tales como algunos preceptos del Código Penal que castigan conductas ilícitas que lo infringen.

--------

	Vuestra Comisión recomienda aprobar la adición o enmienda introducida por el Senado. 

N° 3

Cámara de Diputados











	3. Sustitúyese en el artículo 4°, la frase “El Estado será responsable por los daños que causen” por “La Administración del Estado será responsable de los daños que cause”, eliminando la frase “los órganos de la Administración”.

�Senado

	Lo ha sustituido por el siguiente:



	“3. Reemplázase el artículo 4° por el siguiente:

	“Artículo 4°.  El Estado y los organismos de la Administración del Estado con personalidad jurídica que lesionen derechos de cualquier persona estarán afectos a responsabilidad patrimonial por los daños que causen, sin perjuicio de la responsabilidad que pudiere afectar al funcionario que hubiere causado el daño.”.��	La disposición vigente establece que “El Estado será responsable por los daños que causen los órganos de la Administración en el ejercicio de sus funciones, sin perjuicio de las responsabilidades que pudieran afectar al funcionario que los hubiere ocasionado”.

	En el texto aprobado por la Cámara de Diputados se cambia la alusión al Estado  para  que sea la Administración del Estado la que responda por los daños, porque ésta es todo el complejo orgánico que está definido en el inciso segundo del artículo 1º.

	La disposición aprobada armoniza con el inciso segundo del artículo 38 de la Constitución, que faculta a cualquier persona que sea lesionada en sus derechos por la Administración del Estado, de sus organismos o de las municipalidades, para reclamar ante los tribunales que determine la ley.

	Luego, su actuación no podría afectar el patrimonio del Estado, sino su propio patrimonio, dado que la responsabilidad se ejerce siempre sobre el patrimonio obligado.

	Los asesores del Gobierno señalaron que con la modificación propuesta no se buscaba innovar ni analizar el problema de la responsabilidad del Estado, siendo su finalidad simplemente adecuatoria con el texto constitucional vigente.

--------

	El Senado aprobó una nueva redacción para el artículo 4º,  reemplazando su frase inicial por la siguiente: "El Estado y los organismos del sector público con personalidad jurídica que lesionen derechos de particulares...”.

	Lo que pretende con ello es precisar que quien responde por los efectos dañosos causados por un funcionario en ejercicio de su cargo es la persona jurídica de la cual él es dependiente, o bien el Fisco, si el órgano o servicio de que se trate no está dotado de personalidad jurídica propia.

	La propia Contraloría General de la República recomendó precisar que la responsabilidad por daños causados en ejercicio de funciones administrativas quedara radicada en el Fisco o en las personas jurídicas administrativas.

	La disposición anterior se complementa con la derogación del artículo 44 de la Ley de Bases, que contiene una regla sobre la responsabilidad de la Administración del Estado por los daños que cause como consecuencia de la falta de servicio; y, además, reconoce al Estado el derecho a repetir contra el funcionario que hubiere incurrido en falta personal al causar los daños.

	La derogación, a juicio del Senado, es consecuencia de haberse aprobado una norma clara y precisa sobre responsabilidad del Fisco y de los órganos personalizados de la Administración del Estado, en la modificación que el proyecto hace al artículo 4º de la Ley de Bases. 

--------

	Sobre esta materia la Comisión estimó conveniente consultar la opinión de los profesores de Derecho Administrativo, señores Pierry y Pantoja.

	El profesor Pierry expresó que hasta el año 1985 la responsabilidad del Estado estaba regulada por el Código Civil, de una manera muy particular, porque en el año 1938 la Corte Suprema estableció, en el fallo de la causa caratulada Mario Graham con Fisco, que el Estado no era responsable por su actividad.  

	Para paliar los efectos de esta situación, la propia Corte adoptó más tarde una distinción francesa del siglo pasado que distinguía entre actos de autoridad y actos de gestión.  

	El Estado no es responsable de los actos de autoridad y sí es responsable de los actos de gestión, de los que responde conforme al Código Civil.  

	El Código Civil en relación con los actos de gestión, presentaba el inconveniente de que para que se condenara al Estado por responsabilidad por hecho ajeno, se debía individualizar al funcionario y probar que había actuado con culpa o dolo, lo que era muy difícil, ya que, por ejemplo, si una persona cae en un cauce y muere es improbable que se determine quien fue el funcionario que no tapó el cauce y que , además, actuó con culpa o dolo.

	Esta situación se mantuvo vigente desde la década de los años cuarenta hasta la década de los años setenta y se solucionó con la adopción de un criterio ya escrito por los tratadistas de derecho administrativo chilenos, proveniente del derecho francés, que consiste en que no es necesario probar culpa o dolo del funcionario y en que el Estado responde cuando comete falta de servicio.  

	El concepto de falta de servicio — idea que es recogida en el artículo 44 de la Ley de Bases— significa que el Estado actúa de manera distinta a como debería haber actuado, ya sea por acción o por omisión o por mal funcionamiento del servicio, etcétera.  Ya no se trata de probar la culpa o dolo del funcionario, sino de probar que el servicio funcionó mal debiendo haber funcionado bien. 

	Esto va asociado a la falta personal del funcionario.  En el derecho civil teóricamente si se responde por el hecho ajeno se puede repetir en contra del funcionario, lo que también produciría efectos devastadores en la administración del Estado porque puede ser que se trate de un mero error del funcionario y no de una grave falta del mismo, de manera que la responsabilidad del Estado es independiente de la del funcionario. El funcionario responde sólo en el caso de lo que la doctrina ha denominado “falta personal”, esto es, una grave negligencia, como, por ejemplo, el guardalíneas del tren que se queda dormido.

	Esta solución, elaborada por el derecho francés, le pareció digna de destacar.  

	En otros sistemas, como el de Estados Unidos de Norteamérica, para que el Estado sea responsable se requiere que el funcionario haya actuado en el ejercicio de sus funciones y con culpa o dolo, lo que hace que no exista el concepto de falta de servicio.  Así, por ejemplo, en el caso de las uvas envenenadas, desde el punto de vista teórico, no se obtendría nada, porque para que se condene al Estado norteamericano no basta con probar que el Estado actuó mal sino que es necesario ubicar al funcionario y probar su culpa o dolo.  

	Respecto de la repetición contra el funcionario la jurisprudencia norteamericana ha señalado que no procede porque podría producir el desinterés de las personas por ingresar a la administración pública.  Concluyó diciendo que el sistema norteamericano es muy malo en esta materia.

	Hizo saber que, en concepto de la Comisión redactora de la Ley de Bases, la responsabilidad del Estado debe regularse por la falta de servicio y la falta personal, lo que considera en su artículo 44.

	El artículo 4º  fue contemplado como principio general, para establecer que el Estado responde por los daños que causa.  ¿Cuándo? Cuando hay falta de servicio, con arreglo al artículo 44. 

	Un inconveniente mayor que se puede agregar al problema planteado dice relación con el artículo 38 de la Constitución Política de la República.  

	El inciso segundo de esta norma establecía que los particulares podían reclamar ante los tribunales contenciosos administrativos que establezca la ley, y tuvo por objeto, de acuerdo con las actas de la Constitución Política de la República, sustituir el artículo 77 de la Constitución Política del Estado, del año 1925, que establecía la existencia de los tribunales contencioso administrativos. 

	Esta cláusula de competencia, esto es, que fijaba un juez donde se podía reclamar, se sustituyó en el año 1989 mediante la eliminación de la expresión “contencioso administrativo”, quedando el artículo 38 de la Constitución Política de la República casi sin sentido.  

	El artículo 38 establece que cualquier persona que haya sido lesionada podrá reclamar ante los tribunales que determine la ley, lo que ha sido interpretado como que es en este artículo donde se encuentra la responsabilidad extra contractual del Estado, lo que nunca fue la intención.  

	La intención era que en esta norma se fijaba la competencia de los tribunales y no la responsabilidad extra contractual del Estado.  Pero, aun si dijera relación con la responsabilidad extra contractual del Estado, no puede sostenerse que esta norma sea la única sobre la materia, porque la responsabilidad se debe establecer conforme a la ley.

	El artículo 4º, como quedaría redactado según el texto aprobado por el Senado, aparece como una norma más fuerte que el artículo 4º original que establecía un principio general, que pretendía un Estado responsable en virtud de las normas de la teoría de la falta de servicio.  

	En su opinión, al objeto de resguardar los intereses legítimos del Estado — si se mantiene la supresión del artículo 44— , debería establecerse en el artículo 4º que el Estado y los organismos de la administración del Estado responderán por su actuación ilegal. 

--------

	El profesor Pantoja empezó precisando que la disposición vigente establece que una persona jurídica responde de los actos de otras personas jurídicas de la administración.  

	En otras palabras, en contravención con el texto constitucional, establece que el Estado responde por los daños que sean causados por los otros organismos del Estado.  Por ejemplo, el Estado es responsable de los daños que cause la Universidad de Santiago de Chile o la Empresa de Ferrocarriles del Estado. 

	La redacción de la norma, interpretada desde un punto de vista restrictivo, como se acostumbra en el derecho público, establece, en el fondo, una solidaridad legal, lo que no tiene ninguna base.  Tanto es así, que cuando esta Comisión trato el tema, durante el primer trámite constitucional del proyecto, se dijo que el Gobierno estaba eludiendo la solidaridad legal, porque si una municipalidad no pagaba debía pagar el fisco.  La respuesta a esta afirmación fue que ese no era el sentido de la modificación, porque en la teoría jurídica general existe el sistema de las responsabilidades, conforme al cual cada persona responde por los daños que cause.

	El Senado dio al artículo 4º una redacción que sólo pretendió precisar lo aprobado por la Cámara de Diputados, sin innovar. 

	La Administración del Estado está constituida por organismos que tienen personalidad jurídica, los que responden por los daños que causen.  Si se trata de servicios sin personalidad jurídica propia, esto es, un servicio fiscal, responde el Estado.

	El artículo 44 de la Ley de Bases plantea otro problema que se reduce a los organismos del título II de la ley orgánica constitucional de ley orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, esto es, los ministerios, las subsecretarías, las intendencias, gobernaciones y servicios públicos centralizados y descentralizados.  

	La norma establece que estos organismos cuando causen daños con sus actuaciones, responderán por falta de servicio, que es una causal de responsabilidad nacida en Francia en 1873, adoptada inicialmente en Chile en 1975, en la ley orgánica de municipalidades.  Consiste en que los servicios públicos responden cuando no funcionan o cuando funcionan deficiente o tardíamente.

	Los artículos 4º y 44 son complementarios del inciso segundo del artículo 38 de la Constitución Política de la República, que dispone que toda persona que sea lesionada en sus derechos tiene la facultad de demandar ante los tribunales que determine la ley lo que estime sea el caso para los efectos de que sus derechos sean respetados.

	El inciso segundo del artículo 38 de la Constitución Política de la República es extraordinariamente amplio respecto de los titulares de la acción.  Pueden interponer la acción toda persona agraviada, todo aquél que sea lesionado en su derecho.  La causa de pedir puede ser cualquiera, esto es, derechos, actos o contratos.  La cosa pedida corresponde a los derechos del reclamante que estima agraviados.  

	Esta disposición se aparta totalmente de la doctrina tradicionalmente seguida en nuestro país que corresponde al modelo francés, que discurre sobre la base de varias vías procesales y fundamentalmente del recurso por exceso de poder y el recurso de la plena jurisdicción.  En Chile no existen estas instituciones pero existe un gran precepto que protege a la persona afectada en la forma en que ella estime conveniente hacer valer sus derechos ante el tribunal competente.

	El inciso segundo del artículo 38 no dice que debe existir una lesión producida por falta de servicio.  Tampoco señala que la lesión debe ser causada por otro motivo.  Desde este punto de vista, el artículo 44 en comento es limitativo de la Constitución Política de la República y la contradice.

	Esto es grave, porque tal como se dejó constancia en la historia fidedigna de la Constitución Política de la República y tal como lo ha aceptado el Tribunal Constitucional, las normas de la Constitución Política de la República son preceptivas, esto es, que el particular las puede invocar sin necesidad de tener una ley habilitante, por lo que es posible demandar conforme al inciso segundo del artículo 38, sin necesidad de invocar el artículo 44.

	Existen diversas sentencias de los tribunales en las cuales se ha aceptado que la responsabilidad de los organismos de la Administración del Estado es regida por normas de derecho público y, por consiguiente, no se aplican las normas del derecho privado.  

	Entre las normas de derecho público se encuentra en primer lugar la Constitución Política de la República.  Así aplicadas las normas, la Corte Suprema no ha hecho uso sólo del criterio de la falta de servicio sino también, como ocurrió en la causa caratulada Exagom con Fisco, del criterio de la igualdad ante las cargas públicas, el que podría haberse roto por hacer soportar a una persona un gravamen singular, inusitado e injusto.

	Si la Constitución Política de la República es amplia no hay motivo para restringirla.  Si el ciudadano puede recurrir al artículo 38 de la Constitución Política de la República no hay que restringir sus derechos en el artículo 44.

	Por esto se estimó conveniente eliminar el artículo 44 de la Ley de Bases,  al objeto de dar una muestra pública de buena fe, ya que si los particulares tienen que responder de los perjuicios que causen,  el Estado y los organismos administrativos también deben hacerlo.

	Lo que caracteriza al proyecto de ley en discusión es que se sustenta sobre dos grandes principios o columnas. 

	El primero corresponde a la ética funcionaria, el de la ética de las personas que trabajan en la Administración, que está desarrollado en el artículo 2º del proyecto.  

	El segundo corresponde a la ética de la Administración, o sea, obliga a la administración a actuar ante la sociedad chilena conforme a principios éticos, esto significa que la Administración debe administrar bien.  Si se le exige planificar, programar y organizarse, es lógico que se le exija, éticamente, que responda a los particulares por los daños que les cause.  

	Otro problema diferente es cuándo se va a responder y la respuesta que da el proyecto es que se responde cuando los tribunales condenen al pago de una indemnización.  Los criterios los fijarán los tribunales y cada asunto tendrá que resolverse en el juicio respectivo.

	A su juicio, lo que ética y jurídicamente corresponde es la derogación del artículo 44 para ampliar el derecho de los particulares a restituir su esfera jurídica.

	De acuerdo con los artículos 6º y 7º de la Constitución Política de la República se responde cuando haya contravención constitucional o legal.  Pero, de acuerdo con los conceptos sustantivos de la Constitución Política de la República, se responde toda vez que la Administración vulnere un derecho subjetivo de los particulares establecido en la Constitución Política de la República. 

	El proyecto otorga a los tribunales de justicia la facultad de condenar o absolver y otorga a los particulares el derecho a obtener el debido resarcimiento de los daños que le cause la Administración.

	El artículo 4° lo único que busca es determinar cuál es el sujeto responsable de los daños que se causen. Su supresión no significa establecer la responsabilidad objetiva del Estado.

	Sugirió mantener el artículo 4° y mejorar su redacción para que indique con precisión cuáles son los sujetos responsables. Debería decir “El Estado, por los servicios fiscales, y los organismos de la Administración del Estado con personalidad jurídica...”

--------- 

	Vuestra Comisión, después de un amplio intercambio de opiniones y de consultas a los profesores invitados, acordó recomendar el rechazo de esta enmienda del Senado, con el objeto de instar, en el trámite de la comisión mixta, a un mejoramiento de su redacción.

N° 4

Cámara de Diputados

	4. Sustitúyese el inciso primero del artículo 5°, por el siguiente:

	“Artículo 5°. Las autoridades y funcionarios deberán velar por la eficiente e idónea administración de los recursos públicos.”.

�Senado





	Ha reemplazado, en el inciso primero propuesto del artículo 5º, la palabra “recursos” por “medios” y ha agregado al final del mismo inciso la siguiente frase: “y por el debido cumplimiento de la función pública”.��	La disposición vigente señala, en lo pertinente, que las autoridades y funcionarios deberán velar por la eficiencia de la Administración, procurando la simplificación y rapidez de los trámites y el mejor aprovechamiento de los medios disponibles.

	La modificación aprobada por la Corporación tiende a dar congruencia a la disposición, ya que el principio de la “eficiencia” dice relación con la administración de los recursos públicos, no con la tramitación. 

	La frase eliminada se incorpora al artículo 8°, a propósito de la actuación de las autoridades.

	La nueva disposición, en consecuencia, obliga a las autoridades y funcionarios a velar por la eficiente e idónea administración de los recursos públicos.

--------

	El Senado prestó aprobación a esta modificación con enmiendas.

Reserva este artículo, como lo hizo la Corporación, para consagrar dos principios administrativos, como son la eficiencia y la idoneidad, entendidas, la primera, como buen manejo de los recursos públicos y, la segunda, como aptitud para obtener los fines perseguidos. 

	Al margen de lo anterior, impone, tanto a las autoridades  como a los funcionarios de la Administración del Estado, la obligación de velar por el debido cumplimiento de la función pública.

	Enseguida, erradica del mismo artículo 5º la alusión a la simplificación y rapidez de los trámites, para ubicarla entre las disposiciones del artículo 8º.

--------

	Vuestra Comisión recomienda aprobar las enmiendas introducidas por el Senado.

N° 5

Cámara de Diputados

	Sustitúyese el artículo 7°, por el siguiente:

	“Artículo 7°. Los funcionarios de la Administración del Estado estarán afectos a un régimen jerarquizado y disciplinado. Deberán cumplir fiel y esmeradamente sus obligaciones para con el servicio y obedecer las órdenes que les imparta el superior jerárquico.�Senado

Lo ha aprobado en los mismos términos.��	Sustituye el artículo 7°, con el fin de eliminar de él el principio de la probidad, que se incorpora en el nuevo título III que se agrega a esta ley, donde se reproduce la misma definición que hoy existe sobre el particular.

	Fue aprobado por el Senado en los mismos términos. 

N° 6

Cámara de Diputados







	6. Intercálase, en el inciso primero del artículo 8°, a continuación de la expresión “cumplimiento de sus funciones,”, la frase “procurando la simplificación y rapidez de los trámites,”.�Senado

	Lo ha reemplazado por el siguiente:



	“6. Intercálase, en el inciso primero del artículo 8°, después de la palabra “reclamo” y reemplazando el punto (.) por una coma (,), la frase “procurando la simplificación y rapidez de los trámites.”.”.��	El artículo 8°, en su inciso primero, señala que los órganos de la Administración del Estado actuarán por propia iniciativa en el cumplimiento de sus funciones, o a petición de parte cuando la ley lo exija expresamente o se haga uso del derecho de petición o reclamo.

	Se modifica ese precepto, con el fin de incluir en él la frase que se eliminó en el artículo 5°, por corresponder a las actuaciones de los órganos de la Administración del Estado procurar la simplificación y rapidez de los trámites.

--------

	El Senado le ha introducido sólo cambios formales, sin alterar el contenido sustantivo del mismo.

--------

	Vuestra Comisión recomienda aprobar la enmienda del H. Senado.











N° 7, nuevo, del Senado.

Cámara de Diputados

�Senado

	Ha intercalado, como número 7 del artículo 1º, el siguiente, nuevo:

	“7. Agrégase el siguiente artículo 8º bis:

	“Artículo 8º bis.- Los contratos administrativos se celebrarán previa propuesta pública, en conformidad a la ley.

	El procedimiento concursal se regirá por los principios de libre concurrencia de los oferentes al llamado administrativo y de igualdad ante las bases que rigen el contrato.

	La licitación privada procederá, en su caso, previa resolución fundada que así lo disponga, salvo que por la naturaleza de la negociación corresponda acudir al trato directo.”��	Fija la disposición algunas reglas básicas para la celebración de contratos administrativos. 

En tal sentido, ordena, como regla general, realizar propuestas públicas previas, en las que los oferentes competirán según el principio de la libre concurrencia y tendrán un tratamiento igualitario en las bases respectivas. 

En forma excepcional, mediante resolución fundada, se podrá convocar a propuesta privada o recurrir al trato directo. 

--------

	El profesor Pierry destacó la importancia del tema de los contratos administrativos, ya que en Chile no está claro cuáles son.

	Alguien podría decir que son los contratos que hace la Administración del Estado, pero no es así, porque ésta celebra muchos contratos que no tienen el carácter de contratos administrativos.  El único contrato realmente administrativo es el contrato de obra pública.  Es un asunto que debería ser precisado o, tal vez, se podría utilizar otra nomenclatura.

	Dado a ya que la Administración del Estado suele recurrir a contratos regidos por el derecho privado, de mantenerse la norma en los términos propuestos, quedarían excluidos la inmensa mayoría de los contratos celebrados por órganos de la administración que no se denominan como contratos administrativos.

	Sugirió cambiar la expresión “contratos administrativos” por “contratos de la Administración del Estado”.

--------

	El señor Pantoja señaló  que la gran novedad del artículo que se discute es que obliga a la Administración a fundamentar la resolución de licitación privada, que actualmente se celebra de la manera que la Administración estime.

	El inciso primero establece que se llama a propuesta pública cuando la ley lo ordena, y esta fórmula cubre todo el universo, porque si la ley ordena la propuesta pública no hay forma de sustraerse de ella.  

	Expresó no estar de acuerdo en que se rechace el artículo sólo por una precisión.

	En lo que se refiere al trato directo,  no requiere ser  fundado porque es autorizado por la ley respectiva.  Un ejemplo es la declaración de emergencia agrícola que permite a la Administración del Estado contratar directamente.

--------

	El señor Medina acotó que el Ejecutivo presentará un proyecto sobre ley marco de contratación administrativa, lo que obviará cualquier problema al respecto.

--------

	Vuestra Comisión, por mayoría de votos, propone aprobar la disposición del H. Senado, dejando constancia que, a su juicio, la expresión “contrato administrativo” debe ser entendida en sentido amplio, de manera de considerar todos los contratos de la Administración del Estado.

N° 8, del Senado.
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	Artículo 56.- Las actuaciones de la Administración son públicas, salvo las excepciones establecidas con arreglo a la ley.







	Toda función pública se ejercerá con transparencia, de manera que se permita y promueva el conocimiento de los procedimientos, contenidos y fundamentos de las decisiones que se adopten en el ejercicio de ella, sin perjuicio de las materias que, por razones de seguridad o interés nacional, calificadas por la ley, deban mantenerse en reserva o secreto. 

�Senado

	Ha consignado como número 8, las disposiciones del artículo 56 de la Cámara, incluido en el artículo 2º, reformuladas como se señala a continuación:

	"8. Agrégase el siguiente artículo 11 bis:

	“Artículo 11 bis.- Los funcionarios de la Administración del Estado deberán observar  el principio de probidad administrativa y en particular las normas legales generales y especiales que lo regulan. 

	La función pública se ejercerá con transparencia, de manera que permita y promueva el conocimiento de los procedimientos, contenidos y fundamentos de las decisiones que se adopten en ejercicio de ella.

	













	Son públicos los actos administrativos de los órganos de la Administración del Estado y los documentos de cualquier naturaleza u origen que les sirvan de sustento o complemento, como también los informes y antecedentes que las empresas privadas que presten servicios de utilidad pública proporcionen a las entidades estatales  encargadas de su fiscalización y que sean de interés público. Lo anterior, sin perjuicio de la reserva o secreto que procedan en conformidad a la ley, o en caso de que la publicidad afecte el debido cumplimiento de las funciones de tales órganos, los derechos de las personas, la seguridad de la Nación o el interés nacional.

	En caso de que la información no sea proporcionada libremente, el interesado tendrá derecho a requerirla por escrito al jefe de Servicio respectivo. Este, salvo que dicha información tenga el carácter de reservada o secreta conforme a lo establecido en el inciso precedente, deberá proporcionarla dentro de las cuarenta y ocho horas de requerida o bien negarse a entregarla dando las razones para ello, también por escrito.

	El requirente, vencido el plazo indicado o denegada su petición, tendrá derecho a recurrir al juez de letras en lo civil del domicilio de la autoridad requerida, que se encuentre de turno según las reglas correspondientes, en amparo a este derecho.

	El procedimiento se sujetará a las reglas siguientes:

	a) La denuncia deberá señalar claramente la infracción cometida, los hechos que la configuran y adjuntar los medios de prueba que los acrediten, en su caso.

	b) El tribunal dispondrá que ésta sea notificada por cédula, dejada en la oficina de partes de la repartición pública correspondiente. En igual forma se notificará la sentencia que se dicte.

	c) El denunciado deberá presentar sus descargos dentro de quinto día hábil y adjuntar los medios de prueba que acrediten los hechos en que los funda. De no disponer de ellos, expresará esta circunstancia y el tribunal fijará una audiencia, para dentro de quinto día hábil, a fin de recibir la prueba ofrecida y no acompañada.

	d) La sentencia definitiva se dictará dentro de tercero día de vencido el plazo a que se refiere la letra anterior, sea que el denunciado haya o no presentado descargos. Si el tribunal decretó una audiencia de prueba, este plazo correrá una vez vencido el plazo fijado para ésta.

	e) Las resoluciones se dictarán en única instancia y se notificarán por el estado diario.

	f) La sentencia definitiva será apelable en ambos efectos. El recurso deberá interponerse en el término fatal de cinco días, contados desde la notificación de la parte que lo entabla, deberá contener los fundamentos de hecho y de derecho en que se apoya y las peticiones concretas que se formulan.

	Deducida la apelación, el tribunal elevará de inmediato los autos a la Corte de Apelaciones. Esta resolverá en cuenta, sin esperar la comparecencia de ninguna de las partes, dentro de los seis días hábiles siguientes a la fecha de ingreso del expediente a la secretaría del tribunal.

	El tribunal, en la resolución que ordene entregar la información, fijará plazo para ello y, además, podrá aplicar al jefe del Servicio una multa de dos a diez unidades tributarias mensuales. El fallo que recaiga sobre la apelación no será susceptible de los recursos de casación.

	La falta de entrega oportuna de la información en la forma que decrete el tribunal será sancionada con suspensión del cargo de cinco a quince días y multa de dos a diez unidades tributarias mensuales; y, si el jefe de Servicio persistiere en su actitud, se le aplicará el duplo de la pena.

	El costo del material empleado para entregar la información será siempre de cargo del requirente, salvo las excepciones legales.”.��	El artículo 56 que la Cámara de Diputados aprobó, dispone que las actuaciones de la Administración son públicas, salvo las excepciones establecidas con arreglo a la ley.

	En el transcurso del debate se acordó agregar un inciso sobre la transparencia, teniendo a la vista el proyecto de reforma constitucional que está radicado en el Senado (BOL. 1478-07), con el fin de precisar que toda función pública se ejercerá con transparencia de manera que se permita el conocimiento de los procedimientos, contenidos y fundamentos de las decisiones que se adopten en el ejercicio de ellas, sin perjuicio de las materias que por razones de seguridad e interés nacional, calificados por ley, deban mantenerse en secreto.

--------

	El Senado ha aprobado un artículo 11 bis, en el cual ha recogido el artículo 56 de la Corporación, con modificaciones.

	La disposición aprobada: 

	— Obliga a los funcionarios de la Administración del Estado a observar el principio de probidad administrativa, así como las normas legales, generales y especiales que lo regulan.

—  Especifica que la transparencia en el ejercicio de la función pública consiste en permitir y promover la publicidad de los procedimientos, contenidos y fundamentos de las decisiones que se adopten, sin perjuicio de mantener en reserva o secreto las materias que señale la ley. 

Esta referencia debe entenderse hecha básicamente a la preceptiva de una ley sobre acceso a la información administrativa en actual tramitación en la Cámara de Diputados, Boletín Nº 1511-07, sin perjuicio de que otros cuerpos jurídicos puedan también regular tal reserva o secreto.

	— Consagra la publicidad de la actuaciones de la Administración, con idéntica salvedad, esto es, a menos que la ley disponga la reserva o secreto, o en caso de que la publicidad afecte el debido cumplimiento de las funciones de tales órganos, los derechos de las personas, la seguridad de la Nación o el interés nacional.

	— Establece los mecanismos para hacer efectiva tal obligación, esto es, primero la facultad que le asiste al interesado para requerir la información por escrito al jefe de Servicio respectivo y, luego, la posibilidad de acudir a los  tribunales,  en un  procedimiento  especial, concentrado.   

	En  esos  términos, la calificación de reservada o secreta de la información no queda entregada en definitiva a la Administración, sino que al juez.

	La falta de entrega oportuna de la información, en la forma que decrete el tribunal, se sanciona con suspensión del cargo y multa.

	En todo caso, el costo del material empleado para entregar la información es de cargo del requirente, salvo las excepciones legales.

--------

	Ha de hacerse constar que la norma propuesta respecto de la publicidad de los actos administrativos de la Administración del Estado es prácticamente idéntica a la que el Senado ha considerado como artículo 8° del proyecto de ley sobre ejercicio de las libertades de opinión y de información (Boletín N° 1035-07), radicado en tercer trámite constitucional en esta Comisión.

--------

	En opinión del profesor Pierry, la publicidad y el secreto de los actos administrativos deberían formar parte de una ley de procedimiento administrativo, porque es una materia en la que debería legislarse detallada y profundamente.  

	Por ejemplo, en la toma de decisiones de actos que no se refieren a las funciones del servicio sino que pueden decir relación con conflictos entre particulares, como, por ejemplo, una concesión, uno de los participantes podría solicitar los antecedentes de su competidor, lo que otorga el carácter de delicado al tema.  

	Otra observación que formuló se relaciona con el procedimiento posterior establecido en este artículo 11 bis, el que señala que el requirente, vencido el plazo indicado precedentemente en la norma o denegada su petición, tendrá derecho a recurrir al juez de letras en lo civil.

	Hizo saber que durante la semana recién pasada � se desarrolló la 29ª jornada de derecho público. En la Comisión de derecho administrativo el profesor Eduardo Soto Kloss afirmó que en Chile existen ciento dieciocho procedimientos contencioso administrativos especiales, lo que se produce por la ausencia de los tribunales contenciosos administrativos.  

	Este procedimiento vendría a ser el procedimiento contencioso administrativo número ciento diecinueve, que tiene como característica que la sentencia definitiva que es apelada se resuelve en cuenta.  Además, la norma utiliza las expresiones “denunciado” y “descargos” y se trata de un procedimiento seguido ante un juez civil. 

	La observación de fondo que formuló es que se otorga a un juez de letras y a una sala de Corte de Apelaciones la facultad de decidir sobre materias tan relevantes como lo son las relativas al secreto y a la reserva.  Se debe tener presente que las salas de las Cortes de Apelaciones no siempre están integradas por los mismos miembros, de manera que nunca se logrará obtener jurisprudencia uniforme sobre el tema, lo que si ocurriría si el asunto estuviese a cargo de un organismo que creara la jurisprudencia que permita determinar qué es lo que se entiende por secreto y por reserva.  

	Opinó que un organismo que podría establecer un criterio único es la Contraloría General de la República.  

	Con todo, se debe tener presente que, en definitiva, todo puede ser reclamado ante los tribunales. En la materia en discusión, que por contar con legislación muy breve dará lugar a numerosos conflictos, no se solucionarán los problemas por la vía jurisprudencial.

	Aclaró que, en la actualidad, en virtud de principios generales del derecho administrativo y del procedimiento administrativo se supone que los actos de la administración del Estado son públicos, en la medida que ello no entorpezca la marcha de la administración. 

	Esta es una posición universal y se trata de un asunto pacífico en la doctrina del derecho administrativo.  Se relaciona con el derecho a petición y con el principio de legalidad, que significa que el acto está sujeto a control y el particular puede ejercer acciones contra el Estado cuando se sienta perjudicado.

	En todo caso, la publicidad debe tener límites que emanan de la naturaleza misma del acto administrativo de que se trate.

--------

	El señor Kangiser aclaró que lo que trató de hacerse en el Senado fue otorgar la mayor fuerza posible al principio de la transparencia de los actos de la Administración y se estimó que sólo la ley podía otorgar carácter secreto a alguna materia, de manera que no fuera determinado por un simple decreto o por un reglamento.  Se pretendió evitar que sea un acto administrativo, de carácter unilateral, el que determine el secreto.	

-------

	Ante las afirmaciones anteriores, varios señores Diputados recordaron  que en esta Comisión está radicado el proyecto de ley sobre acceso a la información administrativa (boletín Nº 1511-07), en el que se regula, de mejor manera, las materias en discusión, porque establece una serie de restricciones y adopta resguardos. 

	En el proyecto sobre probidad administrativa, en cambio, no se adoptan resguardos y todo quedará en manos de las resoluciones de los tribunales.

	Por otra parte, otros señores Diputados hicieron hincapié en que estas mismas normas también son consideradas, en similares términos, en el proyecto de ley sobre libertades de información y de opinión (BOL. 1035-07).

	Quedó claro en el debate que los integrantes de la Comisión no objetan el principio establecido en el artículo 11 bis, sino su amplitud, la falta de una regulación adecuada, el procedimiento  y la terminología empleada, lo que no sucede, por el contrario, con el proyecto sobre acceso a la información administrativa, que es el que debería activarse.

	Hubo opiniones coincidentes en cuanto a la búsqueda de una fórmula que considerara un par de principios en la ley orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado a la que se agregaría una ley complementaria que no tenga el carácter de ley orgánica constitucional.

--------

	Vuestra Comisión, en mérito de las consideraciones anteriores, recomienda  rechazar la disposición aprobada por el H. Senado.
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	7. Modifícase el artículo 13 de la siguiente manera:

	a) En el inciso primero, intercálase, a continuación de la expresión “el respectivo estatuto” la frase “y con los que establece el título III de esta ley”.







	b) En el inciso segundo, después del punto seguido, agrégase la siguiente oración: “Se prohibe cualquier discriminación ajena a la capacidad o idoneidad personal de quienes postulen legalmente a desempeñar esos empleos.”.�Senado

	Ha pasado a ser número 9, sustituido por el que se indica a continuación:



	“9. Intercálase, en el inciso primero del artículo 13, a continuación de la expresión “el respectivo estatuto”, la frase “y con los que establece el Título III de esta ley”, y agrégase, en el inciso segundo, después de “Administración del Estado”, cambiando el punto aparte (.) por una coma (,), las palabras “previo concurso.”.”. 



��	El precepto aprobado por la Cámara de Diputados modifica el artículo 13, que se refiere a los requisitos que deben cumplirse para ingresar a la Administración.

	De acuerdo con ese precepto, para ingresar a la Administración del Estado se deberá cumplir con los requisitos generales que determine el respectivo estatuto, además de los exigidos para el cargo que se provea.

	Todas las personas que cumplan con los requisitos correspondientes tendrán el derecho de postular en igualdad de condiciones a los empleos de la Administración del Estado.

	La primera enmienda tiene por finalidad exigir el cumplimiento de los requisitos establecidos en el nuevo título III, específicamente con los señalados en el artículo 57, que prohíbe el ingreso o la permanencia en la Administración de quienes estén afectados por alguna de las inhabilidades o incompatibilidades administrativas que en dicho artículo se consagran.

	La segunda, prohíbe cualquier discriminación ajena a la capacidad e idoneidad personal de quienes postulen legalmente a desempeñar esos empleos.

	Esta última norma, sobre igualdad de oportunidades, recoge la regla del artículo 19, numeral 16, de la Carta Fundamental, sobre la libertad de trabajo.

--------

	El Senado sustituyó esta disposición, con el propósito fundamental de señalar que el derecho de postular en igualdad de condiciones a los empleos de la Administración del Estado se ejerce previo concurso público.

	Como esta forma de selección para el ingreso impide las discriminaciones, estimó innecesario el agregado propuesto en el inciso segundo de este artículo 13.

--------

	Vuestra Comisión, por unanimidad, recomienda aprobar la norma del H. Senado.

N° 8 de la Cámara.

Cámara de Diputados

	8. En el artículo 16, suprímese la frase “y de usar su autoridad o cargo en fines ajenos a sus funciones”, así como la coma (,) que la precede.

�Senado

Lo ha suprimido.

��	La disposición aprobada por la Cámara de Diputados modifica el artículo 16, que establece que “El personal de la Administración del Estado estará impedido de realizar cualquier actividad política dentro de la Administración, y de usar su autoridad o cargo en fines ajenos a sus funciones”.

	Se elimina la frase subrayada, que alude a la figura conocida como “desviación de poder”, porque el nuevo artículo 69 establece algunas figuras jurídicas que contravienen el principio de la probidad y entre ellas está precisamente la que aquí se suprime.

--------

	El Senado rechazó esta modificación teniendo en consideración la opinión de la Contraloría General de la República, para la cual, las conductas ilícitas tipificadas como contrarias al deber de probidad en los números 3, 4 y 5 del artículo 69 del nuevo Título III propuesto para la Ley de Bases en el artículo 2º del proyecto, resultan restrictivas respecto de la generalidad de la prohibición impuesta en la disposición que se propone eliminar del artículo 16 en comento. 

	A mayor abundamiento, estimó que abundar en la prohibición de ilícitos no es una práctica dañina sino que, por el contrario, puede surtir efectos preventivos, y porque, no siendo taxativa la enumeración del artículo 64, conviene conservar un precepto genérico, como el artículo 16 vigente.

--------

	Vuestra Comisión, por unanimidad, recomienda aprobar la enmienda del H. Senado.















N° 9, de la Cámara. 

Cámara de Diputados

	





	9. Reemplázase el inciso segundo del artículo 18, por el siguiente:







	“Las normas del presente título no se aplicarán a la Contraloría General de la República, al Banco Central, a las Fuerzas Armadas y a las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, a los Gobiernos Regionales, a las Municipalidades, al Consejo Nacional de Televisión y a las empresas públicas creadas por ley, los que se regirán por las normas constitucionales pertinentes, por sus respectivas leyes orgánicas constitucionales o de quórum calificado, según corresponda, y por las disposiciones del título III de esta ley que no les sean expresamente inaplicables.”�Senado

	Ha pasado a ser número 10,  reemplazado por el siguiente:



	“10. Intercálase, en el inciso segundo del artículo 18, entre las expresiones “Fuerzas de Orden y Seguridad Pública” y “las Municipalidades”, las palabras “los Gobiernos Regionales,”.

��	La disposición aprobada por la Cámara de Diputados reemplaza el inciso segundo del artículo 18, que indica a qué organismos no se aplica el título II de la ley 18.575.

	Las enmiendas persiguen dos objetivos. Primero, incluir expresamente a los gobiernos regionales, como fue aprobado en el artículo 1º, inciso segundo, los que tienen su propia ley orgánica constitucional. Segundo, hacerles aplicable el Título III a todos los organismos mencionados en este artículo, para que no queden excluidos del principio de la probidad administrativa. 

	Como todos los organismos excluidos se rigen principalmente por la Constitución y, seguidamente, por sus leyes orgánicas constitucionales o de quórum calificado, si nada se dijera, podría sostenerse que no se les aplica la normativa sobre probidad.

--------

	El Senado, esgrimiendo razones de técnica legislativa, acordó  no sustituir íntegramente el inciso segundo del artículo 18 de la Ley de Bases, porque ello podría interpretarse como una derogación tácita de leyes que también han consagrado excepciones al Título II de la ley N° 18.575. En cambio, tal inferencia no es posible si se modifica el referido inciso sólo para agregarle nuevas disposiciones.

	Tales leyes serían:

	—  El artículo 90 de la ley Nº 18.840, orgánica constitucional del Banco Central, dispone que no se aplicará al Instituto Emisor la Ley de Bases. 

	—  El número 35 del artículo único de la ley Nº 19.131 derogó el artículo 51 de la ley Nº 18.838, que creó el Consejo Nacional de Televisión. El precepto abrogado incorporaba al Consejo en el inciso segundo del artículo 18 de la Ley de Bases, de modo que su derogación tuvo por efecto excluir a dicho organismo de la aplicación de las disposiciones de la citada ley.

—  El artículo 32 de la ley Nº 18.962, orgánica constitucional de Enseñanza, exceptúa expresamente al Consejo Superior de Educación de la aplicación de las normas de la Ley de Bases.

	En el seno de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado se debatió si procedía  o no excluir a determinados órganos de la Administración y a las empresas del Estado, de las normas sobre probidad que se introducen en la Ley de Bases.

	Sobre este particular cabe tener presente que la Contraloría General de la República, el Banco Central, los Gobiernos Regionales, las Municipalidades, el Consejo Nacional de Televisión, son órganos constitucionalmente autónomos frente a los poderes públicos y sus propios estatutos jurídicos consagran o debieran consagrar el principio de probidad, y que las empresas públicas creadas por ley son entidades administrativas que tienen un régimen jurídico especial: salen del marco de la ley Nº 18.575, para regirse por la Constitución y por sus leyes propias; supletoriamente se les aplica el Título I de la Ley de Bases, pero en caso alguno el Título II de la misma.

	La misma Comisión consideró — y el Senado así lo resolvió — innecesaria la referencia al Título III hecha al final del segundo inciso del artículo 18 según el texto de reemplazo que contiene el proyecto de la Cámara de Diputados,  porque si los estatutos jurídicos propios de los órganos exceptuados en dicha disposición no contienen normas sobre probidad, se les aplicarán las de la ley Nº 18.575 con carácter supletorio, ya que sólo están eximidos de los preceptos incluidos en el Título II de la misma.

--------

	Vuestra Comisión, por unanimidad, recomienda aprobar la enmienda del H. Senado. 

N° 11, nuevo, del Senado.

Cámara de Diputados

�Senado

11. Derógase el artículo 44��	El Senado ha intercalado este número nuevo con la finalidad de derogar el artículo 44 de la Ley de Bases.

	Dicho artículo contiene una regla sobre la responsabilidad de la Administración del Estado por los daños que cause como consecuencia de la falta de servicio; además, reconoce al Estado el derecho a repetir contra el funcionario que hubiere incurrido en falta personal al causar los daños.

	La derogación, a juicio del Senado, es consecuencia de haberse aprobado una norma clara y precisa sobre responsabilidad del Fisco y de los órganos personalizados de la Administración del Estado, en la modificación que el proyecto hace al artículo 4º de la Ley de Bases. 

	La disposición del artículo 44, que se elimina, es más restrictiva, en materia  de responsabilidad extra contractual del Estado, que la propuesta en el número 3 del artículo 1º del proyecto en  análisis.

	Por lo demás, la  doctrina jurisprudencial de la Excma. Corte Suprema de Justicia en la materia es que todos los órganos del Estado están sujetos a responsabilidad extra contractual de manera amplia, por los perjuicios que causaren con su actuación, fuere legal o ilegal.

--------

	El profesor Pierry manifestó que la principal observación que tiene que formular en relación con el proyecto es precisamente con la derogación del artículo 44, lo que, a su juicio, producirá efectos devastadores para el Estado.

	La derogación del artículo 44 es de la mayor gravedad para los intereses del Estado e introduce un elemento de gran perturbación para el desarrollo futuro de los intereses económicos del Estado.

	El Senado, junto con suprimir el artículo 44, dejó establecido en los antecedentes del proyecto que el Estado responde por todos los daños que cause en su actividad, sea legal o ilegal, y por los daños que cause ya sea en actividad material, jurídica o por omisión.

	Conforme con el artículo 44, el Estado responde cuando hay falta de servicio, lo que significa, por ejemplo, que si hay un hoyo en el pavimento que produce la rotura del neumático de un automóvil el Estado responde si cometió falta, pero si no hay falta porque no hay presupuesto legal para pavimentar completamente el camino, el Estado no puede responder.  Si una piedra del camino rompe el parabrisas de un automóvil el Estado no responde, porque no ha cometido ninguna falta. Sin embargo, hay un juicio seguido por una señora en contra del Fisco, en el que demanda el pago de cien millones de pesos, porque le cayó una piedra en el camino que rompió el parabrisas de su vehículo y le quebró un brazo.  Citó otros ejemplos similares.  

	En estos casos se debe probar si hay o no hay falta, si el Estado actuó o no actuó bien, cometió o no cometió negligencia.  Si no hay falta el Estado no sería responsable.  

	Si se deroga el artículo 44 y se interpreta el artículo 4º como lo están haciendo algunos fallos, el Estado respondería por su actividad legal, esto es, que el Estado respondería objetivamente. De los tres elementos de la responsabilidad que son el daño, la relación de causalidad y la imputabilidad de la falta, se suprime el último y basta probar que el daño fue ocasionado.

	Cabe preguntarse si es justo que el Estado responda por los daños que se causen objetivamente o si el Estado responde en los casos en que la ley establezca que hay responsabilidad objetiva.

	La jurisprudencia bien puede establecer la idea de la presunción de falta.  En el caso del mal estado de los caminos hay una presunción de falta y el Estado puede exonerarse probando que no cometió falta.  

	Si se deroga el artículo 44, estableciéndose, además, en el artículo 4°, que el Estado responde siempre, que es la tesis del Senado, significará que el Estado tendrá que pagar siempre.

	En relación con la actividad material del Estado, plantear la derogación del artículo 44 y sostener que la responsabilidad es objetiva significa que el Estado responde por toda su actividad, por todos los hechos materiales aunque no haya ninguna falta de su parte.  Si el Estado no tiene presupuesto para hacer algo y se produce un daño, deberá responder si hay relación de causalidad.

	Citó, como ejemplo extremo, el caso del estero Minte.  El diluvio más grande en un período de doscientos años produjo un corte en el pavimento que había sido revisado el día anterior.  No obstante, por una situación increíble de fuerza mayor se produce  el desastre y la caída y muerte de personas.

	Si se establece la responsabilidad objetiva del Estado, esto es, sin falta del Estado, éste debe responder aunque revise y mantenga todos los días los caminos.  Basta la relación de causalidad con el daño.

	Con todo, más grave que lo que ocurre con la actividad material del Estado es lo que sucede con la actividad jurídica del mismo.  

	La decisión adoptada por el Senado significa que cuando el Estado actúe legalmente y afecte o produzca un daño a la actividad privada debe responder.  Por ejemplo, si se modifica un plan regulador, el Estado debe pagar los daños que esto produzca; si se cambia el sentido de una calle, el Estado debe indemnizar; si se modifica la normativa administrativa relativa a la veda del jurel,  se debe pagar a las empresas pesqueras; si se prohíbe el uso de las radios en la noche mediante una ordenanza que regule los ruidos molestos, se tendría que indemnizar a quienes compraron radios, etcétera.  

	Si la actividad es legal es porque forma parte de las limitaciones normales que tiene que tener el derecho de propiedad.  La actividad del Estado consiste, principalmente, en afectar los derechos e intereses particulares.  La juridicidad marca los límites dentro de los cuales es posible la actividad del Estado. Si el Estado responde por la actividad que es jurídicamente aceptable, se termina el papel del Estado en esta materia y desaparece el concepto de bien común como finalidad del actuar estatal y se transforma en un sistema transaccional de intereses particulares, porque el Estado tendría que pagar por todo lo que hiciere.  

	A este extremo se llegaría.

	Explicó que el sistema español es de responsabilidad objetiva, pero se refiere a la actividad material y no a la actividad jurídica del Estado.  Además, el Estado responde de su actividad material salvo que pruebe fuerza mayor.  La jurisprudencia española ha interpretado que cada vez que el Estado no ha estado obligado a hacer una determinada cosa hay fuerza mayor.  La falta de servicio ha sido asimilada a la fuerza mayor, de manera que en la práctica el sistema español es igual al sistema francés.

	En Chile no será así porque no es la actitud de la jurisprudencia ni la posición de la doctrina de la Universidad de Chile.  De manera que si se elimina el artículo 44 de la ley orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, significará que por toda la actividad legal que haga la Administración tendrá que responder. 

	Esto paralizará la actividad del Estado.

	La afirmación de que no debe derogarse el artículo 44 no sólo se basa en una posición doctrinaria, sino también en la experiencia relacionada con lo que está ocurriendo respecto de la responsabilidad del Estado.

	Cada día hay más casos de personas que, amparándose en el artículo 4º de la Ley de Bases, ya que el artículo 44 no se aplica, por ejemplo, a las Fuerzas Armadas y Carabineros, reclaman responsabilidad objetiva del Estado, y la jurisprudencia ha ido adquiriendo esta tendencia.

	Un ejemplo es el relativo a los casos de los detenidos desaparecidos.  Si se aplica el Código Civil no se obtendría en el juicio porque nunca se encontraría al funcionario ni se podría probar que actuó con culpa o dolo.  

	En cambio, si se aplica la falta de servicio, se tiene que utilizar la presunción de falta y el Estado tendrá que probar lo contrario.  Lo que existe no afecta a los casos de justicia, porque el Estado siempre tendrá que responder cuando ha actuado ilegalmente.

	Ante diversas consultas, respondió que en relación a la materia debatida, por Estado debe comprenderse al Poder Ejecutivo, a la Administración del Estado. 

	Cuando se habla doctrinariamente de la responsabilidad extracontractual del Estado se entiende que se habla de la responsabilidad del Estado Administración.

--------

	Vuestra Comisión, atendidas las razones anteriores y por las dadas al estudiar las modificaciones al artículo 4°, acordó recomendar el rechazo de esta enmienda, con el objeto de explorar otras soluciones durante el trámite de la comisión mixta. 

N° 10, de la Cámara.

Cámara de Diputados

	



	10. Agrégase en el inciso primero del artículo 45, a continuación de la palabra “siguientes” , la  frase “y en el título III de esta ley.”.

�Senado

	Ha pasado a ser número 12, redactado como sigue:

	“12. Agrégase en el inciso primero del artículo 45, a continuación de la palabra “siguientes”, la frase “y en el Título III de esta ley”, sustituyendo el punto aparte (.) por un punto seguido (.).”.��	Modifica el artículo 45, que señala el contenido del estatuto administrativo del personal de los organismos regidos por el título II de la Ley de Bases, con el único propósito de incluir el principio de la probidad administrativa a la regulación estatutaria que norma este párrafo 2° del Título II de la referida ley.

--------

	El Senado ha sustituido este precepto con el objeto de introducir enmiendas formales en el aprobado por la Cámara de Diputados.

	El efecto práctico que provocará esta enmienda es que el actual inciso segundo de este artículo, que señala que “Cuando las características de su ejercicio lo requieran, podrán existir estatutos de carácter especial para determinadas profesiones o actividades”, pasará a formar parte del inciso primero, que de esta forma regulará dos materias diferentes, el Estatuto Administrativo propiamente tal y los estatutos de carácter especial.

--------

	Vuestra Comisión, por unanimidad, recomienda aprobar la enmienda del H. Senado.  

N° 11, de la Cámara.

Cámara de Diputados

	11. Intercálase en los artículos 14, 47, inciso primero, y 53, entre las palabras “carácter” y “técnico”, la palabra “ético”, seguida de una coma (,).

�Senado

Lo ha suprimido.��	Modifica los artículos 14, 47, inciso primero y 53, con el fin de incorporar el carácter ético de la función pública.

	Se suele hablar de una ética pública, como sinónimo del código moral que rige la conducta de los agentes públicos. En contraste con aquella, la ética privada sería aquella que libremente adoptan las personas individuales en la esfera de su vida privada.�

	Así, las normas estatutarias que se dicten deberán proteger la dignidad de la función pública y guardar conformidad con su carácter ético, técnico, profesional y jerarquizado.

--------

	El Senado rechazó esta enmienda por considerar que el principio ético es igualmente valedero para todas las instituciones del sector público, se rijan o no por la Ley de Bases. 

Además, la adición propuesta podría dar pie para que se sostuviera que ese principio, hasta ahora, no había estado incorporado en las normas jurídicas que rigen a la Administración del Estado, lectura que se desea descartar claramente.

--------

	Vuestra Comisión, por mayoría de votos, acordó recomendar la aprobación de la enmienda del H. Senado.

Nos. 13, nuevo, del Senado.

Cámara de Diputados

�Senado

	“13. Sustitúyese el inciso tercero del artículo 47, por el siguiente:

	“Las promociones deberán efectuarse, según lo disponga el estatuto, por concurso, al que se aplicarán las reglas previstas en el artículo anterior, o por ascenso en el respectivo escalafón.”.��	El Senado, acogiendo una indicación del Ejecutivo, ha aprobado el reemplazo del inciso tercero del artículo 47 de la Ley N° 18.575, que establece que las promociones podrán efectuarse, según lo disponga el estatuto, mediante ascenso en el respectivo escalafón, y excepcionalmente por concurso, el que presupone el nombramiento. 

	La nueva norma que se propone señala que las promociones podrán efectuarse, según lo disponga el estatuto, por concurso, al que se aplicarán las reglas previstas en el artículo anterior, o por ascenso en el respectivo escalafón.

	El objetivo de la indicación es dar una mayor flexibilidad a los regímenes estatutarios legales en materia de promociones de los funcionarios.  

	Para este efecto, se cambia la regla actual, que prioriza el ascenso  — el que se remite a las calificaciones, lo que redunda en definitiva en privilegiar la antigüedad—, y que sólo excepcionalmente permite el concurso interno, por otra, en virtud de la cual se recogen los actuales criterios de modernización que apuntan como elementos centrales al mérito y al rendimiento del funcionario, remitiéndose a lo que disponga en esta materia el legislador en cada estatuto administrativo.

	Cabe recordar que el artículo 46 a que se alude obliga a que la selección de los postulantes se efectúe mediante procedimientos técnicos, imparciales e idóneos que aseguren una apreciación objetiva de sus aptitudes y méritos.

--------

	El profesor Pierry señaló que el inciso tercero del artículo 46 vigente, ubicado en el párrafo relativo a la carrera funcionaria, dispone que las promociones podrán efectuarse, según lo disponga el estatuto, mediante ascenso en el respectivo escalafón o, excepcionalmente, por concurso, aplicándose en este último caso las reglas previstas en el artículo anterior.

	La nueva norma altera la regla general que consiste en el ascenso, proveyéndose el último grado del escalafón, por el cual se ingresa,  por concurso.  Excepcionalmente las leyes permiten — como cuando hay aumento en las plantas—  que los cargos se provean por concurso, pero esta situación sigue siendo excepcional.

	Puede ser que la provisión de los cargos mediante concurso, como regla general, sirva para mejorar la calidad de la administración pública.  Pero, resulta que la carrera funcionaria, que está considerada en la Ley de Bases, se sostiene sobre dos principios: el primero, la inamovilidad y, el segundo, el derecho al ascenso. 

	Si estos se debilitan se acaba la carrera funcionaria. Dejarán de tener importancia las calificaciones y sólo serán importantes los concursos, que en la práctica nunca funcionan adecuadamente.

	Reconoció que la tendencia actual es proveer los cargos mediante concursos, pero esto es porque nunca ha funcionado adecuadamente el sistema de las calificaciones.  Si así fuera, lo que debería ocurrir es que la persona mejor calificada fuera ascendiendo.

	Los concursos internos podrían prestarse para arbitrariedades.

--------

	El señor Pantoja aclaró que la disposición habla, en términos genéricos, de promoción y que la idea era privilegiar los nombramientos sobre los ascensos, todo ello, de acuerdo con las normas que establezcan los respectivos estatutos.

--------

	Vuestra Comisión, a la luz de los antecedentes aportados, por unanimidad acordó recomendar la aprobación de la disposición propuesta por el H. Senado. 

N° 14, nuevo, del Senado.

Cámara de Diputados

�Senado

	14. Reemplázase, en el artículo 52, la frase “En los sistemas legales de remuneraciones se procurará aplicar el” por la siguiente: “Los regímenes legales de remuneraciones podrán establecer sistemas o modalidades que estimulen el ejercicio de determinadas funciones por parte de los empleados o premien la idoneidad de su desempeño, sin perjuicio de la aplicación de las escalas generales de sueldos y del”.��	Este artículo consagra el principio de asignar iguales retribuciones y beneficios a funciones análogas, ejercidas en condiciones similares y que importen responsabilidades semejantes.

	La modificación permite establecer, en los regímenes legales de remuneraciones, modalidades que estimulen el ejercicio de determinadas funciones o que premien la idoneidad de su desempeño, todo ello sin perjuicio del principio recordado arriba y de las escalas generales de sueldos.

	Ha de tenerse en consideración que se encuentran vigentes diversos preceptos legales que establecen asignaciones especiales sobre la base de incentivos por desempeño institucional e individual, como sucede, por ejemplo, con la ley N° 19.553.

--------

	Vuestra Comisión, por unanimidad, recomienda aprobar la disposición propuesta por el H. Senado.

N° 12, de la Cámara.

Cámara de Diputados





	12. Sustitúyese, en el Título Final, en la numeración de su primer artículo, el guarismo “54”, por “75”.�Senado

	Pasa a ser número 15, reemplazado por el que sigue:

	“15. Sustitúyese, en el Título Final, la numeración “54” de su primer artículo, por el guarismo “71”.”. ��	La disposición aprobada por la Cámara de Diputados cambia la numeración del primer artículo que conforma el título final de la ley 18.575, que pasa a ser artículo 76, atendida la adición de los artículos 54 a 75 en el nuevo título III.

--------

	El Senado la ha reemplazado para que guarde relación con el nuevo Título que esa Corporación ha agregado en la Ley de Bases, que llega hasta el artículo 70.

	Por lo tanto, la numeración del actual artículo 54 cambiaría a artículo 71.

	Lo anterior, como consecuencia de la supresión de los artículos 70 a 74 aprobados por la Cámara de Diputados.

--------

	Vuestra Comisión, que está de acuerdo en la supresión de dichos artículos, recomienda, consecuencialmente, aprobar esta enmienda del H. Senado. 

Artículo 2° del proyecto.

	Agrega un título III, nuevo, a la Ley de Bases, denominado “De la probidad administrativa”.

	Se encuentra dividido en cuatro párrafos, que tratan de las reglas generales, de las inhabilidades e incompatibilidades administrativas, de las declaraciones de patrimonio y de intereses y de la responsabilidad y de las sanciones.

	El texto aprobado por la Cámara de Diputados comprende los artículos 54 a 75, los que se analizarán en el orden indicado.

Cámara de Diputados

	ARTICULO 2°. Agrégase el siguiente Título III, nuevo, a la ley N° 18.575:

“TITULO III

DE LA PROBIDAD ADMINISTRATIVA

Párrafo 1°

Reglas generales�Senado

Lo ha aprobado.��	Ha sido aprobado sin modificaciones por el H. Senado. 

Artículo 54

Cámara de Diputados







	Artículo 54.- Las autoridades y funcionarios de la Administración del Estado deberán dar estricto cumplimiento al principio de la probidad administrativa. Este consiste en la observancia de una conducta funcionaria moralmente intachable y en una entrega honesta y leal al desempeño de la función y cargo, con preeminencia del interés general sobre el particular.













	Su inobservancia acarreará la responsabilidad y sanciones que determinen la Constitución, el párrafo cuarto de este título y las demás normas legales.�Senado

	Lo ha reemplazado por el siguiente:



	“Artículo 54.- Las autoridades de la Administración del Estado, cualquiera que sea la denominación con que las designen la Constitución y las leyes, y los funcionarios de la Administración Pública, sean de planta o a contrata, deberán dar estricto cumplimiento al principio de la probidad administrativa.





	El principio de la probidad administrativa consiste en observar una conducta funcionaria intachable y un desempeño honesto y leal de la función o cargo, con preeminencia del interés general sobre el particular.

	Su inobservancia acarreará las responsabilidades y sanciones que determinen la Constitución, las leyes y el párrafo 4º de este Título, en su caso.”. ��	Trata este artículo del principio de la probidad.

	Impone a las autoridades y funcionarios de la Administración la obligación de darle estricto cumplimiento, define dicho principio y señala las responsabilidades y sanciones que conlleva su inobservancia.

	La disposición aprobada por la Cámara de Diputados lo define en términos similares a como lo hace hoy el artículo 7° de la Ley de Bases, diciendo que consiste en la observación de una conducta funcionaria moralmente intachable y en una entrega honesta y leal al desempeño de la función y cargo, con preeminencia del interés general sobre el privado. �

	Se incluyó también el desempeño de la función, por considerar que es diferente al concepto de cargo.

	Además, se prefirió hablar de interés general y no de interés público y de interés particular y no de interés privado, por estimar que lo contrapuesto  a interés público es el  interés particular.

	Ha de recordarse que la Comisión Nacional de Ética Pública analizó cuidadosamente la clásica distinción que delimita las esferas e intereses de lo público y lo privado.

	A su juicio, el desarrollo del Estado moderno ha traído consigo una distinción cada vez más radical entre estas dos dimensiones de la vida social y política. Los fenómenos más irritantes de corrupción política son aquellos en que los intereses públicos son subordinados a los intereses privados. Junto con el desarrollo del Estado, se ha ido perfeccionando no solamente la distinción entre lo público y lo privado, sino también la regulación de sus normales relaciones de interacción.

	La idea central que preside la distinción entre intereses públicos y privados, consiste en que los primeros se refieren a los asuntos y bienes que son de toda la comunidad y que, en consecuencia, no pertenecen ni son apropiables por nadie. La característica equivalente, pero antinómica, de los intereses privados es que ellos están vinculados con los fines individuales de cada miembro de la sociedad, especialmente con aquellos referentes a la propiedad, la riqueza y el lucro.

--------

	El Senado reemplazó este artículo con el objeto de efectuar algunas precisiones.

	Así, mientras la Cámara de Diputados habla genéricamente de las autoridades y funcionarios de la Administración del Estado, el Senado se refiere a las autoridades de la Administración del Estado, cualquiera que sea la denominación con que las designen la Constitución y las leyes, para considerar después a los funcionarios de la Administración Pública, sean de planta o a contrata.

	Ha de recordarse que, para el Tribunal Constitucional, los términos “Administración del Estado” y “Administración “Pública” son unívocos, esto es, tienen la misma significación, naturaleza o valor, como lo dejara expresamente establecido en la sentencia recaída en el proyecto de ley que diera origen a la Ley de Bases.

	La otra enmienda del Senado adecua el inciso final propuesto por la Corporación, con el objeto de dejar sentado que la inobservancia de este principio acarreará las responsabilidades y sanciones que determinen la Constitución, las leyes y el párrafo 4° de este Título, en su caso.

	Lo que hace, en el fondo, es sustituir la expresión “las demás normas legales” por “las leyes”, anteponiéndola a la referencia al párrafo 4°.

--------

	Vuestra Comisión, por unanimidad, recomienda aprobar la disposición propuesta por el H. Senado. 

Artículo 55
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Artículo 55.- El interés general exige el empleo de medios idóneos de diagnóstico, decisión y control, para concretar, dentro del orden jurídico, una gestión eficiente y eficaz. Se expresa en el recto y correcto ejercicio del poder público por parte de las autoridades administrativas; en la razonabilidad e imparcialidad de sus decisiones; en la rectitud de ejecución de las normas, planes, programas y acciones; en la integridad ética y profesional de la administración de los recursos públicos que se gestionan; en la expedición en el cumplimiento de las funciones legales, y en el acceso ciudadano a la información administrativa.�Senado

	Ha reemplazado las palabras “en la razonabilidad e imparcialidad” por “en lo razonable e imparcial” y la expresión “las funciones” por “sus funciones”, y ha agregado al final, precedida de una coma (,), la expresión “en conformidad a la ley”. 

��	La disposición aprobada por la Cámara de Diputados define lo que debe entenderse por interés general o, si se prefiere, describe los elementos que permiten reconocer si el desempeño funcionario se identifica con el interés general.

	En primer lugar, el interés general exige el empleo de medios idóneos de diagnóstico, decisión y control, para concretar, dentro del orden jurídico, una gestión eficiente y eficaz.

	La eficiencia es un concepto de administración que se localiza en el uso de los medios o recursos disponibles, postulando su mayor rendimiento al menor costo.

	En si misma considerada, es, en primer término, una cualidad directiva que permite disponer de la mejor manera posible los recursos humanos, financieros, materiales y tecnológicos con que cuenta una organización, atendidas las circunstancias globales en que ella se desenvuelve, para realizar útilmente una labor determinada.

	La eficacia, por su parte, es una idea que subraya y acentúa el logro de los objetivos, el alcance de las finalidades de la organización, velando porque sean convincentes, esto es, se concreten o realicen en forma consecuente y coherente con el medio administrativo en el cual se inserta la organización y con la planificación que los inspira.� 

	En segundo lugar, el interés general se expresa  en el recto y correcto ejercicio del poder público por parte de las autoridades administrativas; en la razonabilidad e imparcialidad de sus decisiones; en la rectitud de ejecución de las normas, planes, programas y acciones; en la integridad ética y profesional de la administración de los recursos públicos que se gestionan y en la expedición en el cumplimiento de las funciones legales, y en el acceso ciudadano a la información administrativa.

--------

	El Senado ha introducido algunas enmiendas formales a este artículo. Así, ha cambiado las palabras “en la razonabilidad e imparcialidad” por “en lo razonable e imparcial” y la expresión “las funciones” por “sus funciones”, agregando, al final, precedida de coma (,) la expresión “en conformidad a la ley”.

--------

	Vuestra Comisión, por unanimidad, recomienda aprobar las enmiendas del H. Senado.  

Artículo 56
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	Artículo 56.- Las actuaciones de la Administración son públicas, salvo las excepciones establecidas con arreglo a la ley.







	Toda función pública se ejercerá con transparencia, de manera que se permita y promueva el conocimiento de los procedimientos, contenidos y fundamentos de las decisiones que se adopten en el ejercicio de ella, sin perjuicio de las materias que, por razones de seguridad o interés nacional, calificadas por la ley, deban mantenerse en reserva o secreto. �Senado



	Como se indicó en su oportunidad, las ideas contenidas en el artículo 56 fueron consignadas en el nuevo número 8 del artículo 1º del proyecto, que agrega un artículo 11 bis a la ley Nº 18.575, que vuestra Comisión ha recomendado rechazar.



��	

	A continuación figura el siguiente párrafo, que el Senado ha aprobado en los mismos términos: 

“Párrafo 2°



De las inhabilidades e incompatibilidades administrativas

Artículo 57
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	Artículo 57.- Sin perjuicio de las inhabilidades especiales que establezca la ley, no podrán ingresar o permanecer en la Administración del Estado:

	a) Las personas naturales que tengan vigente o suscriban, por sí o por terceros, contratos o cauciones ascendentes a doscientas unidades tributarias mensuales  o más, con el respectivo organismo de la Administración del Estado. Tampoco podrán hacerlo quienes tengan litigios pendientes, o los promuevan, con la institución de que se trata, a menos que se refieran al ejercicio de derechos propios, de su cónyuge, hijos, adoptados o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad, inclusive.



	Igual prohibición regirá respecto de los directores, administradores,  representantes y socios titulares del diez por ciento o más de los derechos de cualquier clase de sociedad, cuando ésta tenga contratos o cauciones vigentes ascendentes a doscientas unidades tributarias mensuales, o litigios pendientes, con el organismo de la Administración a cuyo ingreso se postule.







	b) El cónyuge, los hijos, los adoptados, los parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad, inclusive, de los funcionarios directivos del organismo de que se trate, hasta el nivel de jefe de departamento, o su equivalente, inclusive .













	De producirse esta inhabilidad por designación posterior de un funcionario directivo, el subalterno relacionado deberá ser destinado a una dependencia en que no exista, entre ambos, una relación jerárquica directa.



	c) Las personas declaradas en quiebra calificada como fraudulenta por sentencia judicial ejecutoriada.�Senado



		Ha pasado a ser artículo 56, con las siguientes modificaciones:



	- En el encabezamiento, ha reemplazado las palabras “o permanecer” por “a cargos”. 



 

	- En el primer párrafo de la letra a), ha suprimido el adjetivo “naturales” que califica al sustantivo “personas”; ha sustituido la expresión “Administración del Estado” por “Administración Pública”, y ha eliminado la expresión “o los promuevan”, así como las comas (,)  escritas antes y después de la misma y la que figura después de la palabra “afinidad”. 











	En el segundo párrafo de la letra a), ha agregado las palabras “o más”, a continuación de la expresión “doscientas unidades tributarias mensuales”.















	- Ha reemplazado las letras b) y c) por las que siguen:



	“b) Las personas que tengan la calidad de cónyuge, hijos, adoptados o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive respecto de las autoridades y de los funcionarios directivos del organismo de la administración civil del Estado al que postulan, hasta el nivel de jefe de departamento o su equivalente, inclusive. 

















	c) Las personas que se hallen condenadas por crimen o simple delito.”.��	La disposición aprobada por la Cámara señala, quienes no pueden ingresar o permanecer en la Administración del Estado. 

	Consagra, por lo mismo, inhabilidades e incompatibilidades de ingreso o de permanencia, con el fin de garantizar un desempeño funcionario imparcial y transparente.

	Las causales de inhabilidad están vinculadas a situaciones que configuran las situaciones que, doctrinariamente y en la legislación comparada se denominan “conflictos de intereses”. 

	En el caso de la letra a), se contemplan tres situaciones diversas: 

	La primera, referida a las personas naturales que tengan vigente o suscriban contratos o cauciones sobre determinado monto, con la Administración del Estado; la segunda, aborda el tema de las personas que tienen litigios pendientes, y la tercera, el de las personas naturales que ejercen ciertos cargos o participan como socios en sociedades que tienen contratos o litigios pendientes con la Administración.

	La letra b)  consagra ciertas inhabilidades en razón de parentesco, con el fin de evitar el nepotismo, ante el riesgo cierto de que entre parientes cercanos existan complicidades humanas complejas que perturban una buena administración.

	Se establece una incompatibilidad, reducida al caso en que hay un funcionario directivo ligado a otro, bajo su responsabilidad y dependencia directa, por vínculos de parentesco o consanguinidad. 

	De producirse esta inhabilidad por designación posterior de un funcionario directivo, el subalterno relacionado debe ser trasladado, con objeto de que no  pierda el empleo, mientras subsista la inhabilidad. Así, el funcionario de carrera tiene la opción del traslado. 

	En este mismo caso, la disposición tercera transitoria propone, para quienes están en actual servicio y se encuentran en esa situación, el cambio dentro de la misma dependencia. 

	Esta solución es parcial, porque cuando se trata del jefe superior del servicio, no hay solución posible. Una alternativa viable sería  el cambio de repartición y, otra,  es no aplicarles la norma a los cargos de confianza exclusiva o a los jefes de servicio exclusivamente.

	Ha de recordarse que el Estatuto Administrativo señala que la incompatibilidad por dependencia directa no rige entre los ministros de Estado y los funcionarios de su dependencia. 

	La letra c) consagra una inhabilidad de ingreso respecto de las personas declaradas en quiebra fraudulenta.

--------

	El Senado introdujo modificaciones parciales a este artículo.

	En el encabezamiento del mismo, sustituye la palabra “permanecer” por “a cargos”, con lo cual el precepto prohíbe ingresar a cargos en la Administración del Estado, si el postulante está afecto a alguna inhabilidad legal.

	En la letra a) ha suprimido el adjetivo “naturales” que califica al sustantivo “personas”, para hablar genéricamente de personas; ha sustituido la expresión “Administración del Estado” por “Administración Pública” y ha suprimido la inhabilidad que pesa sobre quienes “promuevan” litigios con la institución de que se trate.

	En relación con las inhabilidades en razón de parentesco, acogió una indicación del Ejecutivo con el fin de impedir el ingreso a la Administración cuando el vínculo de que se trata exista también con las autoridades del organismo al que postulan.

	Con tal propósito, sustituyó en su totalidad la letra b) para mencionar determinadamente a las personas que tengan la calidad de cónyuge, hijos, adoptados o parientes, hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive, respecto de las autoridades o funcionarios directivos del organismo de la administración civil del Estado al que postulan, hasta el nivel de jefe de departamento o su equivalente, inclusive.

	Desaparece, como puede observarse, la posibilidad de traslado.

La letra c) ha sido reemplazada para hacer una referencia genérica a las personas que se hallen condenadas por crimen o simple delito y no sólo a las personas declaradas en quiebra fraudulenta.

	De esta forma, en vez de existir una inhabilidad referida a un delito específico, se optó por dar una pauta general en relación con las contravenciones  penales, consagrando una disposición de idéntico tenor a la consignada en el Estatuto Administrativo como inhabilidad para el ingreso a la Administración Pública de las personas condenadas por crimen o simple delito.

	Vuestra Comisión, por mayoría de votos, acordó recomendar la aprobación de las enmiendas del H. Senado.

	La votación de mayoría fue producto del interés demostrado por algunos señores Diputados de incluir entre las inhabilidades el consumo de drogas, lo que sólo podía hacerse en el trámite de comisión mixta, lo que, desde ya, obligaba a rechazar la disposición.

Artículo 58
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	Artículo 58.- Para los efectos del artículo anterior, los postulantes a un cargo público deberán prestar una declaración jurada en la que expresen no encontrarse afectos a alguna de las causales de inhabilidad previstas en ese precepto. La falsedad de esta declaración será penada en conformidad a lo dispuesto por el artículo 210 del Código Penal.  

	Sin perjuicio de lo señalado en el inciso precedente, quien ingresare a la Administración del Estado habiendo ocultado a la autoridad llamada a extender el nombramiento la existencia de una causal de inhabilidad, será sancionado con multa de veinte a cincuenta unidades tributarias mensuales, aplicada administrativamente por el jefe superior del respectivo organismo. La resolución que imponga la multa tendrá mérito ejecutivo, y será apelable, dentro del plazo de diez días hábiles contado desde su notificación, ante la Corte de Apelaciones correspondiente, la que resolverá en única instancia,  previa vista de la causa.�Senado

	Ha pasado a ser artículo 57.

	Ha sustituido el inciso primero por el siguiente:

	“Artículo 57.- Para los efectos del artículo anterior, los postulantes a un cargo público deberán prestar una declaración jurada que acredite que no se encuentran afectos a alguna de las causales de inhabilidad previstas en ese artículo.”. 









	Ha eliminado el inciso segundo.

��	La disposición aprobada por la Cámara de Diputados impone a los postulantes a un cargo público, la obligación de prestar una declaración jurada en la que expresen no encontrarse afectos a algunas de las inhabilidades indicadas en el artículo anterior, penándose la falsedad en que se incurriera con las penas del delito de falso testimonio.

	Si alguien hubiere ingresado habiendo ocultado a la autoridad la existencia de una causal de inhabilidad, se le impone adicionalmente la pena de multa.

--------

	El Senado ha sustituido el inciso primero de este artículo, con el fin de eliminar la sanción en caso de falsedad en la declaración.

	Al mismo tiempo, ha eliminado el inciso segundo, que sancionaba con multa a la persona que ingresare a la Administración ocultando la existencia de una inhabilidad.

--------

	Vuestra Comisión, por unanimidad, recomienda aprobar la disposición que el H. Senado propone.

Artículo 59
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	Artículo 59.- La función pública no impedirá el ejercicio de cualquier profesión, oficio, industria o comercio permitido por la ley, sin perjuicio de las limitaciones establecidas por ésta.  



	









	Son incompatibles con el ejercicio de la función pública administrativa las actividades particulares que coincidan con la jornada ordinaria o extraordinaria de labores. Estas actividades deberán desarrollarse fuera de la jornada de trabajo, salvo que se hiciere uso de los permisos que reconoce la ley estatutaria. En todo caso, se desarrollarán siempre con recursos privados y en instalaciones no pertenecientes a la Administración.



	Asimismo, son incompatibles con el ejercicio de la función pública administrativa las actividades particulares de los funcionarios que se refieran a las materias específicas o casos concretos que deban ser analizados, informados o resueltos por la división, departamento, sección u oficina a que pertenezca; y la representación de un tercero en juicio o en acciones civiles en que sea parte un organismo de la Administración del Estado, salvo que sea en favor de las personas señaladas en la letra b) del artículo 57.

�Senado

	Ha pasado a ser artículo 58, reemplazado por el siguiente:



	“Artículo 58.- Todos los funcionarios tendrán derecho a ejercer libremente cualquier profesión, industria, comercio u oficio conciliable con su posición en la Administración del Estado, siempre que con ello no se perturbe el fiel y oportuno cumplimiento de sus deberes funcionarios, sin perjuicio de las  prohibiciones o limitaciones establecidas por ley.

	Estas actividades deberán desarrollarse siempre fuera de la jornada de trabajo y con recursos privados. Son incompatibles con la función pública las actividades particulares cuyo ejercicio deba realizarse en horarios que coincidan total o parcialmente con la jornada de trabajo que se tenga asignada. 











	Asimismo, son incompatibles con el ejercicio de la función pública las actividades particulares de las autoridades o funcionarios que se refieran a materias específicas o casos concretos que deban ser analizados, informados o resueltos por ellos o por el organismo o servicio público a que pertenezcan; y la representación de un tercero en acciones civiles deducidas en contra de un organismo de la Administración del Estado, salvo que actúen en favor de alguna de las personas señaladas en la letra b) del artículo 56 o que medie disposición especial de ley que regule dicha representación. 

	Del mismo modo son incompatibles las actividades de las ex autoridades o ex funcionarios de una institución fiscalizadora que impliquen una relación laboral con entidades del sector privado sujetas a la fiscalización de ese organismo. Esta incompatibilidad se mantendrá hasta seis meses después de haber expirado en funciones.”.��	La disposición aprobada por la Cámara de Diputados consagra, como regla general, que no existe incompatibilidad entre la función pública y el ejercicio de una profesión, oficio, industria o comercio de carácter particular. 

	Sin embargo, se establecen determinadas incompatibilidades en razón de horario o de materia, que transforman la regla general en excepción.

	Se consideran incompatibles las actividades particulares que coincidan con la jornada de labores. Por lo mismo, tales actividades deben desarrollarse fuera de la jornada de trabajo, a menos que se haga uso de los permisos estatutarios.

	Son igualmente incompatibles las actividades particulares que se refieran a materias o casos concretos que deben ser analizados, informados o resueltos por la unidad a que pertenezca el funcionario; la realización de gestiones ante los órganos u organismos de la Administración, distintas del ejercicio de sus derechos, y la representación de un tercero en juicio o en acciones civiles en que sea parte un organismo de la Administración, salvo que sea en favor de sus parientes.

	En el artículo 87 del Estatuto Administrativo hay una disposición muy genérica que se refiere a los funcionarios públicos que ejercieren una profesión, oficio, industria o comercio conciliable con su posición en la Administración Pública.  

	La expresión “conciliable con...” ha sido considerada por la Contraloría como una frase más bien discrecional y ha dado origen a una jurisprudencia que no se funda en un criterio objetivo, por lo que no se da al funcionario seguridad acerca de si está o no está en una actividad conciliable.  

	Este artículo 59 trata de establecer qué está permitido y que no está permitido. Por ejemplo, un abogado puede ejercer su profesión ante los tribunales, en su propia oficina, con sus materiales y fuera de las horas de trabajo.

---------

	El Senado sustituyó este artículo por uno que costa de cuatro incisos.

	En virtud del primero de los incisos se dispone que todos los funcionarios tendrán derecho a ejercer libremente cualquier profesión, industria, comercio u oficio conciliable con su posición en la Administración del Estado, siempre que con ello no se perturbe el fiel y oportuno cumplimiento de sus deberes funcionarios, sin perjuicio de las  prohibiciones o limitaciones establecidas por ley.

	La redacción corresponde a la del artículo 87 del Estatuto Administrativo.

	La exigencia de que la actividad que realice el funcionario sea “conciliable con su posición en la Administración del Estado” ha sido entendida por la Contraloría General de la República como una aplicación del principio de probidad administrativa, “según el cual los servidores públicos deben abstenerse de intervenir en asuntos que se relacionen con la competencia del Servicio en que se desempeñan cuando actúan en el campo particular”, y han de “evitar que sus prerrogativas o esferas de influencia se proyecten en su actividad particular”.

	Con el segundo de los incisos se señala que estas actividades deberán desarrollarse siempre fuera de la jornada de trabajo y con recursos privados.  Se declara, al mismo tiempo, incompatibles con la función pública las actividades particulares cuyo ejercicio deba realizarse en horarios que coincidan total o parcialmente con la jornada de trabajo que se tenga asignada.

	No se incluye la prohibición de usar instalaciones de la Administración por estimar suficiente la idea anterior, y por las dificultades que podría suscitar su aplicación en la práctica, en particular considerando que los diversos estatutos funcionarios tendrán que conformarse a estas disposiciones, lo que impediría, por ejemplo, que médicos funcionarios pudiesen atender pacientes particulares en establecimientos públicos, o que se presentasen otras situaciones, cuyo mérito debe ser evaluado específicamente en cada caso.

	En virtud del tercer inciso se dispone que son incompatibles con el ejercicio de dicha función las actividades particulares que se refieran a materias específicas o casos concretos que deban ser analizados, informados o resueltos por los funcionarios o autoridades concernidos, o por la organismo o servicio público a que ellos pertenezcan, así como la representación de un tercero en acciones civiles deducidas en contra de un organismo de la Administración del Estado. La última regla, relativa a litigios, admite una excepción, cual es que el funcionario actúe en favor de su cónyuge, hijos, adoptados y parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive.

	De acuerdo con el cuarto inciso, se preceptúa la incompatibilidad de las actividades que impliquen mantener una relación laboral con entidades del sector privado sujetas a la fiscalización del organismo en que se ejerzan las funciones, que se mantendrá hasta seis meses después que éstas hayan expirado.

	Los alcances de la inhabilidad se circunscriben solamente a las autoridades y funcionarios públicos de los niveles jerárquicos superiores, ya que ellos se encuentran precisamente en la situación que se pretende impedir por esta disposición, es decir, que por la labor que desempeñan en organismos públicos fiscalizadores les sea sugerida o ofrecida su contratación por alguna de las entidades fiscalizadas, afectando la independencia que deben mantener en el ejercicio de sus funciones y poniendo en entredicho la imparcialidad con que se pronuncian o intervienen en el proceso de formación de la voluntad de la Administración que se emitirá sobre la materia.  

	El plazo de seis meses pareció adecuado para salvaguardar el interés público, habida consideración de que lo reprochable es dejar el sector público e ingresar al sector privado sin solución de continuidad, para desempeñarse en la misma área de actividad que se contribuía a fiscalizar.

--------

	Vuestra Comisión, por unanimidad, recomienda aprobar la enmienda del H. Senado.  

Cámara de Diputados

		Párrafo 3°

De las declaraciones de patrimonio y de  intereses�Senado



	Ha sustituido el epígrafe por: “De la declaración de intereses”. ��	La Cámara de Diputados ha consultado la obligatoriedad de efectuar una declaración que verse sobre dos aspectos: patrimonio e intereses.

--------

	El Senado ha reemplazado el epígrafe en atención a la decisión que ha adoptado en orden a mantener sólo una declaración de intereses.

	Estima esa Corporación que la declaración de intereses es la que resulta significativa desde el punto de vista del control de la probidad administrativa.

--------

	Se hizo presente en la Comisión, que si bien es cierto la declaración de intereses es más amplia que la declaración de patrimonio, porque considera todas las actividades económicas y profesionales en las que pueda estar involucrada la autoridad, eso no significa que se deba eliminar la declaración de patrimonio, ya que ésta es necesaria para que haya un control social por parte de la ciudadanía  de si hay un enriquecimiento ilícito de las autoridades públicas en el ejercicio del cargo. 

	Además el texto de la Cámara de Diputados es más completo por establecer sanciones penales y administrativas.

	En el proyecto de ley en discusión no se sanciona a nadie por ser propietario de bienes muebles o inmuebles con significación económica, sino que simplemente se sanciona la no declaración de esos bienes. 

	En estas normas lo que se pretende es la transparencia de la función pública, para lo que es importante la declaración de patrimonio, que no tiene nada que ver con el aspecto delictivo que debe ser solucionado de otra forma. Se trata de determinar cuál es la situación patrimonial de una persona en el momento de asumir y de terminar el ejercicio de un cargo público.  

	En apoyo de la decisión del Senado, se afirmó que la sola existencia de bienes físicos, muebles o inmuebles, no era indicativa, por sí misma, de la falta de probidad de un funcionario público, dado que el Estatuto Administrativo permite que los funcionarios públicos desarrollen actividades económicas fuera de la Administración.

	El enriquecimiento ilícito no es una acción independiente, sino el resultado de otras actuaciones ilícitas del funcionario público.  Si éste se enriqueciera  ilegítimamente sería como resultado de actuaciones previas de carácter ilícito, como el cohecho, una negociación incompatible o una contratación fraudulenta. Si se sancionara el enriquecimiento ilícito se castigaría dos veces al funcionario por un mismo hecho.

	Por lo demás, hay otras vías para determinar el enriquecimiento ilícito, como las declaraciones de renta que se realizan ante el Servicio de Impuestos Internos.

--------

	Vuestra Comisión, por mayoría de votos, ha acordado recomendar el rechazo de la enmienda del H. Senado e insistir en el criterio original de la Corporación.  

Artículo 60

Cámara de Diputados

	





	Artículo 60.- El Presidente de la República, los Ministros de Estado, los Subsecretarios, los Embajadores, los Intendentes y Gobernadores; los consejeros del Banco Central, los consejeros del Consejo de Defensa del Estado, los directores de las empresas del Estado creadas por ley, los Jefes Superiores de Servicio, los Oficiales Generales de las Fuerzas Armadas y los niveles jerárquicos equivalentes de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, deberán presentar una declaración jurada de patrimonio y de  intereses dentro de los treinta días siguientes a la asunción del respectivo cargo o función.







	Los Oficiales Superiores de las Fuerzas Armadas y los niveles jerárquicos equivalentes de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública; los funcionarios directivos, profesionales y técnicos de los organismos de la Administración del Estado, hasta el nivel de jefe de departamento o su equivalente; quienes pertenezcan a las plantas de fiscalizadores de las entidades fiscalizadoras, y los alcaldes, concejales y consejeros regionales, deberán presentar una declaración jurada de intereses dentro del mismo plazo señalado en el inciso anterior. �Senado

Ha pasado a ser artículo 59, reemplazado por que sigue:



	“Artículo 59.- El Presidente de la República, los Ministros de Estado, los Subsecretarios, los Intendentes y Gobernadores, los Secretarios Regionales Ministeriales, los Jefes Superiores de Servicio, los Embajadores, los Consejeros del Consejo de Defensa del Estado, el Contralor General de la República, los Consejeros del Banco Central, los Oficiales Generales y Oficiales Superiores de las Fuerzas Armadas y niveles jerárquicos equivalentes de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, los Alcaldes, Concejales y Consejeros Regionales, deberán presentar una declaración de intereses, dentro del plazo de treinta días contado desde la fecha de asunción del cargo.



	Igual obligación recaerá sobre las demás autoridades y funcionarios directivos, profesionales, técnicos y fiscalizadores de la Administración del Estado que se desempeñen hasta el nivel de jefe de departamento o su equivalente, independientemente de la declaración de patrimonio que les impongan leyes especiales.”.��	La disposición aprobada por la Cámara de Diputados establece la obligación de hacer una declaración de patrimonio y de intereses, o una de intereses, que debe contener las menciones que se indican en el artículo siguiente, mecanismo que permite cotejar los posibles conflictos de interés que pudieren presentarse durante el desempeño del cargo.

	Están afectos a la primera el Presidente de la República, los Ministros de Estado, los Subsecretarios, los Embajadores, los Intendentes y Gobernadores, los Consejeros del Banco Central, los consejeros del Consejo de Defensa del Estado, los directores de las empresas del Estado creadas por ley, los Jefes Superiores de Servicio, los Oficiales Generales de las Fuerzas Armadas, y los niveles jerárquicos equivalentes de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública.

	Lo que se pretende es establecer, para los niveles más altos de la Administración,  una  norma que permita  resolver el caso de la autoridad o funcionario que está en la disyuntiva de tener que participar o no en la toma de decisiones en donde el interés general se confunde con su interés personal. Esa autoridad o funcionario, por problemas de transparencia, debe abstenerse de participar, evitándose así que el interés individual se sobreponga al interés colectivo.

	Para los niveles intermedios, en cambio, hasta el de jefe de departamento o su equivalente, incluyendo a quienes pertenezcan a las plantas de fiscalizadores de las entidades fiscalizadoras, los alcaldes, concejales y consejeros regionales, sólo rige la segunda, esto es, una declaración jurada de intereses.

	La transparencia, según la Comisión Nacional de Ética Pública, aparece como un instrumento fundamental para combatir y prevenir la corrupción. Ella permite detectar con facilidad cualquier irregularidad y, además, favorece un efectivo control social sobre la gestión pública. 

	Por tal motivo, dicha Comisión estimó conveniente establecer la obligación de hacer declaraciones juradas de patrimonio y de intereses, para los agentes públicos de mayor jerarquía, de todos los poderes y funciones del Estado, prestadas ante un ministro de fe, tanto en el momento en que acceden al cargo público de que se trate, como en el momento en que hacen abandono del mismo. 

	A su juicio, dichas declaraciones deben ser públicas, de manera de poder conocer y sancionar su falsedad. Tanto la declaración de patrimonio como la de intereses deben abarcar no sólo al funcionario respectivo, sino también a su cónyuge y a terceros relacionados con aquél. La ley deberá determinar a qué cargos se extiende la obligación y quiénes se consideran terceros relacionados a estos efectos.

--------

	El Senado sustituyó esta disposición, ya que decidió mantener sólo la declaración de intereses, que es la que, a su juicio,  resulta significativa desde el punto de vista del control de la probidad.

	La obligación de efectuar declaración de patrimonio podría invadir innecesariamente la vida privada y traducirse en un desincentivo a que las personas más capaces ingresen a la Administración.

	En la norma aprobada se efectúa, en primer término, una enumeración de las principales autoridades a quienes será aplicable la disposición, y, luego, en una cláusula genérica, se hace referencia a “las demás autoridades” y a los funcionarios sobre quienes pesará la obligación.

	Dentro de las autoridades que son objeto de mención expresa no incluyó a los “directores de las empresas del Estado creadas por ley, porque, en lo que atañe a los directores de empresas  del Estado sometidos al derecho administrativo es innecesario, en la medida que quedan comprendidos dentro del concepto de “demás autoridades de la Administración del Estado”, y, en lo que concierne a las empresas del Estado que son sociedades anónimas o se rigen por la legislación de las sociedades anónimas, la obligación de efectuar declaración de intereses se incorpora más adelante, en el artículo 10 nuevo, que propone, que modifica la normativa específica que se les aplica, esto es, la ley sobre sociedades anónimas.

	En relación con la declaración de intereses que deben presentar las autoridades y funcionarios de niveles medios, se dispone que ella es independiente de la declaración de patrimonio que les impongan leyes especiales.

	Esta última salvedad permite resolver situaciones puntuales que hoy existen, como la del Servicio de Impuestos Internos.

	Su Director, en el seno de la Comisión técnica del Senado, dio a conocer que el artículo 41 de la Ley Orgánica del Servicio de Impuestos Internos (decreto con fuerza de ley N° 7, de Hacienda, de 1980), establece que las personas que ingresen a los escalafones del Servicio deben presentar antes de su nombramiento una declaración jurada de su patrimonio y del de su cónyuge, aun cuando se encuentren separados de bienes, la que ha de renovarse anualmente.  

	Explicó que esta norma se cumple de manera adecuada y no ha presentado ningún problema, por lo que debería ser mantenida. 

--------

	El Fiscal del Banco Central explicó que el proyecto de ley en comento incorpora un título III a la Ley de Bases, que se hace aplicable a los consejeros del Banco Central.  

	Estas nuevas disposiciones aportan poco a lo ya existente, en lo que al Banco se refiere, porque simplemente reiteran las exigencias que existen para los consejeros del Banco Central, como, por ejemplo, su obligación de realizar una declaración de carácter patrimonial cuando asumen el cargo. Junto con lo anterior, les hacen extensivas las normas de probidad.

	El Consejo del Banco Central no está en desacuerdo con que se le apliquen las normas sobre probidad administrativa.  El problema es de índole legal y se refiere a la aplicación de esas normas en relación con las disposiciones contenidas en la ley orgánica constitucional del Banco Central.

	Al efecto, recordó que la ley N° 18.840 regula la organización, funciones y atribuciones del Banco Central, que es un organismo de carácter constitucional, regido por los artículos 97 y 98 de la Constitución Política de la República.  

	Ese cuerpo legal establece que el Banco Central no se rige, para ningún efecto, por las normas dictadas o que se dicten para el sector público.  Para respaldar la autonomía, el artículo 90 de la ley orgánica constitucional del Banco Central excluye expresamente a esta entidad de la ley 18.575, sobre Bases Generales de la Administración del Estado.  Esta ley, en su texto original, excluía al Banco Central sólo de la aplicación del título II del mismo cuerpo legal, relativo a la administración pública centralizada, pero no del resto de las disposiciones sobre la administración del Estado.

	El legislador del año 1989, cuando dictó la ley orgánica constitucional del Banco Central, estimó necesario excluirlo expresamente de la referencia de la ley 18.575.  Esto se hizo porque en la ley orgánica constitucional, que pretende cautelar el sistema de autonomía técnica del Banco Central, establecido en la Constitución Política de la República, consideró que debía ser la propia ley orgánica la que debía referirse, dentro de las normas de organización del Banco, respecto de su Consejo, a aquellas disposiciones, que de una u otra forma, fueren relativas a las materias que se consideraban en el título I de la ley de Bases Generales de la Administración del Estado.

	Por esto, agregó, la ley orgánica constitucional del Banco Central establece ciertos requisitos para la designación de los consejeros del Banco Central, plazos para la designación, cierta inamovilidad de los consejeros,  causales de incompatibilidades y causales de destitución.  

	No se consideró necesario — ni conveniente— que existieran en una legislación general, aplicable a la administración del Estado, normas relativas a la organización del Banco Central.  

	Expresó que el legislador, al regular la organización y atribuciones del Banco Central, pretendió que en un solo texto, esto es, en su ley orgánica constitucional, se construyeran las bases para el Banco Central, que es un órgano que forma parte, en general, de la Administración del Estado, en cuanto ejerce una potestad pública, pero al que no se le aplican las normas de la Administración del Estado para cautelar su debida autonomía.

	Si la ley orgánica constitucional del Banco Central establece que no le es aplicable la ley 18.575, la aplicación del título III, como se propone, se tornará dificultosa para el Banco Central y se generarán problemas de interpretación. 

	Se debe considerar, a mayor abundamiento, que el Banco Central no está sujeto a la fiscalización de la Contraloría General de la República ni de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, como lo estuvo en tiempos pretéritos.

	La inquietud del Banco Central no se refiere al proyecto mismo, sino a las posibles confusiones jurídicas que se podrían producir con la aplicación de la nueva ley a los consejeros del Banco Central.  Se podrán aplicar las normas sobre probidad administrativa, pero no los procedimientos ni las sanciones, que en algunos casos dependerán del ministro del ramo, lo que dice relación con la administración centralizada.  Podrían generarse problemas de contiendas de competencia que pueden afectar la autonomía del Banco Central.

	El camino alternativo consiste en ampliar, en la ley orgánica constitucional del Banco Central, las normas vigentes al objeto de hacerlas compatibles con las normas consideradas en el proyecto de ley sobre probidad administrativa que se pretende establecer para toda la Administración del Estado.

	Acompañó, en apoyo de sus argumentaciones, un oficio que el Presidente del Banco Central remitiera al Ministro Secretario General de la Presidencia, en el cual se consignan las modificaciones pertinentes.

	En dicho oficio, N° 13.801, de 7 de agosto de 1998, junto con solicitar se excluyera a los Consejeros del Banco Central del artículo 59, propone incorporar al proyecto en informe un nuevo artículo que modifique la ley orgánica constitucional del Banco Central, para incluir la obligación de efectuar la declaración de intereses señalada y la correspondiente sanción para el caso de infracción. � 

--------

	La Comisión, si bien compartió las sugerencias del Banco Central, no adoptó criterio alguno sobre el particular, por estimar que se trataba de materias de iniciativa exclusiva del Presidente de la República.

--------

	En lo que respecta a la enmienda misma del Senado, vuestra Comisión, por mayoría de votos, acordó recomendar su rechazo.

Artículo 61
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	Artículo 61.- La declaración de patrimonio deberá contener la individualización de todos los bienes inmuebles del funcionario. Incluirá, además, mención de los bienes muebles de significación económica relevante, según lo señale el reglamento, incluidos los derechos que correspondan al funcionario en cualquier tipo de comunidad o sociedad, constituida en Chile o en el extranjero, y los depósitos a plazo o documentos financieros en moneda nacional o extranjera que posea. Comprenderá, asimismo, la individualización de los contratos de cuenta corriente que tenga suscritos en Chile o en el extranjero, así como de las obligaciones patrimoniales que constituyan el pasivo del funcionario.   	La declaración de intereses deberá contener la individualización de las actividades profesionales, inversiones y cualquier clase de negocios que posea o en que participe el funcionario, y que le proporcionen o puedan proporcionarle, ingresos económicos, sea como persona natural, o como socio o director de una sociedad.�Senado 	

Ha pasado a ser artículo 60, sustituido por el que se expresa a continuación: 

No la consulta) 







































Artículo 60.- La declaración de intereses deberá contener la individualización de las actividades profesionales y económicas en que participe la autoridad o el funcionario.”.

 ��	La disposición aprobada por la Cámara de Diputados señala los requisitos que deberán contener las declaraciones de patrimonio y de intereses.

	La primera debe contener la individualización de los bienes inmuebles, de los bienes muebles de significación económica relevante, los derechos en comunidades o sociedades, los depósitos a plazo o documentos financieros en moneda nacional o extranjera, la individualización de los contratos de cuenta corriente suscritos en Chile o en el extranjero, y las obligaciones patrimoniales que constituyan el pasivo del funcionario.

	La segunda, la individualización de las actividades profesionales, inversiones y cualquier clase de negocios que posea o en que participe el funcionario y que le proporcionen o puedan proporcionarle ingresos económicos, sea como persona natural o como socio o director de una sociedad.

--------

	El Senado ha sustituido esta disposición, como consecuencia de la eliminación de la declaración de patrimonio.

	En lo que respecta al contenido de la declaración de intereses, se ha limitado a señalar, en forma simplificada, que ella debe contener la individualización de las actividades profesionales y económicas en que participe la autoridad o funcionario.

	A su juicio, los intereses que deben ser objeto de la declaración quedarían suficientemente descritos bajo la fórmula de “actividades profesionales y económicas en que participe la autoridad o el funcionario”, desde el momento en que, normalmente, los derechos comunitarios o societarios, en general, quedarán reflejados en las "actividades económicas" de la persona.

--------

	Vuestra Comisión, por las razones ya expresadas, acordó, por mayoría de votos, recomendar el rechazo de esta enmienda.



Artículo 62
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	Artículo 62.- La declaración de patrimonio y la de intereses serán públicas, deberán actualizarse cada cinco años y, en todo caso, dentro de los treinta días siguientes a la fecha de cesación en el cargo o función.

 �Senado

	Ha pasado a ser artículo 61, reemplazado por el siguiente:  	“Artículo 61.- La declaración será pública y deberá actualizarse cada cuatro años, y cada vez que ocurra un hecho relevante que la modifique.

	

	Se presentará en tres ejemplares, que serán autentificados al momento de su recepción por el ministro de fe del órgano u organismo a que pertenezca el declarante o, en su defecto, ante notario. Uno de ellos será remitido a la Contraloría General de la República o a la Contraloría Regional, según corresponda, para su custodia, archivo y consulta, otro se depositará en la oficina de personal del órgano u organismo que los reciba, y otro se devolverá al interesado.”.��	La disposición aprobada por la Cámara de Diputados establece que las declaraciones  de patrimonio y de intereses serán públicas, así como su actualización cada cinco años y, en todo caso, a la fecha de cesación en el cargo o función.

--------

	El Senado ha sustituido esta disposición, precisando que la declaración será pública y debe actualizarse cada cuatro años o cuando ocurra un hecho relevante que la modifique.

	Junto con lo anterior, ha señalado el número de ejemplares en que debe presentarse — tres—  y los destinatarios de los mismos — la Contraloría General o Regional respectiva, la oficina de personal del órgano u organismo y el propio interesado— , todos los cuales deben ser debidamente autenticados.

--------

Vuestra Comisión, por mayoría de votos, recomienda rechazar esta enmienda del Senado.

Artículo 63
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	Artículo 63.- El Presidente de la República deberá remitir al Presidente del Senado las declaraciones a que se refiere este párrafo dentro de los treinta días siguientes a la asunción de su cargo, la que será actualizada dentro de los treinta días posteriores a la expiración del mandato presidencial.

 	En los organismos de la Administración del Estado, las declaraciones de patrimonio y de intereses deberán extenderse en dos ejemplares. Estos serán entregados al jefe de personal o a quien haga sus veces, quien remitirá uno de ellos, en el plazo que fije el reglamento, a la Contraloría General de la República o a la Contraloría Regional correspondiente, para su custodia, archivo y consulta pública.

 	Tratándose de las declaraciones de intereses de alcaldes y concejales corresponderá al primero adoptar las medidas necesarias para dar cumplimiento a la obligación establecida en el inciso anterior. En el caso de los consejeros regionales, tal obligación recaerá sobre el intendente respectivo.

 	La Contraloría General de la República informará a la Cámara de Diputados sobre las declaraciones recibidas, dentro de los sesenta días posteriores a su ingreso en ese organismo, con expresa mención de quienes hubieren omitido presentarlas en cada organismo de la Administración del Estado.

 	Un reglamento establecerá los requisitos de los formularios en que se presentarán las declaraciones de patrimonio y de intereses, y contendrá las demás normas necesarias para dar cumplimiento a las disposiciones de este párrafo.�Senado 

	Ha pasado a ser artículo 62.

	Ha rechazado sus cuatro primeros incisos.











































































	En el inciso final, ha suprimido las expresiones “los formularios en que se presentarán” y “de patrimonio y”, lo mismo que la coma (,) que figura a continuación de la palabra “intereses”. ��	La disposición aprobada por la Cámara dispone, en primer lugar, que el Presidente debe remitir al Presidente del Senado las declaraciones que formule, dentro de los treinta días siguientes a la asunción de su cargo, la que debe actualizar dentro de los treinta días posteriores a la expiración de su mandato.

	En los organismos del Estado, las declaraciones deben hacerse en dos ejemplares, que se entregan al jefe de personal, quien debe remitir uno de ellos a la Contraloría General o Regional correspondiente.

	Esa obligación, en el caso de los alcaldes y concejales corresponde al primero de ellos, y en de los consejeros regionales, al Intendente.

	La Contraloría General de la República debe informar a la Cámara de Diputados sobre las declaraciones recibidas, con expresa mención de quienes hubieren omitido hacerla.

	Las referidas declaraciones se harán en formularios, cuyos requisitos se señalarán en un reglamento, el que también contendrá las normas necesarias para dar cumplimiento a esta obligación.

			--------  	

	El Senado ha aprobado este artículo con modificaciones.

	— En primer lugar, ha rechazado los cuatro primeros incisos.

	Consideró innecesaria una norma específica para el Jefe del Estado, toda vez que él está afecto a esta obligación al igual que las demás autoridades y funcionarios de la Administración.  	Se tuvo además presente que no resulta conveniente una disposición que puede ser vista como señal de que se estaría otorgando a la Contraloría General de la República alguna forma o grado de control sobre el Presidente de la República.

	— En segundo lugar, suprime la obligación impuesta a la Contraloría General de la República de informar a la Cámara de Diputados sobre las declaraciones recibidas, con expresa mención de quienes hubieren omitido presentarlas.

	— En tercer lugar, en el inciso final, relativo al reglamento, ha omitido las menciones a los formularios y a la declaración de patrimonio.

--------

	Vuestra Comisión, por mayoría de votos, recomienda rechazar esta enmienda del H. Senado.

--------

	A continuación, se consulta en el proyecto un párrafo 4°, relativo a la responsabilidad y a las sanciones.

Artículo 64
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	Artículo 64.- La infracción a las conductas exigibles prescritas en este título hará incurrir en responsabilidad y traerá consigo las sanciones que correspondan.    









 	Las reparticiones encargadas del control interno en los organismos de la Administración del Estado, cualquiera sea la denominación con que las haya establecido la ley, tendrán la obligación de velar por la observancia de las normas de este título, sin perjuicio de las atribuciones de la Contraloría General de la República.�Senado

	Ha pasado a ser artículo 63, sustituido por el que sigue:  	“Artículo 63.- Las reparticiones encargadas del control interno en los órganos u organismos de la Administración del Estado tendrán la obligación de velar por la observancia de las normas de este Título, sin perjuicio de las atribuciones de la Contraloría General de la República.



	La infracción a las conductas exigibles prescritas en este Título hará incurrir en responsabilidad y traerá consigo las sanciones que determine la ley. La responsabilidad administrativa se hará efectiva con sujeción a las normas estatutarias que rijan al órgano u organismo en que se produjo la infracción.”.��	La disposición aprobada por la Cámara de Diputados dispone, de manera sucinta, que la infracción a las conductas exigibles prescritas en el título relativo a la probidad harán incurrir en responsabilidad y traerá consigo las sanciones que correspondan.

	Las unidades de control interno en los diferentes organismos de la Administración deben velar por la observancia de esta normativa, sin perjuicio de las atribuciones de la Contraloría General de la República.

--------

	El Senado ha reemplazado esta disposición, invirtiendo sus términos.

	Así, en primer lugar, encomienda a las reparticiones encargadas del control interno en los diferentes órganos u organismos velar por la observancia de las normas sobre probidad, sin perjuicio de las facultades del Órgano Contralor.

	En segundo lugar, tal como lo hiciera la Corporación, establece que la infracción a las conductas exigibles hará incurrir en responsabilidad y traerá consigo las sanciones que la ley determine, agregando que la responsabilidad administrativa se hará efectiva con arreglo a las respectivas normas estatutarias.

-------- 

	Vuestra Comisión, por unanimidad, recomienda aprobar esta enmienda del H. Senado.  

Artículo 64, del Senado.
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	Artículo 69.- Sin perjuicio de las responsabilidades penales a que dieren lugar, contravienen especialmente el principio de la probidad administrativa, las siguientes conductas ilícitas:  

	1. Negar información administrativa que sea de acceso público en conformidad a la ley; 

 	2. Usar en beneficio propio o de las personas indicadas en la letra b) del artículo 57 la información reservada o privilegiada a la que se tuviere acceso en razón de la función pública que se desempeña;  



	3. Hacer valer indebidamente la posición funcionaria para influir sobre una persona con el objeto de conseguir un beneficio directo o indirecto para sí o para un tercero; 

	4.  Emplear, bajo cualquier forma, dinero o bienes de la institución, en provecho propio o de terceros;  

	5. Ejecutar actividades, ocupar tiempo de la jornada de trabajo o utilizar personal o recursos del organismo para fines ajenos a los institucionales;    







 	6. Aceptar, para sí o para alguna de las personas mencionadas en la letra b) del artículo 57, invitaciones, viajes, obsequios o tratamientos no aceptados oficialmente por la institución a que se pertenece, por parte de peticionarios, reclamantes, proveedores de bienes o servicios, o concesionarios de éstos, y    

































	7.  Intervenir en decisiones que le interesen personalmente o a alguna de las personas indicadas en la letra b) del artículo 57, o que recaigan en asuntos en que se ha tenido participación como abogado, testigo o perito, emitido públicamente opinión o informe, o tenido cualquier tipo de actuación que le reste imparcialidad. Los funcionarios deberán abstenerse de participar en estos asuntos, sin perjuicio de poner en conocimiento de su superior jerárquico la implicancia que les afecta.

�Senado

	Ha consignado, como artículo 64, el artículo 69 de la Cámara de Diputados, con las siguientes modificaciones:  

	— Ha sustituido su encabezamiento por el que se indica a continuación: 

	 “Artículo 64.- Contravienen especialmente el principio de la probidad administrativa, las siguientes conductas:”.

  



	— Ha eliminado el número 1.





	— En el número 2, que pasa a ser número 1, ha reemplazado la frase “de las personas indicadas en la letra b) del artículo 57” por “de terceros”, y ha suprimido la palabra “la” que antecede al pronombre relativo “que”.

	— Los números 3 y 4, pasan a ser 2 y 3, respectivamente, sin enmiendas.













	— En el número 5, que pasa a ser 4, ha intercalado, después del sustantivo “organismo”, la expresión “en beneficio propio o”.

 

 	— Ha reemplazado el número 6, que pasa ser 5, por el siguiente:



	  “5. Solicitar, hacerse prometer o aceptar, en razón del cargo o función, para sí o para terceros, donativos, ventajas o privilegios de cualquier naturaleza.

 









	Exceptúanse de esta prohibición los donativos oficiales y protocolares, y aquéllos que autoriza la costumbre como manifestaciones de cortesía y buena educación.

	El millaje u otro beneficio similar que otorguen las líneas aéreas por vuelos nacionales o internacionales a los que viajen como autoridades o funcionarios, y que sean financiados con recursos públicos, no podrán ser utilizados en actividades o viajes particulares;”.   

	— Ha sustituido el número 7, que pasa a ser 6, por el que sigue: 



	“6. Intervenir, en razón de las funciones, en asuntos en que se tenga interés personal o en que lo tenga el cónyuge, hijos, adoptados o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive.



	Asimismo, participar en decisiones en que exista cualquier circunstancia que le reste imparcialidad.



    





	Las autoridades y funcionarios deberán abstenerse de participar en estos asuntos, debiendo poner en conocimiento de su superior jerárquico la implicancia que les afecta.”.  

	— Ha agregado a este artículo los siguientes números 7.- y 8.-, nuevos: 

	“7. Omitir o eludir la propuesta pública en los casos que la ley la disponga.

	8. Contravenir los deberes de eficiencia, eficacia y legalidad que rigen el desempeño de los cargos públicos, con grave entorpecimiento del servicio o del ejercicio de los derechos ciudadanos ante la Administración.”.��	La disposición aprobada por la Cámara de Diputados consulta un conjunto de conductas que suponen vulnerar el principio de la probidad administrativa.  

	En una enumeración, por vía ejemplar, se ha intentado destacar aquellas actuaciones particularmente lesivas al principio enunciado, a saber: 

	— Negar información administrativa que sea de acceso público en conformidad a la ley.

	— Hacer valer en beneficio propio o de parientes, la información reservada o privilegiada a la que se tiene acceso en razón de la función o cargo desempeñado.

	— Hacer valer, indebidamente, la posición funcionaria para influir con el objeto de conseguir un beneficio directo o indirecto para sí o para un tercero.

	— Emplear, bajo cualquier forma, dinero o bienes de la institución, en provecho propio o de terceros.

	— Ejecutar actividades, ocupar tiempo de la jornada de trabajo o utilizar personal o recursos del organismo para fines ajenos a los institucionales.

	— Aceptar invitaciones, viajes, obsequios o tratamientos no aceptados oficialmente por la Institución, por parte de peticionarios, reclamantes, proveedores o concesionarios.

	— Intervenir en decisiones que interesen personalmente al funcionario o a sus parientes, o que recaigan en asuntos en que ha tenido participación o actuación que le reste imparcialidad.

--------

	El Senado ha reemplazado este artículo con los siguientes propósitos: 

	— Ha eliminado en el encabezamiento del artículo la palabra “ilícitas”, por estimar que ese calificativo, en rigor, es innecesario, desde el momento en que se ha expresado que las conductas contravienen el deber de probidad.

	— Ha suprimido el número 1, relativo a la información administrativa, que regula en un artículo separado, el 11 bis, que la Comisión ha recomendado rechazar.

	— Ha efectuado  correcciones formales al número 2º del artículo 64, por estimar que basta sancionar el uso de información reservada o privilegiada en beneficio del propio funcionario o de terceros, por cuanto esta noción comprende a cualquier persona distinta del funcionario, y, desde luego, a sus familiares.

	— Ha agregado en el número 5 que la conducta aquí descrita también será contraria al principio de probidad cuando sea realizada “en beneficio propio”. Si bien, en rigor, tal circunstancia ya está comprendida en los “fines ajenos a los institucionales”, contribuye a reforzar el disvalor de esta conducta.

	— Ha sustituido el número 6, con el fin de consagrar, como regla general, la prohibición de solicitar, hacerse prometer o aceptar dinero, obsequios, ventajas o privilegios de cualquier naturaleza, en razón del cargo o función pública que se ejerce.

	Ese criterio recoge, por lo demás, lo dispuesto en la letra f) del artículo 78 del Estatuto Administrativo.

	Esa prohibición contempla dos excepciones.

	Los donativos oficiales y protocolares, así como los que autoriza la costumbre como manifestaciones de cortesía y buena educación  	

	En el ámbito de las relaciones internacionales constituye conducta corriente el intercambio de obsequios, lo que, en el marco de una norma de características rígidas, sea que impida que se reciban, fije un monto exiguo para hacerlo, u obligue a entregarlos, expondría al Estado a una situación incómoda.   	

	Una cosa similar se produce con las autoridades, principalmente las que tienen una competencia territorial determinada, como Intendentes, Gobernadores o alcaldes, a quienes se hace objeto de donativos protocolares o de cortesía, alejados del propósito de afectar la probidad administrativa.

	Agregó un párrafo nuevo a este número, con el fin de establecer que el millaje u otro beneficio similar que otorguen las líneas aéreas por vuelos nacionales o internacionales a los que viajen como autoridades o funcionarios y que sean financiados con recursos públicos, no puedan ser utilizados en actividades o viajes particulares.

	El sentido de esta proposición es impedir  que un beneficio cuyo motivo o causa deriva del ejercicio de un cometido público, redunde en que se favorezca la autoridad o funcionario a título personal y no el organismo público que costea sus viajes.  	

	— Ha  sustituido el número 7, con el fin de establecer, como conducta contraria al principio de la probidad administrativa, la de intervenir, en razón de las funciones, en asuntos en que se tenga interés personal o en que lo tengan el cónyuge o los parientes consanguíneos hasta el tercer grado inclusive o por afinidad hasta el segundo grado o personas ligadas por adopción; o participar en decisiones en que exista cualquier circunstancia que le reste imparcialidad.

	Como párrafo final, incorpora una disposición que obliga a las autoridades y funcionarios involucrados a poner en conocimiento de su superior jerárquico la implicancia que les afecta.

	— Ha agregado, por último, dos números nuevos, con el fin de tipificar nuevas conductas que atentan contra el principio de probidad: 

	El primero, omitir o eludir la propuesta pública en los casos que la ley la disponga. 

	El segundo, contravenir los deberes de eficiencia, eficacia y legalidad, con grave entorpecimiento del servicio o del ejercicio de los derechos ciudadanos.

--------

	Vuestra Comisión, atendido el acuerdo adoptado en relación con el artículo 11 bis,  por unanimidad recomienda rechazar esta enmienda del H. Senado.

Artículo 65

Cámara de Diputados

  



	Artículo 65.- La designación de una personal inhábil, según lo previsto en el artículo 57, será nula. Esta nulidad, sin embargo, no obligará a la restitución de las remuneraciones percibidas por el inhábil, ni afectará la validez de los actos realizados entre la designación y la declaración de nulidad.











      	Incurrirá en responsabilidad administrativa el funcionario que, por negligencia inexcusable, hubiere intervenido en la tramitación de un nombramiento nulo en razón de inhabilidad.�Senado

	Lo ha reemplazado por el siguiente:

  	“Artículo 65.- La designación de una persona inhábil será nula. La invalidación no obligará  a la restitución de las remuneraciones percibidas por el inhábil, siempre que la inadvertencia de la inhabilidad no le sea imputable.

  



	La nulidad del nombramiento en ningún caso afectará la validez de los actos realizados entre su designación y la fecha en que quede firme la declaración de nulidad.

 	Incurrirá en responsabilidad administrativa todo funcionario que hubiere intervenido en la tramitación de un nombramiento irregular y que por negligencia inexcusable omitiere advertir el vicio que lo invalidaba.”.��	La disposición aprobada por la Cámara de Diputados se refiere a la designación de una persona inhábil, por estar afecta a alguna de las inhabilidades e incompatibilidades que se establecen en el artículo 57.

	Tal designación es nula, pero ella no obliga a devolver las remuneraciones percibidas ni afecta la validez de los actos por él ejecutados.

	Los funcionarios que, por negligencia inexcusable, hubieren intervenido en la tramitación de un nombramiento nulo en razón de inhabilidad incurren en responsabilidad administrativa.

--------

	El Senado ha sustituido esta disposición, dándole una nueva estructura formal.

	En cuanto al fondo, condiciona la liberación del deber de restituir las remuneraciones percibidas por la persona inhábil al hecho de que “la inadvertencia de la inhabilidad no le sea imputable”.

--------

	Vuestra Comisión, por unanimidad, recomienda aprobar esta enmienda del H. Senado.

Artículo 66

Cámara de Diputados

	



	Artículo 66.- Las inhabilidades sobrevinientes deberán ser comunicadas por el funcionario afectado a su superior jerárquico dentro de los diez días siguientes de la configuración de alguna de las causales señaladas en el artículo 57. En el mismo acto,  deberá presentar su renuncia al cargo o función, salvo que se trate de la situación prevista en el literal b), inciso segundo, de ese artículo.







   	El incumplimiento de esta norma será sancionado con la medida disciplinaria de destitución.�Senado

	Lo ha reemplazado por el siguiente:  

	“Artículo 66.- Las inhabilidades sobrevinientes deberán ser declaradas por el funcionario afectado a su superior jerárquico dentro de los diez días siguientes a la configuración de alguna de las causales señaladas en el artículo 56. En el mismo acto deberá presentar la renuncia a su cargo o función, salvo que la inhabilidad derivare de la designación posterior de un directivo superior, caso en el cual el subalterno en funciones deberá ser destinado a una dependencia en que no exista entre ellos una relación jerárquica.

	El incumplimiento de esta norma será sancionado con la medida disciplinaria de destitución del infractor.”.��	La disposición aprobada por la Cámara de Diputados impone al funcionario afectado por una inhabilidad sobreviniente la obligación de ponerla en conocimiento de su superior jerárquico, debiendo, en el mismo acto, presentar su renuncia al cargo o función.

	Regula, asimismo, la situación del funcionario inhábil en razón de parentesco, quien no cesa en el cargo, sino que es trasladado a otro, con el fin de poner término a la inhabilidad que le afecta, todo ello, acorde con la enmienda introducida en la letra b) del artículo 57.

	A la vez, dado que la incompatibilidad entre familiares para desempeñarse en una misma institución rige cuando exista relación jerárquica entre ellos, sea directa o indirecta, suprimió la palabra “directa” de la expresión “relación jerárquica directa”.

--------

 	El Senado ha reemplazo este precepto con el objeto de hacer en él algunas precisiones.

	Así, obliga al funcionario a “declarar”, ante su superior jerárquico, la inhabilidad sobreviniente y consagra, en el mismo precepto, la excepción a la renuncia al cargo o función, evitando legislar por vía referencial.

--------

	Vuestra Comisión, por unanimidad, recomienda aprobar la enmienda del H. Senado.

Artículo 67

Cámara de Diputados 





  	Artículo 67.- La no presentación oportuna de las declaraciones de patrimonio y de intereses, será sancionada con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales, aplicables a la autoridad o funcionario infractor, en tanto no dé cumplimiento a su presentación, y hará incurrir en responsabilidad administrativa al jefe de personal o a quien, en razón de las funciones que desempeña, debió haber advertido oportunamente la omisión, sin salvarla. Transcurridos treinta días desde que la declaración fuera exigible, se presumirá incumplimiento del infractor, y será aplicable lo dispuesto en los incisos siguientes.

 	El incumplimiento de la obligación de presentar esas declaraciones será sancionada con multa de veinte a cincuenta unidades tributarias mensuales, impuesta administrativamente por resolución del jefe superior del respectivo organismo, y con la pena de inhabilitación absoluta temporal para cargos y oficios públicos en su grado medio. La resolución que imponga la multa tendrá mérito ejecutivo, y será apelable, dentro del plazo de diez días hábiles contado desde su notificación, ante la respectiva Corte de Apelaciones, la que resolverá en única instancia, previa vista de la causa. La pena de inhabilitación se aplicará por sentencia judicial dictada en proceso de acción pública.   

	No obstante lo señalado en el inciso anterior, el infractor tendrá el plazo fatal de cinco días contado desde la notificación de la resolución a que se refiere dicho inciso, para presentar la declaración omitida. Si así lo hiciere, no le será aplicable la pena de inhabilitación y la multa aplicada de conformidad al inciso anterior se rebajará a la mitad.





   	Será obligatorio para el jefe superior del respectivo organismo deducir la acción penal correspondiente si, transcurrido el plazo señalado en el inciso anterior, no se hubiere subsanado la omisión.

 	Al incumplimiento de la obligación de actualizar las declaraciones de patrimonio y de intereses, se aplicará lo dispuesto en los incisos segundo, tercero y cuarto de este artículo.

�Senado

	Lo ha sustituido por el siguiente: 

	“Artículo 67.- La no presentación oportuna de la declaración de intereses será sancionada con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales, aplicables a la autoridad o funcionario infractor. Transcurridos treinta días desde que la declaración fuere exigible, se presumirá incumplimiento del infractor y será aplicable lo dispuesto en los incisos siguientes.













  	La multa será impuesta administrativamente, por resolución del jefe superior del servicio o de quien haga sus veces. Si el infractor fuere el jefe del servicio, la impondrá el superior jerárquico que corresponda, o en su defecto, el Ministro a cargo de la Secretaría de Estado mediante el cual el servicio se encuentra sometido a la supervigilancia del Presidente de la República. La resolución que imponga la multa tendrá mérito ejecutivo y será impugnable en la forma y plazo prescritos por el artículo 70.









     	No obstante lo señalado en el inciso anterior, el infractor tendrá el plazo fatal de diez días, contado desde la notificación de la resolución de multa, para presentar la declaración omitida. Si así lo hiciere, la multa se rebajará a la mitad. Si fuere contumaz en la omisión, procederá la medida disciplinaria de destitución, que será aplicada por la autoridad llamada a extender el nombramiento del funcionario.













  	El incumplimiento de la obligación de actualizar la declaración de intereses se sancionará con multa de cinco a quince unidades tributarias mensuales y, en lo demás, se regirá por lo dispuesto en los incisos segundo y tercero de este artículo.

 	El jefe de personal o quien, en razón de sus funciones, debió haber advertido oportunamente la omisión de una declaración o de su renovación y no lo hizo, incurrirá en responsabilidad administrativa.”.��	La disposición aprobada por la Cámara de Diputados señala los efectos que produce la no presentación oportuna de las declaraciones o su no actualización.

	En el primer caso, se aplica una multa, de diez a treinta unidades tributarias mensuales, a la autoridad o funcionario infractor, sin perjuicio de la responsabilidad de quien debió haber advertido la omisión sin salvarla.

	Pasados treinta días desde que la declaración se hizo exigible, se presume el incumplimiento y, en tal caso, cabe aplicar una multa de veinte a cincuenta unidades tributarias mensuales y la pena de inhabilitación absoluta temporal para cargos y oficios públicos.

	La multa se aplica por resolución del jefe superior del organismo, tiene mérito ejecutivo y es apelable ante la respectiva Corte de Apelaciones.

	La pena de inhabilitación se aplica por sentencia judicial dictada en proceso de acción pública. Si el afectado presenta la declaración omitida, para lo cual tiene un plazo fatal de cinco días contado desde la notificación de la resolución que le impuso la multa, no se le aplica esta sanción y la de multa se reduce a la mitad.

	Las mismas penas se aplican al incumplimiento de la obligación de actualizar estas declaraciones.

--------

 	El Senado ha sustituido esta disposición con el objeto de reordenar el precepto.

	La nueva disposición sanciona con multa la no presentación oportuna de la declaración de intereses o de su actualización periódica y regula en detalle el procedimiento para aplicarla y para reclamar de ella.  El monto de la multa puede ir de diez a treinta unidades tributaria  mensuales y la resolución que la impone constituye título ejecutivo para los efectos de su cobro. 

 La contumacia, esto es, la persistencia en no hacer la declaración o la actualización, se castiga con la destitución del infractor.  

También incurre en responsabilidad administrativa el jefe de personal que, o quien en razón de sus funciones, debió advertir que una declaración o actualización ha sido omitida.

	A indicación del Ejecutivo, se precisa que la multa por incumplimiento de la obligación de presentar la declaración será impuesta, cuando el infractor fuere el jefe del servicio, por el superior jerárquico que corresponda, o, en su defecto, por el Ministro a cargo de la Secretaría de Estado mediante el cual el servicio se encuentra sometido a la supervigilancia del Presidente de la República.

--------

	Vuestra Comisión, atendida la recomendación que ha efectuado en orden a mantener la declaración de patrimonio,  propone, por mayoría de votos,  rechazar esta enmienda.

Artículo 68

Cámara de Diputados 





  	Artículo 68.- La falsedad u omisión maliciosa o inexcusable de las declaraciones de patrimonio y de intereses se sancionará con la destitución, y le será aplicable lo dispuesto en el artículo 210 del Código Penal, sin perjuicio de las demás responsabilidades civiles o penales que correspondan.�Senado 

	Lo ha reemplazado por el siguiente: 

	“Artículo 68.- La inclusión de datos relevantes inexactos y la omisión inexcusable de la información relevante requerida por la ley en la declaración de intereses se sancionarán administrativamente con la medida disciplinaria de destitución.”.  ��	La disposición aprobada por la Cámara de Diputados sanciona la falsedad u omisión maliciosa o inexcusable de las declaraciones con la destitución y con la pena establecida en el Código Penal para el falso testimonio, sin perjuicio de otras responsabilidades civiles o penales que correspondan.

--------

	El Senado reemplazó esta disposición, con la finalidad de establecer que la inexactitud de los datos o la omisión inexcusable de información debía referirse a aspectos relevantes que debieran ser objeto de la declaración, ya que, si no mediaba tal gravedad en esas infracciones, no se justificaría la severidad de la medida disciplinaria de destitución.

--------

	Vuestra Comisión, por mayoría de votos, recomienda rechazar esta enmienda del H. Senado.

Artículo 69

Cámara de Diputados

	Artículo 69.- Sin perjuicio de las responsabilidades penales a que dieren lugar, contravienen especialmente el principio de la probidad administrativa, las siguientes conductas ilícitas: 

	1. Negar información administrativa que sea de acceso público en conformidad a la ley; 

	2. Usar en beneficio propio o de las personas indicadas en la letra b) del artículo 57 la información reservada o privilegiada a la que se tuviere acceso en razón de la función pública que se desempeña; 

	3. Hacer valer indebidamente la posición funcionaria para influir sobre una persona con el objeto de conseguir un beneficio directo o indirecto para sí o para un tercero; 	4.  Emplear, bajo cualquier forma, dinero o bienes de la institución, en provecho propio o de  terceros; 

	5. Ejecutar actividades, ocupar tiempo de la jornada de trabajo o utilizar personal o recursos del organismo para fines ajenos a los institucionales; 

	6. Aceptar, para sí o para alguna de las personas mencionadas en la letra b) del artículo 57, invitaciones, viajes, obsequios o tratamientos no aceptados oficialmente por la institución a que se pertenece, por parte de peticionarios, reclamantes, proveedores de bienes o servicios, o concesionarios de éstos, y 

	7.  Intervenir en decisiones que le interesen personalmente o a alguna de las personas indicadas en la letra b) del artículo 57, o que recaigan en asuntos en que se ha tenido participación como abogado, testigo o perito, emitido públicamente opinión o informe, o tenido cualquier tipo de actuación que le reste imparcialidad. Los funcionarios deberán abstenerse de participar en estos asuntos, sin perjuicio de poner en conocimiento de su superior jerárquico la implicancia que les afecta.�Senado

	Como se expresó en su oportunidad, pasó a ser artículo 64, con las enmiendas que se señalaron, disposición que la Comisión ha recomendado rechazar.

��

Artículo 70

	Cámara de Diputados

	Artículo 70.- Toda infracción a las disposiciones de esta ley será sancionada disciplinariamente con estricta sujeción al mérito del sumario y de acuerdo con las normas estatutarias que rijan al órgano u organismo en que se produjo la contravención�Senado

Lo ha suprimido.��	La disposición aprobada por la Cámara de Diputados establece que las infracciones de esta ley serán sancionadas disciplinariamente con estricta sujeción al mérito del sumario y conforme con las respectivas normas estatutarias.

--------

	El Senado ha rechazado este artículo y los artículos 71 al 74, por entender que las disposiciones que ellos contenían no son propias de la ley orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, sino de otros cuerpos normativos y aun de proyectos en actual tramitación.

--------

	Vuestra Comisión, por unanimidad, ha acordado recomendar que se apruebe la enmienda del H. Senado.

	Los artículos suprimidos son del tenor siguiente:

Artículo 71

	Cámara de Diputados 	Artículo 71.- En caso de inexistencia de normas estatutarias expresas que regulen el procedimiento disciplinario en un organismo afecto a las disposiciones de este título, deberá instruirse un proceso que contemple, a lo menos, las siguientes etapas: investigación, formulación de cargos, recepción de descargos y la notificación al inculpado o a su abogado de las medidas adoptadas durante la tramitación.

�Senado 

Lo ha eliminado.��	Se pone este artículo en el caso de que no existan normas estatutarias expresas que regulen el procedimiento disciplinario en un organismo determinado.

	En tal caso, el procedimiento incoado debe contener las etapas que señala la disposición.

Artículo 72

Cámara de Diputados

	Artículo 72.- En los casos en que la ley establezca la sanción aplicable para un caso concreto, se aplicará ésta, con prescindencia de las circunstancias modificatorias de la responsabilidad administrativa.�Senado  

Lo ha eliminado.��	Se pone en el caso de que la ley establezca la sanción aplicable para un caso concreto, por ejemplo, la destitución.

	En tal evento, se aplicará ésta, con prescindencia de las atenuantes o agravantes.

Artículo 73
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	Artículo 73.- Se considerará circunstancia atenuante de la responsabilidad administrativa de un funcionario público todo hecho que destaque en él condiciones especiales de excelencia, dedicación, responsabilidad y profesionalismo, y en especial, las siguientes: 

	a) La irreprochable conducta anterior; 

	b) Haber sido inducido por un superior a cometer la falta, sin perjuicio de la responsabilidad de éste; 

	c) La confesión oportuna de la falta cometida; 

	d) Proporcionar a las autoridades correspondientes información cierta y relevante que permita descubrir irregularidades adicionales relacionadas con el hecho denunciado o investigado, y 



	e) Procurar, por propia iniciativa, resarcir el daño o compensar el perjuicio ocasionado.�Senado 

Lo ha eliminado.��	Establece las circunstancias atenuantes de la responsabilidad administrativa  

	Para tal efecto, se tiene en cuenta todo lo que destaque en el funcionario condiciones especiales de excelencia, dedicación, responsabilidad y profesionalismo, indicándose algunas a modo ejemplar.

Artículos 74

Cámara de Diputados

	Artículo 74.- Agravará la responsabilidad determinada en un sumario administrativo toda circunstancia que demuestre en el inculpado una actuación premeditada, de mala fe y, en especial, las siguientes: 

	a) Reincidir en la comisión de faltas administrativas; 

	b) Cometer la falta desobedeciendo la orden expresa de un superior o anteriores llamados de atención, debidamente consignados en su hoja de vida; 

	c) Cometer la falta abusando de la confianza depositada en él por sus superiores; 

	d) Cometer la falta para ocultar otra; 

	e) Atribuir o intentar atribuir a un tercero inocente la responsabilidad por la falta cometida, y 

	f) Infringir varias obligaciones funcionarias con la misma acción u omisión.”.�Senado

 Lo ha suprimido.��	Establece las circunstancias agravantes de la responsabilidad administrativa, en caso de infracción de normas cuya contravención no lleve aparejada una sanción legalmente especificada, al momento de definirla, siempre con sujeción al mérito del sumario.

	Se considera tal toda circunstancia que demuestre en el inculpado una actuación premeditada o de mala fe, indicándose también algunas de modo ejemplar.

--------

	La enunciación en el texto de la ley tanto de las circunstancias atenuantes como de las agravantes, aunque no sea de modo taxativo, contribuye a facilitar la aplicación de las normas estatutarias que señalan las medidas disciplinarias de que pueden ser objeto los funcionarios.

	La ausencia de normas orientadoras en relación a estas circunstancias genera dificultades e incertidumbre tanto en los sumariados, como en quienes están llamados a instruir  las investigaciones y sumarios y a aplicar las sanciones correspondientes.

Artículo 69, nuevo, del Senado.

Cámara de Diputados �Senado

	“Artículo 69.- Las declaraciones de inhabilidad y de intereses se considerarán documentos públicos o auténticos.��	La norma señala que las declaraciones de inhabilidad y de intereses se considerarán documentos públicos o auténticos, lo que implica que las personas que suscriban dichos documentos lo harán con la certeza de la calidad que les atribuye la ley y deberán estarse a todas las consecuencias que implica, entre ellas, los efectos penales derivados de la falsedad ideológica en que en ellos se incurra. 

 -------- 

	Vuestra Comisión, por mayoría de votos, recomienda rechazar esta disposición del H. Senado.  

Artículo 70, nuevo, del Senado.

Cámara de Diputados �Senado

	Artículo 70.- Las resoluciones que impongan las multas contempladas en el artículo 67, serán reclamables ante la Corte de Apelaciones con jurisdicción en el lugar en que debió presentarse la declaración. La reclamación deberá ser fundada, estar acompañada de los documentos probatorios en que se base y ser presentada dentro de quinto día de notificada la resolución. La apelación será interpuesta ante la autoridad que dictó la resolución, la que dentro de los dos días hábiles siguientes deberá enviar a la Corte de Apelaciones todos los antecedentes del caso. La Corte de Apelaciones resolverá en cuenta, sin esperar la comparecencia del reclamante, dentro de los seis días hábiles siguientes de recibidos los antecedentes por la secretaría del tribunal. La resolución de la Corte de Apelaciones no será susceptible de recurso alguno.”. ��	Consagra, detalladamente, los requisitos y la tramitación del recurso de apelación en contra de las multas que se pueden imponer en virtud de este proyecto de ley.

	Este artículo, en cuanto otorga a las Cortes de Apelaciones la atribución de conocer como tribunal de alzada de los reclamos contra las multas impuestas administrativamente por omisión de la declaración de intereses y de sus actualizaciones, fue consultado oportunamente a la Corte Suprema, la que formuló dos observaciones.

	La primera, para que se diga que las resoluciones respectivas serán reclamables “para ante la Corte de Apelaciones”.

	La segunda, con el objeto de establecer expresamente que la Corte puede resolver con el mérito  “de aquellos otros (documentos) que mande agregar de oficio”, por estimar necesario que se añada esta frase, pues el tribunal debe contar con todos los elementos que estime indispensables para emitir fallo.

	Las observaciones de la Corte Suprema no pudieron ser consideradas por la Comisión Informante ni tampoco por la Sala, ya que llegó después de la aprobación en general del proyecto y la disposición en que incidía no fue objeto de la discusión en particular por no haberse renovado las indicaciones presentadas.

--------

 	Vuestra Comisión, atendida la recomendación que ha efectuado en orden a rechazar el artículo 67, propone no acoger esta enmienda del H. Senado.

Artículo 3° del proyecto, agregado por el Senado.

Cámara de Diputados �Senado

	“ARTICULO 3º. Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley Nº 19.175, Orgánica Constitucional de Gobierno y Administración Regional, cuyo texto refundido se fijó por decreto Nº 291, de 1993, del Ministerio del Interior: 

	1. Agrégase al inciso segundo del artículo 14, reemplazando el punto aparte (.) por una coma (,), la siguiente frase: “así como en los principios establecidos por el artículo 3º de la ley Nº 18.575.”.

	2. Intercálase la siguiente letra j), nueva, al artículo 24, pasando las actuales letras j) a q) a ser letras m) a r), respectivamente: 

	“j) Velar por el cumplimiento de las normas sobre probidad administrativa contenidas en la ley Nº 18.575, en lo que corresponda;”.

	3. Sustitúyese la letra e) del artículo 32, por la siguiente: 

	“e) Las personas que tengan vigente o suscriban, por sí o por terceros, contratos o cauciones ascendentes a doscientas unidades tributarias mensuales o más, con el respectivo Gobierno Regional. Tampoco podrán serlo quienes tengan litigios pendientes con el Gobierno Regional, a menos que se refieran al ejercicio de derechos propios, de su cónyuge, hijos, adoptados o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive.

	Igual prohibición regirá respecto de los directores, administradores, representantes y socios titulares del diez por ciento o más de los derechos de cualquier clase de sociedad, cuando ésta tenga contratos o cauciones vigentes ascendentes a doscientas unidades tributarias mensuales o más, o litigios pendientes, con el Gobierno Regional.

	Tampoco podrán ser consejeros regionales las personas que se hallen condenadas por crimen o simple delito.”.

	4. Reemplázase la letra a) del artículo 34, por la siguiente: 

	“a) Los consejeros respecto de los cuales se configure una de las situaciones descritas en la letra e) del artículo 32.”.

	5. Intercálase, en el inciso primero del artículo 35, antes de la palabra “responsabilidad”, la siguiente expresión: “probidad administrativa y”.

	6. Agrégase, a la letra e) del artículo 40, suprimiendo el punto final (.), la frase: “o en una contravención grave al principio de la probidad administrativa regulado por la ley Nº 18.575.”.

	7. Agrégase a la primera parte del inciso segundo del artículo 43, reemplazando el punto seguido (.) por una coma (,), la siguiente frase: “sin perjuicio de aplicársele las disposiciones sobre probidad administrativa contenidas en la ley Nº 18.575.”.”.��	Este artículo fue incorporado en el proyecto en virtud de una indicación del Ejecutivo y su objeto es efectuar en la normativa sobre Gobierno y Administración Regional las correspondientes adecuaciones derivadas de los cambios que se realizan a la Ley de Bases.

Letra a)

	Impone a los gobiernos regionales, mediante una enmienda al inciso segundo del artículo 14, la obligación de que, en el ejercicio de sus funciones, no solamente se inspiren en los principios de equidad, eficiencia y eficacia en la asignación y utilización de recursos públicos y en la prestación de servicios, en la efectiva participación de la comunidad regional y en la preservación y mejoramiento del medio ambiente, sino que también en aquellos que se establecen en el artículo 3º de la Ley de Bases.

Letra b)

	Intercala una letra j), nueva, en el artículo 24, que enumera las atribuciones que le corresponden al Intendente, en su calidad de órgano ejecutivo del gobierno regional.  	En dicha virtud, se le impone la obligación de velar por el cumplimiento de las normas sobre probidad administrativa contenidas en la ley Nº 18.575, en lo que corresponda.

Letra c)

	Reemplaza la letra e) del artículo 32, que, en la actualidad, impide ser consejero regional a las personas que, por sí o como representantes de personas naturales o jurídicas, tengan contratos o cauciones vigentes con el gobierno regional o litigios pendientes con éste en calidad de demandantes.

	Se propone contemplar, como inhabilidad, el hecho de tener vigente o suscribir, por sí o por terceros, contratos o cauciones ascendentes a doscientas unidades tributarias mensuales o más, con el respectivo Gobierno Regional; o tener litigios pendientes con éste, a menos que se refieran al ejercicio de derechos propios, de su cónyuge, hijos, adoptados o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad, inclusives.

	Igual prohibición regirá respecto de los directores, administradores, representantes y socios titulares del diez por ciento o más de los derechos de cualquier clase de sociedad, cuando ésta tenga contratos o cauciones vigentes ascendentes a doscientas unidades tributarias mensuales o más, o litigios pendientes, con el Gobierno Regional.

	La disposición reproduce, con algunas adecuaciones, las situaciones que describen las letras a) y c) del artículo 56de la Ley de Bases aprobado por el Senado.

Letra d)

	Reemplaza la letra a) del artículo 34, la cual hoy día inhabilita para el desempeño del cargo de consejero regional a los consejeros que, por sí o como representante de personas naturales o jurídicas, celebren o caucionen contratos con el gobierno regional o promuevan litigios contra éste en calidad de demandantes.

	La nueva disposición establece tal inhabilidad para los consejeros respecto de los cuales se configure una de las situaciones descritas en la letra e) del artículo 32, que se modificó al tratar la letra anterior.  

Letra e)

	Modifica el inciso primero del artículo 35, con el objeto de que a los consejeros regionales, aun cuando no se encuentren sometidos a las reglas de los funcionarios públicos, les sean aplicables, además de las normas sobre responsabilidad civil y penal, aquellas sobre “probidad administrativa”, expresión que se intercala.

Letra f)

	Agrega a la letra e) del artículo 40, que considera como causal de cesación en el cargo para los consejeros regionales, incurrir en alguna de las incompatibilidades previstas en esta ley, la contravención grave al principio de la probidad administrativa regulado por la Ley de Bases.

Letra g)

	Precisa, en la primera parte del inciso segundo del artículo 43, que el secretario ejecutivo del consejo regional se regirá, además de la legislación laboral, por las disposiciones sobre probidad administrativa contenidas en la Ley de Bases.

--------

	Vuestra Comisión, por unanimidad, recomienda aprobar esta disposición del Senado.

Artículo 3° del proyecto, aprobado por la Cámara.

Cámara de Diputados    	ARTICULO 3°. Modifícase de la siguiente forma la Ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido se fijó por decreto N° 662, de 1992, del Ministerio del Interior:















































   	1. Intercálase en el inciso primero del artículo 36, entre las palabras “carácter” y “técnico”, la palabra “ético”, seguida de una coma (,).







   	2. Agrégase como nuevo inciso segundo del artículo 36, el siguiente, pasando los actuales incisos segundo y tercero a ser tercero y cuarto, respectivamente:  	“Dicho personal deberá observar el principio de la probidad administrativa en la forma regulada por el título III de la ley N° 18.575.”.

 	3. Intercálase en el artículo 42, entre las palabras “carácter” y “técnico”, la palabra “ético”, seguida de una coma.�Senado

	Ha pasado a ser ARTICULO 4º, sustituido por el siguiente:  	“ARTICULO 4°. Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido se fijó por decreto N° 662, de 1992, del Ministerio del Interior:

	1. Modifícase el artículo 17 en el siguiente sentido:

	a) Reemplázase en la letra a), la expresión “, y”, por un punto y coma (;).

	b) Sustitúyese en la letra b), el punto aparte (.), por la expresión “, y”.

	c) Agrégase la siguiente letra c), nueva:

	“c) Recibir, mantener y tramitar, cuando corresponda, la declaración de intereses establecida por la ley Nº 18.575.”.

	2. Agrégase, en el inciso tercero del artículo 34, a continuación del punto (.), la siguiente oración: “Asimismo, al alcalde y a los concejales les serán aplicables las normas sobre probidad administrativa establecidas en la ley Nº 18.575.”.



	3. Agrégase como segunda parte del inciso primero del artículo 36, la siguiente oración: “Le serán aplicables las normas sobre probidad administrativa establecidas por el Título III de la ley Nº 18.575, para el personal de la Administración Pública.”.



















	4. Intercálase en la letra c) del artículo 53, a continuación de la expresión “impedimento grave”, entre comas (,), la siguiente frase: “ por contravención de igual carácter a las normas sobre probidad administrativa”.

	5. Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 56:

	a) Sustitúyese en la letra d), el vocablo “Aplicar”, por la siguiente oración: “Velar por la observancia del principio de la probidad administrativa dentro del municipio y aplicar”.

	b) Agrégase la siguiente letra o), nueva:

	“o) Remitir oportunamente a la Contraloría General de la República un ejemplar de la declaración de intereses, exigida por el artículo 61 de la ley Nº 18.575.”.

	6. Reemplázase la letra c) del artículo 64, por la siguiente:

	“c) Las personas que a la fecha de inscripción de sus candidaturas tengan vigente o suscriban, por sí o por terceros, contratos o cauciones ascendentes a doscientas unidades tributarias mensuales o más, con la respectiva Municipalidad. Tampoco podrán serlo quienes tengan litigios pendientes con la Municipalidad, a menos que se refieran al ejercicio de derechos propios, de su cónyuge, hijos, adoptados o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive.

	Igual prohibición regirá respecto de los directores, administradores, representantes y socios titulares del diez por ciento o más de los derechos de cualquier clase de sociedad, cuando ésta tenga contratos o cauciones vigentes ascendentes a doscientas unidades tributarias mensuales o más, o litigios pendientes, con la Municipalidad.

	Tampoco podrán ser candidatos a concejales las personas que se hallen condenadas por crimen o simple delito.”.

	7. Intercálase en la letra f) del artículo 66, después del verbo “Incurrir”, la siguiente frase: “en una contravención grave al principio de la probidad administrativa o”.”.��	La disposición aprobada por la Cámara de Diputados modifica la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, con el fin de adecuar sus preceptos, concretamente sus artículos 36 y 42, a las disposiciones aprobadas en cuanto al carácter ético de la función pública y a la observancia del principio de la probidad administrativa.

--------

	El Senado acogió una indicación sustitutiva del Ejecutivo, cuya finalidad es adecuar la normativa propuesta a las nuevas disposiciones que contemplará la Ley de Bases.

Letras a), b) y c)

	Estas tres alteraciones tienen por objeto agregar una nueva función para el Secretario Municipal. 

	De esta forma, las dos primeras son de orden formal, destinadas a permitir la incorporación de una nueva letra c) en el artículo 17, que se dispone en la última enmienda, en cuya virtud se le faculta para recibir, mantener y tramitar, cuando corresponda, la declaración de intereses prescrita por la Ley de Bases.

Letra d)

	Adiciona una oración al inciso tercero del artículo 34,  en virtud de la cual somete al alcalde y a los concejales a las normas sobre probidad administrativa establecidas en la Ley de Bases.

Letra e)

	Añade una oración al inciso primero del artículo 36, mediante la cual hace aplicables al personal de las Municipalidades las normas sobre probidad administrativa establecidas por el título III de la ley Nº 18.575, para el personal de la Administración Pública.

Letra f)

	Modifica la letra c) del artículo 53, precepto que establece la cesación en el cargo del alcalde por remoción en caso de impedimento grave o notable abandono de deberes, con el objeto de adicionar la de contravenir en forma grave las normas sobre probidad administrativa.

Letra g)

	Agrega en la letra d) del artículo 56, que faculta al alcalde para aplicar medidas disciplinarias al personal de su dependencia, la atribución de velar por la observancia del principio de la probidad administrativa dentro del municipio.

Letra h)

	Otorga, mediante una nueva letra o) que se agrega al artículo 56, una nueva atribución al alcalde, consistente en remitir oportunamente a la Contraloría General de la República un ejemplar de la declaración de intereses, exigida por el artículo 61 de la Ley de Bases.

Letra i)

	Reemplaza la letra c) del artículo 64, que impide ser candidato a concejal a las personas que por sí o como representantes de otra persona natural o jurídica tengan contratos o cauciones vigentes o litigios pendientes, en calidad de demandantes, con la municipalidad respectiva, a la fecha de la inscripción de sus candidaturas. 

	Además, entiende configurada esta causal respecto de los que sean socios, o accionistas en más de un 25%, en una persona jurídica que se encuentre en alguna de las situaciones contempladas en esta letra.

	La proposición del Ejecutivo consistente en disponer que les afectará dicha prohibición a quienes se encuentren en las situaciones descritas en las letras a) y c) del artículo 56 de la Ley de Bases, a la fecha de inscripción de sus candidaturas, fue reemplazada con el objeto de hacer expresa mención de las situaciones concretas en virtud de las cuales una persona es inhábil para ser candidato a concejal, evitando así legislación por vía referencial.

	Se aplicó el mismo criterio adoptado al estudiar la enmienda propuesta al artículo 32 de la Ley Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional.

Letra j)

	Intercala en la letra f) del artículo 66, como causal de cesación en el cargo de concejal, la de incurrir en una contravención grave al principio de la probidad administrativa.

--------

	Vuestra Comisión, por unanimidad, recomienda aprobar las enmiendas del H. Senado, salvo las consignadas en la letra c) del N° 1 y en la letra b) del N° 5, por hacer mención a la declaración de intereses y no a la declaración de intereses y de patrimonio, como ha sido el criterio sustentado por la Corporación. 







Artículo 4° del proyecto, aprobado por la Cámara.

Cámara de Diputados







	ARTICULO 4°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo:



	1. Intercálase en la letra f) del artículo 3°, entre las expresiones “principios” y “jerárquicos”, la palabra “éticos”, seguida de una coma (,).















	2. Reemplázanse las letra g) y h) del artículo 55, por las siguientes: 

	“g) Observar el principio de la probidad administrativa en la forma regulada por el título III de la ley N° 18.575;



	h) Guardar secreto en los asuntos que revistan el carácter de reservados con arreglo a la ley;”.



	3. Deróganse las letras b), c), f) y g) del  artículo 78.













	4. Suprímese, en la letra h) del  artículo 78, la expresión: “o usar su autoridad, cargo o bienes de la institución para fines ajenos a sus funciones”.

	5. Suprímese en los incisos primero y segundo  del artículo 79, la palabra “directa” que sucede a la expresión “relación jerárquica”.



	6. Sustitúyese el artículo 87, por el siguiente:

	“Artículo 87. La función pública no impedirá el ejercicio de cualquier profesión, oficio, industria o comercio permitido por la ley, a menos que ese ejercicio implique desarrollar actividades incompatibles con su desempeño funcionario, conforme con lo establecido en el artículo 59 de la ley N° 18.575, sin perjuicio de las prohibiciones y limitaciones establecidas por la ley.”.�Senado

	Ha pasado a ser ARTÍCULO 5º, reemplazado por el siguiente:



	“ARTICULO 5°. Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo:











	1. Reemplázase la letra f) del artículo 11 por el siguiente:

	“f) No estar inhabilitado para el ejercicio de funciones o cargos públicos, ni hallarse condenado por crimen o simple delito.”.



	2. Sustitúyese la letra g) del artículo 55, por la siguiente: 

	“g) Observar estrictamente el principio de la probidad administrativa regulado por la ley N° 18.575 y demás disposiciones especiales;”.











	3. Reemplázase la primera parte de la letra c) del artículo 78, hasta la coma (,) que precede a la palabra “salvo”, por la siguiente:

	“c) Actuar en juicio ejerciendo acciones civiles en contra de los intereses del Estado o de las instituciones que de él formen parte”.











	4. Suprímese en los incisos primero y segundo  del artículo 79, la palabra “directa” que sucede a la expresión “relación jerárquica”.



	5. Derógase el artículo 87.

























	6. Intercálase en el inciso primero del artículo 116, la siguiente letra c), nueva, pasando la actual letra c) a ser d), reemplazando en su letra b) la coma (,) que sigue a la palabra “multa” por un punto y coma (;), y eliminando la conjunción “y”:

	“c) Suspensión del empleo desde treinta días a tres meses, y”.

	7. Intercálase, a continuación del artículo 118, el siguiente artículo 118 A, nuevo:

	“Artículo 118 A.- La suspensión consiste en la privación temporal del empleo con goce de un cincuenta a un setenta por ciento de las remuneraciones y sin poder hacer uso de los derechos y prerrogativas inherentes al cargo.

	Se dejará constancia de ella en la hoja de vida del funcionario mediante una anotación de demérito de seis puntos en el factor correspondiente.”.

	8. Reemplázase el encabezamiento del inciso segundo del artículo 119 por el siguiente: 

	“La medida disciplinaria de destitución procederá sólo cuando los hechos constitutivos de la infracción vulneren gravemente el principio de probidad administrativa, y en los siguientes casos:”. 

	9. Modifícase el artículo 130 en el siguiente sentido: 

	a) Suprímese, en el inciso primero, la oración ubicada después del punto seguido (.)

	b) Reemplázase el inciso segundo por los siguientes:

	“La medida adoptada terminará al dictarse el sobreseimiento, que será notificado personalmente y por escrito por el actuario, o al emitirse el dictamen del fiscal, según corresponda.

	En caso de que el fiscal proponga en su dictamen la medida de destitución, podrá decretar que se mantenga la suspensión preventiva o la destinación transitoria, lo que cesará automáticamente si la resolución recaída en el sumario, o en alguno de los recursos que se interponga conforme al artículo 135, absuelve al inculpado o le aplica una medida disciplinaria distinta de la destitución. Cuando la medida prorrogada sea la suspensión preventiva, el inculpado quedará privado del cincuenta por ciento de sus remuneraciones, que tendrá derecho a percibir retroactivamente si en definitiva fuere absuelto o se le aplicara una sanción inferior a la destitución.”.

	10.- Sustitúyese en el artículo 152, la expresión “dos” por “cuatro”.��	El artículo aprobado por la Cámara de Diputados modifica el Estatuto Administrativo, con el fin de adecuar sus preceptos en cuanto al carácter ético de la función pública y a la observancia del principio de la probidad administrativa.

	El Estatuto Administrativo es modificado:

	— En su artículo 3°, para incluir en la definición de carrera funcionaria el principio ético que la fundamenta.

	— En su artículo 55, letra g), para conminar a los funcionarios regidos por él a observar el principio de la probidad administrativa en la forma regulada en la Ley de Bases; 

	— En su artículo 55, letra h) para restringir la obligación de guardar secreto a los asuntos que “revistan el carácter de reservados con arreglo a la ley”, armonizando así este precepto con el nuevo artículo 69, N° 1, de la Ley de Bases; 

	— En su artículo 78, derogándose sus letras b), c), f) y g), que contemplan prohibiciones estatutarias que en el proyecto en informe se incorporan en el nuevo artículo 69 de la Ley de Bases, como conductas contraventoras del principio de la probidad administrativa, por lo que no se justifica mantenerlas en el Estatuto Administrativo.

	— En su artículo 78, letra h), que prohíbe realizar cualquier actividad política dentro de la Administración del Estado “o usar su autoridad, cargo o bienes de la institución para fines ajenos a sus funciones” para eliminar la frase transcrita entre comillas, por cuanto esa conducta está configurada como contraria al principio de la probidad administrativa en el artículo 69 de la Ley de Bases, de manera que se ve redundante mantenerla, con otra redacción, en las normas estatutarias.

	— En su artículo 79, relativo a incompatibilidades en razón de parentesco, el proyecto busca garantizar la imparcialidad dentro de la Administración del Estado, cuando se produzca relación jerárquica “directa”. Atenta contra la probidad administrativa que un funcionario esté bajo la potestad jerárquica directa o indirecta de una persona que por los vínculos que los unen, necesariamente carece de esa imparcialidad. Según el mismo artículo que se modifica, suprimiéndose la expresión “directa” en los dos casos en que aparece mencionada, dándose esta circunstancia, el funcionario debe ser destinado a una dependencia en que esa relación jerárquica no se produzca, criterio que es el que aplica el proyecto en la letra b) del nuevo artículo 57.

	— En su artículo 87, que se sustituye, con el fin de concordarlo con el artículo 59 de la Ley de Bases, que establece que  la función pública no impide el ejercicio de cualquier profesión, oficio, industria o comercio permitido por la ley, a menos que implique desarrollar actividades incompatibles.

--------

	El Senado sustituyó este artículo, acogiendo una indicación del Ejecutivo, además de otras formuladas por sus integrantes.

	En virtud de tales indicaciones, se introducen en el Estatuto Administrativo las siguientes modificaciones. 

	— En el artículo 11, que enumera los requisitos para el ingreso a la Administración Pública, se adecua su letra f) en consonancia con la letra c) del nuevo artículo 56 de la Ley de Bases, que inhabilita para ingresar a los cargos de la Administración del Estado a las personas que se hallaren condenadas por crimen o simple delito, eliminándose la circunstancia de estar procesado por ellos.

	— En el artículo 55 se reemplaza la letra g), que establece como obligación de cada funcionario observar estrictamente el principio de la probidad administrativa, que implica una conducta funcionaria moralmente intachable y una entrega honesta y leal al desempeño de su cargo, con preeminencia del interés público sobre el privado.

	Se suprime la definición de ese principio, porque se ha incluido en el artículo 54 de la ley N° 18.575, y se precisa que él se encuentra regulado por la ley N° 18.575.

	— En el artículo 78, se sustituye la primera parte de la letra c), que prohíbe al funcionario público actuar directa o indirectamente contra los intereses del Estado o de las instituciones que de él formen parte.

	Se contempla como prohibición funcionaria la de actuar en juicio ejerciendo acciones civiles en contra de los intereses del Estado o de las instituciones que de él formen parte.

	Con ello, se aclara en la ley el sentido y alcance de esta prohibición, recogiendo la interpretación de la Contraloría General de la República en orden a que, para transgredir este deber de abstención, “es menester que haya una contienda jurisdiccional en que pueda resultar comprometido el interés pecuniario del Estado o de las entidades que integran el sector público” (Dictamen N° 79.895, de 1976).

	— En el artículo 79, se suprime en los incisos primero y segundo la palabra “directa” que sucede a la expresión “relación jerárquica”. 

	Ambos incisos impiden que en una misma institución se desempeñen personas ligadas entre sí por matrimonio, por parentesco de consanguinidad hasta el tercer grado inclusive, de afinidad hasta el segundo grado, o adopción, cuando entre ellas se produzca relación jerárquica directa; y ordenan que, en caso de que entre funcionarios con relación jerárquica directa entre sí, se produjera alguno de los vínculos que se indican en el inciso anterior, el subalterno sea destinado a otra función en que esa relación no se produzca.  Esta incompatibilidad no rige entre los Ministros de Estado y los funcionarios de esa dependencia.

	La idea es ampliar la incompatibilidad a todos los casos en que exista relación jerárquica, sea directa o indirecta.

	Tal como está concebida actualmente la norma, es de escasa aplicación,  ya que basta que no exista una relación jerárquica directa entre determinados parientes debido a la intermediación de otro funcionario en el orden jerárquico, para que la prohibición no rija.

	— Se deroga el artículo 87, que establece para todos los funcionarios el derecho a ejercer libremente cualquier profesión, industria, comercio u oficio, conciliable con su posición en la Administración del Estado, siempre que con ello no se perturbe el fiel y oportuno cumplimiento de sus deberes funcionarios, sin perjuicio de las prohibiciones o limitaciones establecidas por ley.

	La razón de esta derogación se debe a la consideración de esta materia, con carácter general, en el nuevo artículo 58 de la Ley de Bases.  

	— En el artículo 116, inciso primero, que señala las medidas disciplinarias con que puede ser sancionado un funcionario público, se intercala una letra c), en virtud de la cual se agrega una nueva medida disciplinaria, la suspensión del empleo desde treinta días a tres meses.

	— A continuación del artículo 118, se agrega un nuevo artículo 118 A, que define a la suspensión como la privación temporal del empleo con goce de un cincuenta a un setenta por ciento de las remuneraciones y sin poder hacer uso de los derechos y prerrogativas inherentes al cargo. Se dejará constancia de ella en la hoja de vida del funcionario mediante una anotación de demérito de seis puntos en el factor correspondiente.

	— En el artículo 119, se sustituye el encabezamiento del inciso segundo, que dispone que la medida de destitución procederá siempre en los casos que enumera el precepto.

	La indicación del Ejecutivo, junto con mantener los casos en que siempre es procedente de la destitución, dispone que, además, se aplicará respecto de todas aquellas infracciones en que la gravedad de la falta acreditada en el sumario así lo amerite, atendido los elementos de razonabilidad y proporcionalidad de la sanción que arroje el mérito del procedimiento disciplinario.

	Se hizo saber, en apoyo de la indicación, que el artículo 119 ha generado una importante diferencia de interpretación entre la Contraloría General de la República  y los tribunales de justicia.  

	La Contraloría ha estimado que la enumeración de casos en que procederá siempre la destitución no excluye la posibilidad de que se aplique en otras situaciones de infracción grave a los deberes funcionarios, con lo cual en definitiva deja entregada a la voluntad de la autoridad facultada para efectuar el nombramiento la decisión de poner término a los servicios del funcionario.

	Los tribunales, en tanto, han entendido que, para aplicar esta medida disciplinaria, es necesario que dicha pena esté expresamente contemplada como sanción de una conducta ilícita, de forma que la autoridad no puede imponerla por cualquier causa.

	El Senado, discrepando del criterio del Ejecutivo, decidió dar a las causales que se enumeran el carácter de taxativas, con lo cual elimina todo grado de discrecionalidad en la aplicación de la medida disciplinaria de destitución, la que sólo procederá cuando haya causa legal expresa, con lo que se superarán los problemas interpretativos a que se ha hecho mención, pues la autoridad administrativa estará impedida de aplicar la destitución por hechos que ella, por sí, califique de gravedad.

	Sin perjuicio de lo anterior, en la norma aprobada por el Senado se establece que la medida disciplinaria de destitución será procedente cuando los hechos constitutivos de la infracción vulneren gravemente el principio de probidad administrativa.  

	De esta manera, se describe la conducta sancionada, que admite diversas modalidades de ejecución, haciéndose la exigencia de que la vulneración del bien jurídico protegido sea grave.

	— En el artículo 130, que establece que las medidas preventivas de suspensión de funciones o destinación transitoria a otro cargo, que puede disponer el fiscal en un sumario administrativo, terminará automáticamente al dictarse el sobreseimiento o al emitirse el dictamen del fiscal, según corresponda, se han introducido las siguientes enmiendas: 

	Se elimina el término automático de la suspensión preventiva o de la destinación transitoria por el hecho de emitirse el dictamen del fiscal.

	Se dispone que la medida adoptada terminará al dictarse el sobreseimiento, que será notificado personalmente y por escrito por el actuario.

	Se establece que, si en el dictamen el Fiscal propusiere la medida de destitución, podrá decretar que se mantenga la medida de suspensión hasta el término de la tramitación del sumario. Si en el fallo de primera instancia o en el recaído en alguno de los recursos interpuestos se absuelve al inculpado o se le aplicare una medida distinta de la destitución, cesará automáticamente de regir la suspensión preventiva.

	Si se prorroga la suspensión preventiva, el inculpado quedará privado del cincuenta por ciento de sus remuneraciones, que tendrá derecho a percibir en forma retroactiva si en definitiva fuere absuelto o se le aplica una pena inferior a la destitución propuesta inicialmente.

	— En el artículo 152, se amplía de dos a cuatro años el plazo de prescripción de la acción disciplinaria de la Administración contra el funcionario, contado siempre desde el día en que cometió la infracción.

	Con ello se permite concordar el plazo de prescripción de la acción disciplinaria con el de la responsabilidad civil extracontractual en que pueda haber incurrido también el funcionario, de acuerdo al artículo 2332 del Código Civil.

--------

	Vuestra Comisión, por unanimidad, recomienda aprobar esta enmienda del H. Senado. 

Artículo 5°, de la Cámara.

Cámara de Diputados







	ARTICULO 5°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N°  18.883, sobre Estatuto Administrativo de los Empleados Municipales:



	1. Intercálase, en la letra e) del artículo 5°, entre las expresiones “principios” y “jerárquicos” la palabra “éticos”, seguida de una coma (,).















	2. Reemplázanse las letras g) y h) del artículo 58,  por las siguientes: 



	“g) Observar el principio de la probidad administrativa en la forma regulada por el título III de la ley N° 18.575;

	h) Guardar secreto en los asuntos que revistan el carácter de reservados con arreglo a la ley;”.



	3. Deróganse las letras b), c), f) y g) del artículo 82.



	











	4. Suprímese, en la letra h) del artículo 82, la expresión: “o usar su autoridad, cargo o bienes de la institución para fines ajenos a sus funciones”.



	5. Suprímese en los incisos primero y segundo  del artículo 83, la palabra “directa” que sucede a la expresión “relación jerárquica”.



	6. Sustitúyese el artículo 91,  por el siguiente:



	“Artículo 91.- La función pública no impedirá el ejercicio de cualquier profesión, oficio, industria o comercio permitido por la ley, a menos que ese ejercicio implique desarrollar actividades incompatibles con su desempeño funcionario, conforme con lo establecido en el artículo 59 de la ley N° 18.575, sin perjuicio de las prohibiciones y limitaciones establecidas por la ley.”.

�Senado

	Ha pasado a ser ARTÍCULO 6º, reemplazado por el que se señala a continuación:

	“ARTICULO 6°. Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 18.883, sobre Estatuto Administrativo de los Funcionarios Municipales:













	1. Reemplázase la letra f) del artículo 10 por el siguiente:

	“f) No estar inhabilitado para el ejercicio de funciones o cargos públicos, ni hallarse condenado por crimen o simple delito.”.

	2. Sustitúyese la letra g) del artículo 58, por la siguiente: 





	“g) Observar estrictamente el principio de la probidad administrativa regulado por la ley N° 18.575 y demás disposiciones especiales;”









	3.- Reemplázase la primera parte de la letra c) del artículo 82, hasta la coma (,) que precede a la palabra “salvo”, por la siguiente: 

	“c) Actuar en juicio ejerciendo acciones civiles en contra de los intereses del Estado o de las instituciones que de él formen parte”.















	4. Suprímese en los incisos primero y segundo  del artículo 83, la palabra “directa” que sucede a la expresión “relación jerárquica”.



	5. Derógase el artículo 91.



























	6. Intercálase en el inciso primero del artículo 120, la siguiente letra c), nueva, pasando la actual letra c) a ser d), reemplazando en su letra b) la coma (,) que sigue a la palabra “multa” por un punto y coma (;), y eliminando la conjunción “y”:

	“c) Suspensión del empleo desde treinta días a tres meses, y”.

	7. Intercálase, a continuación del artículo 122, el siguiente artículo 122 A, nuevo:

	“Artículo 122 A.- La suspensión consiste en la privación temporal del empleo con goce de un cincuenta a un setenta por ciento de las remuneraciones y sin poder hacer uso de los derechos y prerrogativas inherentes al cargo.

	Se dejará constancia de ella en la hoja de vida del funcionario mediante una anotación de demérito de seis puntos en el factor correspondiente.”.



	8. Reemplázase el encabezamiento del inciso segundo del artículo 123 por el siguiente:

	“La medida disciplinaria de destitución procederá sólo cuando los hechos constitutivos de la infracción vulneren gravemente el principio de probidad administrativa, y en los siguientes casos:”. 

	9. En el artículo 134, reemplázanse las oraciones ubicadas después del primer punto seguido (.), que pasa a ser punto aparte (.), por los siguientes incisos:

	“La medida adoptada terminará al dictarse el sobreseimiento, que será notificado personalmente y por escrito por el actuario, o al emitirse el dictamen del fiscal, según corresponda. 

	En caso de que el fiscal proponga en su dictamen la medida de destitución, podrá decretar que se mantenga la suspensión preventiva o la destinación transitoria, las que cesarán automáticamente si la resolución recaída en el sumario, o en el recurso de reposición que  se interponga conforme al artículo 139, absuelve al inculpado o le aplica una medida disciplinaria distinta de la destitución. Cuando la medida prorrogada sea la suspensión preventiva, el inculpado quedará privado del cincuenta por ciento de sus remuneraciones, que tendrá derecho a percibir retroactivamente si en definitiva fuere absuelto o se le aplicara una sanción inferior a la destitución.”.

	10. Sustitúyese en el artículo 154, la expresión “dos” por “cuatro”.”.��	En la disposición aprobada por la Cámara de Diputados, se modifica el Estatuto Administrativo de los Empleados Municipales, con idénticos propósitos a los expresados en el artículo anterior, en sus artículos 58, letras g) y h); 82, 83 y 91.

--------

	El Senado sustituyó este artículo, acogiendo una indicación del Ejecutivo, además de otras formuladas por sus integrantes, de similar tenor a aquellas que se  presentaron en relación con el Estatuto Administrativo, por lo que procedió a prestarle aprobación, con los mismos fundamentos ya indicados, los que se dan por reproducidos. 

	En virtud de tales indicaciones, se introducen en el Estatuto Administrativo de los Empleados Municipales las siguientes modificaciones. 

	— En el artículo 10, se reemplaza la letra f), con el fin de excluir como requisito para ingresar a la municipalidad el de no hallarse procesado por crimen o simple delito.

	— En el artículo 58 se reemplaza la letra g), que contempla la observancia del principio de la probidad administrativa entre las obligaciones de los funcionarios municipales.

	— En el artículo 82, se sustituye la primera parte de la letra c), para precisar que la prohibición funcionaria de actuar directa o indirectamente contra los intereses del Estado o de las instituciones que de él formen parte se refiere a  actuar en juicio ejerciendo acciones civiles en contra de los intereses de éstos.

	— En el artículo 83, incisos primero y segundo, se suprime la palabra “directa” que sucede a la expresión “relación jerárquica”, con el objeto de ampliar la incompatibilidad que afecte para desempeñarse en una misma municipalidad a personas ligadas entre sí por matrimonio, por parentesco de consanguinidad hasta el tercer grado inclusive, de afinidad hasta el segundo grado, o adopción, no solamente cuando la relación  jerárquica sea directa, sino que cuando exista  relación de subordinación laboral de uno respecto del otro, aunque medien otros funcionarios.

	—  Se deroga el artículo 91, que establece para todos los funcionarios el derecho a ejercer libremente cualquier profesión, industria, comercio u oficio, conciliable con su posición en la Administración del Estado, siempre que con ello no se perturbe el fiel y oportuno cumplimiento de sus deberes funcionarios, sin perjuicio de las prohibiciones o limitaciones establecidas por ley.

	La derogación obedece al hecho de que el contenido de este artículo estará regulado en el artículo 58 de la ley N° 18.575.

	— En el artículo 120 se modifica su inciso primero, para agregar, entre las medidas disciplinarias con que puede ser sancionado un funcionario municipal, una nueva sanción, consistente en la suspensión del empleo desde treinta días a tres meses.

	— A continuación del artículo 122, se incorpora un nuevo artículo 122 A, que define a la suspensión como la privación temporal del empleo con goce de un cincuenta a un setenta por ciento de las remuneraciones y sin poder hacer uso de los derechos y prerrogativas inherentes al cargo. Agrega que se dejará constancia de ella en la hoja de vida del funcionario mediante una anotación de demérito de seis puntos.

	— En el artículo 123 se sustituye el encabezamiento del inciso segundo, en relación con los casos en que procede la medida de destitución.

	— En el artículo 134, de introducen dos nuevos incisos con el fin de: 

	- Eliminar el término automático de la suspensión preventiva o de la destinación transitoria por el hecho de emitirse el dictamen del fiscal.

	- Disponer que la medida adoptada terminará al dictarse el sobreseimiento, que será notificado personalmente y por escrito por el actuario.

	- Establecer que, si en el dictamen el Fiscal propusiere la medida de destitución, podrá decretar que se mantenga la medida de suspensión hasta el término de la tramitación del sumario. Si en el fallo de primera instancia o en el recaído en alguno de los recursos interpuestos se absuelve al inculpado o se le aplicare una medida distinta de la destitución, cesará automáticamente de regir la suspensión preventiva.

	- Si se prorroga la suspensión preventiva, el inculpado quedará privado del cincuenta por ciento de sus remuneraciones, que tendrá derecho a percibir en forma retroactiva si en definitiva fuere absuelto o se le aplica una pena inferior a la destitución propuesta inicialmente.

	— En el artículo 154, se amplía de dos a cuatro años el plazo de prescripción de la acción disciplinaria.

Artículo 6° del proyecto, aprobado por la Cámara.

Cámara de Diputados

	ARTICULO 6º.- Modifícase el Código Penal de la siguiente forma:

	1. En el artículo 246 :

	a) Sustitúyese el inciso primero, por el siguiente:

	“El empleado público que revelare los secretos de que tenga conocimiento por razón de su oficio o entregare indebidamente papeles o copia de papeles que tenga a su cargo y no deban ser publicados, incurrirá en las penas de presidio o reclusión menor en sus grados medio a máximo y multa  de veinte unidades tributarias mensuales.”.

	b) Agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo:

	“Las mismas penas se aplicarán al que, habiendo dejado la calidad de empleado público, incurriere en alguna de las conductas descritas  en los incisos precedentes.”.

	2. Agrégase en el inciso final del artículo 247, la siguiente oración “y a los que habiéndolos recibido en razón de sus funciones de empleado público, los develaren con posterioridad al término de ellas”.�Senado

Lo ha suprimido.��	La disposición aprobada por la Cámara de Diputados modifica los artículos 246 y 247 del Código Penal, ubicados en el párrafo 8° del Título V del Libro Segundo del Código Penal, sobre violación de secretos.

	La enmienda al artículo 246 tiene por finalidad sancionar al que, habiendo dejado la calidad de empleado público, cometiere las conductas descritas en él, con una pena de presidio o reclusión menor en sus grados medio a máximo, esto es, de 541 días a 5 años.

	Este artículo sanciona al empleado público que revelare los secretos de que tenga conocimiento por razón de su oficio o entregare indebidamente papeles o copia de papeles que tenga a su cargo y no deban ser publicados y, con una pena agravada, si de ello resultare grave daño para la causa pública.

	En el primer caso, las penas son de suspensión del empleo y multa y, en el segundo, de reclusión mayor en cualquiera de sus grados y multa.

	La enmienda al artículo 247 tiene por finalidad sancionar al ex empleado público que revele un secreto  que recibió en razón de sus funciones de empleado público.

	La pena es de presidio menor en sus grados mínimo a medio (61 a 3 años), y multa.

--------

	El Senado lo ha suprimido, con el fin de incluir las disposiciones que él contenía en el proyecto de ley sobre la corrupción, Boletín Nº 1177-07, radicado en esta Comisión.

--------

	Vuestra Comisión, por unanimidad, recomienda aprobar esta enmienda del H. Senado. 

Artículo 7° del proyecto, agregado por el Senado.

Cámara de Diputados

�Senado

	“ARTÍCULO 7°. Agréganse, a continuación del artículo 5° de la ley N°18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, los siguientes artículos:

	“Artículo 5º A. Los diputados y senadores ejercerán sus funciones con pleno respeto de los principios de probidad y transparencia, en los términos que señalen la Constitución Política, esta ley orgánica constitucional y los reglamentos de ambas Cámaras. 

	El principio de probidad consiste en observar una conducta parlamentaria intachable y un desempeño honesto y leal de la función, con preeminencia del interés general sobre el particular.

	El principio de transparencia consiste en permitir y promover el conocimiento de los procedimientos, contenidos y fundamentos de las decisiones que se adopten.



	Artículo 5º B. Los miembros de cada una de las Cámaras no podrán promover ni votar ningún asunto que interese directa o personalmente a ellos o a sus cónyuges, ascendientes, descendientes o colaterales hasta el tercer grado de consanguinidad y el segundo de afinidad, inclusive, o a las personas ligadas a ellos por adopción. Con todo, podrán participar en el debate advirtiendo previamente el interés que ellas, o las personas mencionadas, tengan en el asunto.

	No regirá este impedimento en asuntos de índole general que interesen al gremio, profesión, industria o comercio a que pertenezcan, en elecciones o en aquellas materias que importen el ejercicio de alguna de las atribuciones exclusivas de la respectiva Cámara.

	Artículo 5º C. Los diputados y senadores deberán efectuar, dentro del plazo de treinta días desde que hubieren asumido el cargo, una declaración jurada de intereses ante un notario de su domicilio o de la ciudad donde celebre sus sesiones el Congreso Nacional.

	Se entiende por intereses los que sean exigibles para la declaración a que se refiere el artículo 60 de la ley N°18.575.

	El original de la declaración será protocolizado en la misma notaría donde fue prestada y, en su caso, en otra correspondiente al domicilio del declarante. Además, dentro de quinto día, se remitirá copia de la protocolización a la secretaría de la respectiva Cámara, donde se mantendrá para su consulta pública. Cualquier persona podrá obtener copia del instrumento protocolizado, a su costa.

	Los senadores deberán actualizar la declaración dentro de los treinta días siguientes al inicio de un período legislativo.

	Cumplidos los plazos a que se refiere este artículo, el secretario de cada Cámara dará a la publicidad la individualización de los parlamentarios que no hubieren efectuado su declaración.”.��	Agrega a la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional, Nº 18.918, tres nuevos artículos.

	El artículo 5° A establece que los diputados y senadores ejercerán sus funciones con pleno respeto de los principios de probidad y transparencia.

	Si bien estos principios también encauzan el ejercicio de las funciones parlamentarias, su aplicación a esta modalidad de prestación de servicios al Estado adquiere connotaciones que los diferencian del marco desarrollado para la Administración del Estado en este proyecto de ley, lo que es explicable desde el momento que el estatuto que rige dichas funciones es distinto del que se aplica a los funcionarios públicos.

	El estatuto parlamentario no está establecido como “un régimen jerarquizado y disciplinado”, como concibe el artículo 7° de la Ley de Bases a los estatutos de los funcionarios de la Administración del Estado; tiene un elemento de representatividad popular del cual carece este último, y el ingreso, los deberes y derechos, la responsabilidad y la cesación de funciones, en lo medular, no quedan entregados a la ley — sea orgánica constitucional o común— , sino que están regulados en la propia Carta Fundamental.

Por ese motivo, se consagra una norma general, en cuya virtud se señala que los diputados y senadores ejercerán sus funciones con pleno respeto de los principios de probidad y trasparencia, en los términos que señalen la Constitución Política, la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional y los reglamentos de ambas Cámaras. 

A continuación, en ese precepto se definen los principios anteriores en términos similares a los que contemplarán el artículo 58, inciso segundo, y el artículo 11 bis, de la Ley de Bases, para la Administración del Estado. 

En cuanto al principio de probidad, se entiende como observar una conducta parlamentaria intachable y un desempeño honesto y leal de la función, con preeminencia del interés general sobre el particular. 

El principio de transparencia, por su parte, se concibe como permitir y promover el conocimiento de los procedimientos, contenidos y fundamentos de las decisiones que se adopten.

	De esta manera, el desarrollo de los principios de probidad y transparencia queda encomendado, en su detalle, a los reglamentos de ambas Cámaras, los cuales podrán optar por consagrarlos en un cuerpo reglamentario separado, tal como un “Código de Ética Parlamentaria”, o por incorporar las normas pertinentes en sus actuales reglamentos, que ya contemplan algunas de ellas.

	El artículo 5° B incorpora una norma que prohíbe a los miembros de cada una de las Cámaras  promover o votar asuntos que interesen directa o personalmente a ellos, o a sus cónyuges, ascendientes, descendientes, o colaterales hasta el tercer grado de consanguinidad y el segundo por afinidad, ambos inclusive. 

	Con todo, podrán participar en el debate advirtiendo previamente el interés que ellos, o las personas mencionadas, tengan en el asunto.

	El impedimento expresado no rige tratándose de asuntos de índole general que interesen al gremio, profesión, industria o comercio a que pertenezcan, en elecciones o en materias que importen el ejercicio de las atribuciones exclusivas de la respectiva Cámara.

	El artículo 5° C obliga a diputados y senadores a efectuar y actualizar periódicamente la misma declaración de intereses a que se refiere la Ley de Bases, documentos que también tendrán carácter de públicos. 

	Sus particularidades son que ellas se harán ante un notario, se protocolizarán y se depositarán en la Secretaría de la Cámara respectiva, para su consulta por el público. 

	El Secretario de la Cámara de Diputados y el del Senado deberán dar a la publicidad la individualización de los parlamentarios que no hubieren efectuado su declaración.

--------

	Vuestra Comisión, por unanimidad, recomienda aprobar esta enmienda del H. Senado, con la salvedad del nuevo artículo 5° C, que propone rechazar y que se refiere a la declaración de intereses que deben presentar los diputados y senadores, rechazo que es una consecuencia de los acuerdos generales adoptados sobre el particular, respecto a las delcaraciones de patrimonio y de intereses.

Artículo 8° del proyecto, agregado por el Senado.

Cámara de Diputados

�Senado

	ARTÍCULO 8°. Introdúcese en el Código Orgánico de Tribunales, a continuación del artículo 323, el siguiente artículo 323 bis:

	“Artículo 323 bis.- Los miembros del escalafón primario del Poder Judicial, a que se refiere el artículo 267, deberán, dentro del plazo de treinta días desde que hubieren asumido el cargo, efectuar una declaración jurada de intereses ante un notario de la ciudad donde ejerzan su ministerio, o ante el oficial del Registro Civil en aquellas comunas en que no hubiere notario.

	Se entiende por intereses los que sean exigibles para la declaración a que se refiere el artículo 60 de la ley N°18.575. 

	El original de la declaración será protocolizado en la misma notaría donde fue prestada o en una notaría con jurisdicción en el territorio del tribunal a que pertenezca el declarante, y se remitirá copia de la protocolización a la secretaría de la Corte Suprema y de la respectiva Corte de Apelaciones, donde se mantendrá para su consulta pública. Cualquier persona podrá obtener copia del instrumento protocolizado.

	La declaración deberá ser actualizada cuando el funcionario fuere nombrado en un nuevo cargo o dentro de los treinta días siguientes al cumplimiento del próximo cuatrienio, si no se hubiere efectuado un nuevo nombramiento.

	La omisión de la declaración será sancionada por el superior jerárquico que corresponda, en la forma y con las sanciones que establece el Título XVI.”.��Modifica el Código Orgánico de Tribunales, con el propósito de introducir un artículo 323 bis, nuevo, que impone a los miembros del escalafón primario del Poder Judicial la obligación de hacer la declaración de intereses. 

También se harán ante notario o ante un receptor, se protocolizarán y se depositarán en la secretaría de la respectiva Corte de Apelaciones y en la de la Corte Suprema, para que cualquier persona pueda consultarlas y pedir copia autorizada de ellas.

	De acuerdo al artículo 267 del Código Orgánico de Tribunales, forman parte del Escalafón Primario los ministros, fiscales y relatores de la Corte Suprema y de las Cortes de Apelaciones, los jueces, secretarios de juzgado y defensores públicos, el prosecretario de la Corte Suprema y el secretario abogado del fiscal de este último tribunal.

	La especificidad en estos casos es que los obligados deben actualizar la declaración no sólo cada cuatro años, sino, además, cuando fueren nombrados en un nuevo cargo. 

	La omisión del trámite es sancionada conforme al Título XVI del Código Orgánico de Tribunales, regulatorio de la jurisdicción disciplinaria.

--------

	Vuestra Comisión, por mayoría de votos, recomienda rechazar este artículo que el Senado ha introducido en el proyecto, por referirse sólo a la declaración de intereses.











Artículo 9° del proyecto, agregado por el Senado.

Cámara de Diputados

�Senado

	ARTÍCULO 9°. Sustitúyese el artículo 7° de la ley N°15.231 por el siguiente:

	“Artículo 7°.- Los jueces de policía local prestarán ante el alcalde el juramento prevenido por el artículo 304 del Código Orgánico de Tribunales y les será aplicable lo dispuesto en el artículo 323 bis del mismo Código. Una copia de la declaración a que se refiere este último artículo será enviada también al secretario municipal respectivo para su custodia, archivo y consulta.”.��Sustituye el artículo 7º de la ley Nº 15.231, para agregarle una disposición que preceptúa que lo dispuesto en el artículo 323 bis del Código Orgánico de Tribunales, recién comentado, será aplicable a los jueces de policía local.

	Una copia de la declaración de intereses del juez de policía local deberá ser enviada al secretario municipal  respectivo para su custodia, archivo  y consulta.

--------

	Vuestra Comisión, por las mismas razones ya indicadas, recomienda rechazar este artículo.

Artículo 10 del proyecto, agregado por el Senado.

Cámara de Diputados

�Senado

	ARTÍCULO 10. Agréganse al artículo 37 de la ley N°18.046, los siguientes incisos:

	“Cuando el Estado o sus organismos fueren titulares de acciones en una sociedad anónima, en un porcentaje tal que les permita nombrar uno o más directores, les será aplicable a éstos lo dispuesto en el Párrafo 3º del Título III de la ley N°18.575.

	Igual norma se aplicará a los gerentes de sociedades anónimas cuando su nombramiento se hubiere efectuado por un directorio integrado mayoritariamente por directores que representen al Estado o sus organismos.

	Asimismo, quedarán sujetos a tales disposiciones los directores y los gerentes de las empresas del Estado que en virtud de leyes especiales se encuentren sometidas a la legislación aplicable a las sociedades anónimas, aun cuando de acuerdo a sus estatutos fuese necesario mencionarlas expresamente.



	La omisión de la declaración a que se refieren los incisos anteriores será sancionada por la Superintendencia de Valores y Seguros en conformidad al Título III del Decreto Ley N° 3.538, de 1980.”.”.��Incorpora tres incisos al artículo 37 de la ley Nº 18.046, sobre sociedades anónimas, para hacer extensiva la obligación de hacer la declaración de intereses prevista en el artículo 59 que el proyecto incorpora a la Ley de Bases, a los directores de sociedades anónimas que representen acciones de propiedad del Estado o de sus organismos y a los gerentes de dichas sociedades nombrados por un directorio en que los directores por acciones estatales sean mayoría.

	La obligación de realizar la declaración de intereses se hace extensiva a los directores y gerentes de aquellas empresas del Estado que no están constituidas como sociedades anónimas, pero que, en virtud de leyes especiales, se encuentran sometidas a la legislación de dichas sociedades, aun cuando de acuerdo a sus estatutos — legales o convencionales —  fuese necesario mencionarlas expresamente para que se les apliquen las normas del sector público.

	La indicación original consultaba, a continuación del artículo 9º un nuevo artículo, el cual hacía aplicable las disposiciones de esta ley a las entidades o empresas del Estado cuyos estatutos o leyes orgánicas exijan mención expresa, y, en todo caso, a la Corporación del Cobre de Chile (CODELCO).

	Desde el punto de vista formal, se optó por incorporar esta normativa en el mismo artículo 37 de la ley sobre sociedades anónimas, como inciso penúltimo, lo que resulta apropiado, por cuanto se trata de empresas regidas por esa legislación, y, además, de esa manera queda en claro la procedencia de sancionar el incumplimiento del aludido deber por parte de la Superintendencia de Valores y Seguros, en aplicación del inciso final del referido artículo.

	Es dable señalar que, como la obligación de efectuar declaración de intereses para las empresas sometidas a la ley de sociedades anónimas es una excepción a la aplicación de la legislación común de los particulares, las modificaciones contenidas en este artículo deben ser aprobadas como ley de quórum calificado.

	La particularidad de este caso es que la omisión de la declaración se castigará en conformidad al Título III del decreto ley  Nº 3.538, de 1980, ley orgánica de la Superintendencia de Valores y Seguros, cuyo artículo 28 faculta a dicho organismo para imponer sanciones de censura y multa a las personas sujetas a su fiscalización o supervigilancia que infrinjan las leyes, reglamentos, estatutos y demás normas que las rijan.

--------

	Vuestra Comisión, por unanimidad, acordó recomendar el rechazo de este artículo, por estimar que, por  su redacción,  no habrá de producir los efectos deseados respecto de las empresas del Estado que, en virtud de leyes especiales, se encuentran excluidas de la normativa aplicable al sector público.

Disposiciones transitorias

Primera

Cámara de Diputados



	Primera.- El Presidente de la República dictará los reglamentos a que se refieren las normas contenidas en el artículo 2° de esta ley en el plazo de 180 días contados desde la publicación de la misma en el Diario Oficial.







�Senado

	

	Ha reemplazado la frase “a que se refieren las normas contenidas en el artículo 2º de” por la que sigue: “a que se refiere”, y ha sustituido el guarismo “180” por las palabras “ciento ochenta”.

��	La disposición aprobada por la Cámara de Diputados fija en 180 días el plazo dentro del cual el Presidente de la República habrá de dictar los reglamentos en que se indiquen cuáles son los bienes muebles de significación económica relevante para los efectos de la declaración de patrimonios, los requisitos de los formularios en que se presentará esa declaración y la de intereses, así como las normas necesarias para dar cumplimiento a las disposiciones sobre probidad administrativa.

--------

	El Senado le ha introducido adecuaciones formales.

--------

	Vuestra Comisión, por unanimidad,  recomienda aprobar estas enmiendas del Senado.

Segunda

Cámara de Diputados

	Segunda.- Las autoridades y funcionarios en actual servicio deberán presentar las declaraciones  juradas de patrimonio y de intereses, reguladas en el párrafo III del artículo 2° de esta ley, en el plazo de sesenta días contados desde la entrada en vigencia del reglamento previsto en ese párrafo.�Senado

	Ha eliminado las palabras “de patrimonio y”, así como la coma (,) que figura a continuación del vocablo “intereses”, y ha reemplazado la expresión “párrafo III del” por “Párrafo 3º del Título III contenido en el”. 

��	La disposición aprobada por la Cámara de Diputados fija en 60 días el plazo que tienen los funcionarios en actual servicio para efectuar sus declaraciones de patrimonio y de intereses.

--------

	El Senado eliminó la mención a la declaración de patrimonio y completó la referencia, que estaba hecha solamente al párrafo 3 del artículo 2º, en lugar de al párrafo 3º del Título III. 

--------

	Vuestra Comisión, en concordancia con los acuerdos adoptados con anterioridad, recomienda rechazar estas enmiendas.

Tercera
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	Tercera.- Los funcionarios que a la fecha de ingreso a la Administración del Estado se hubieren encontrado en alguna de las situaciones descritas en el artículo 57, letra b), de la ley N° 18.575, deberán dejar constancia de este hecho en sus declaraciones de patrimonio y de intereses. Si no estuvieren obligados a presentarlas, deberán efectuar una declaración simple, suscrita con ese preciso fin, la que deberán entregar al jefe de personal del servicio en el plazo de sesenta días contados desde la vigencia de esta ley.







	Estos funcionarios no podrán desempeñarse en la unidad de trabajo en que ejerce su cargo el directivo con el cual están relacionados. La autoridad máxima del organismo en que se verifique esta situación, deberá destinar al empleado subalterno a una oficina de distinta dependencia, en el mismo plazo fijado en el inciso anterior.

	La Contraloría General elaborará una nómina de los funcionarios a que se refiere esta disposición, de la cual remitirá copia a la Presidencia de la República y a la Cámara de Diputados.�Senado



	En el inciso primero, ha reemplazado la frase “que a la fecha de ingreso a la Administración del Estado se hubieren encontrado en alguna de las situaciones descritas” por “en actual servicio a quienes afecte la inhabilidad establecida”; ha sustituido la referencia al “artículo 57” por otra al “artículo 56”; ha reemplazado la frase “sus declaraciones de patrimonio y de intereses” y la palabra “presentarlas”, por “su declaración de intereses” y “presentarla”, respectivamente,  y ha intercalado luego de la expresión “jefe de personal del servicio” las palabras “o quien haga sus veces”, entre comas (,).



	- En el inciso segundo, ha suprimido la coma (,) que figura después del vocablo “situación”. 















	- En el inciso tercero, ha sustituido las expresiones “Contraloría General” por “Contraloría General de la República” y “a la Presidencia de la República” por “al Presidente de la República”. ��	La disposición aprobada por la Cámara de Diputados regula la situación de los funcionarios afectados por una inhabilidad en razón de parentesco, los cuales deben dejar constancia de esta situación en la declaración de patrimonio y de intereses que deben presentar.

	Si no estuvieren obligados a presentarlas, deben hacerlo en una declaración simple, suscrita con ese exclusivo fin.

	Hecha la declaración y entregada al jefe de personal, deberán ser destinados a una oficina diferente, con el fin de evitar la dependencia directa con el directivo con el cual están emparentados.

	La Contraloría debe elaborar una nómina de estos funcionarios, de la cual remitirá copia a la Presidencia de la República y a la Cámara de Diputados.

--------

	El Senado le ha introducido alguna adecuaciones formales con el objeto de darle una mayor precisión al precepto.

	Junto con lo anterior, ha eliminado la referencia a la declaración de patrimonio.

--------

	Vuestra Comisión, por unanimidad, recomienda rechazar estar enmiendas del H. Senado. 

Cuarta
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	Cuarta.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año, a contar de la fecha de publicación de esta ley, y mediante uno o más decretos con fuerza de ley, fije el texto refundido, coordinado y sistematizado de las leyes Nos. 18.575, 18.695, 18.834 y 18.883, pudiendo introducir cambios formales, sea en cuanto a redacción, titulación, ubicación de preceptos y otros de similar naturaleza, pero sólo en la medida en que sean indispensables para la coordinación y sistematización.



	En el ejercicio de estas facultades, el Presidente de la República contará con todas las atribuciones necesarias para el cabal cumplimiento de los objetivos anteriormente indicados, pero ellas no podrán importar, en caso alguno, la alteración del verdadero sentido y alcance de las disposiciones legales vigentes.”.�Senado

	Ha reemplazado el inciso primero por el siguiente:

	“Cuarta.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año a contar de la fecha de publicación de esta ley, mediante uno o más decretos, fije el texto refundido, coordinado y sistematizado de las leyes Nºs. 18.575, 18.695, 18.834, 18.883 y 19.175. Sólo podrá introducirles cambios formales de redacción, titulación, ubicación de preceptos y otros de similar naturaleza, en la medida en que sean indispensables para la coordinación y sistematización de los textos refundidos.”.��	La disposición aprobada por la Cámara de Diputados faculta al Presidente de la República para fijar el texto refundido de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, de la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, del Estatuto Administrativo y del Estatuto Administrativo de los Empleados Municipales, dando al Presidente las facultades necesarias para el más adecuado cumplimiento de este cometido.

	El articulado o el contenido originario de los actos legislativos y, por ende, su numeración o contenido, pueden verse afectados por las disposiciones de actos legislativos posteriores modificatorios.

	En estos textos ordenados, como su nombre lo indica, se consigna el texto legislativo originario, tal como ha quedado con los cambios, agregados o supresiones que ha experimentado con posterioridad.

	Como norma general, se considera que esta facultad no es materia de ley, por lo que debe entenderse incluida en la potestad reglamentaria del Presidente de la República, aun tratándose de leyes formales, a menos que, como en el caso presente, se estime conveniente otorgar al Primer Mandatario atribuciones para modificar aspectos formales de las normas que se refunden y coordinar y sistematizar las respectivas normas.

--------

	El Senado ha reemplazado su inciso primero, con el fin de hacer una referencia genérica a decretos y no decretos con fuerza de ley.

	Además, acogiendo una indicación del Ejecutivo, agrega a las leyes enunciadas la ley Nº 19.175, orgánica constitucional sobre Gobierno y Administración Regional.

--------

	Vuestra Comisión, por unanimidad, recomienda aprobar esta enmienda del H. Senado.

Diputado Informante.

	Se designó Diputado Informante al señor Zarko Luksic Sandoval.

.	Sala de la Comisión, a 1 de diciembre  de 1998.

















	Acordado en sesiones de 4 y 11 de noviembre, y 1 de diciembre de 1998, con asistencia de los señores Cornejo (Presidente), Alvarez, Bartolucci, Bustos, don Juan; Cardemil, Coloma y Elgueta; señora  Guzmán; señor Luksic; señoras Sciaraffia y Soto, y señor Walker, don Ignacio.













Adrián Álvarez Álvarez,

Secretario de la Comisión.





� Ingresado a trámite legislativo el 17 de enero de 1995.

Este informe está disponible en la Red de Comunicaciones del Congreso Nacional. Buscar en: Entorno de Red- Toda la Red - Cámara- Secretaría- Comisiones- Constitución- Informes- Boletín 1510-07-3.

� que no era objeto de modificación alguna.

� Ley común o ley orgánica constitucional.

� Entre las normas generales, esta LOC consagra un conjunto de reglas bases que contienen mandatos de conductas deseables, disposiciones conformadoras de determinadas maneras de actuar que se consideran valiosas y dignas de mantenerse y estimularse, ideas guías de acción futura o principios, que si bien son, en general, de carácter jurídico, …por el contenido prevalente que ponen de relieve, admiten ser clasificados en principios político administrativos, jurídicos, estatutarios y administrativos en stricto sensu. Rolando Pantoja Bauzá. Bases Generales de la Administración del Estado. Editorial Jurídica. Ediar-Conosur Ltda.,  año 1987, Pág. 61.

� El número entre paréntesis corresponde al artículo aprobado por la Cámara de Diputados.

� Esta  intervención del profesor Pierry fue el miércoles 11 de octubre de 1998.

� Comisión Nacional de Ética Pública. Informe, pág. 8.

� El artículo 7° en cuestión, obliga a  los funcionarios a observar estrictamente el principio de probidad administrativa, “que implica una conducta funcionaria moralmente intachable y una entrega honesta y leal al desempeño de su cargo, con preeminencia del interés público sobre el privado.” 

� En tal sentido. Rolando Pantoja Bauzá. Bases Generales de la Administración del Estado.Ediar-Conosur Ltda. Santiago. 1987. Pág. 63.

� Las modificaciones que sugiere el Banco Central son las siguientes:

a) Sustituir el inciso final del artículo 14 por el siguiente: “Los miembros del Consejo, antes de asumir sus cargos, deberán declarar, bajo juramento y mediante instrumento protocolizado en una notaría del domicilio del Banco, su estado de situación patrimonial, las actividades profesionales y económicas en que participen, y la circunstancia de no afectarles las incompatibilidades señaladas precedentemente. La declaración jurada deberá efectuarse en los términos antedichos, con las mismas formalidades, al momento de dejar el cargo.”

b) Agregar el siguiente nuevo inciso en el artículo 15: “Igual acusación podrá ser deducida contra los miembros del Consejo que incluyan datos inexactos u omitan inexcusablemente información relevante en la declaración requerida por el inciso final del artículo 14.”

c) Incorporar la siguiente norma transitoria: “Los miembros del Consejo del Banco Central de Chile en actual ejercicio de sus cargos, deberán complementar sus declaraciones juradas con una relación de las actividades profesionales y económicas en que tengan interés, dentro del plazo de noventa días, contado desde la publicación de esta ley.”
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